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Reunión celebrada el día 7 de setiembre de 2006 


(Asiste una delegación de la Administración de Educación Pública) 
SEÑOR PRESIDENTE (Gamou).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 15) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de la ANEP, integrada por el Presidente, doctor Luis 
Yarzábal; el Vicepresidente, profesor José Pedro Barrán; el Consejero, maestro Héctor Florit; la Consejera, 
profesora Lilián D'Elía; la Directora General de Secundaria, Inspectora Alex Mazzel; el Consejero de 
Secundaria, profesor Alfredo Guido; el Director General de Educación Técnico Profesional, profesor Wilson 
Netto; la Directora General del Consejo de Educación Primaria, Inspectora Edith Moraes; la profesora 
Carmen Appratto, por la Dirección de Formación Docente; el Coordinador Mario Camps, por el Área de 
Programación; la Técnica Administrativa Rosario Boggio, por el Área de Planeamiento del CODICEN; la 
Técnica Administrativa Mercedes Parajó, por el Área de Programación y Presupuesto del CODICEN; la 
Gerenta General del área económico-financiera, contadora Laura Cayón; la Coordinadora del Programa 
MENFOD, economista Beatriz Guinovart; el arquitecto Fernando Tomeo, por el Consejo de Educación 
Técnico Profesional; el Director Ejecutivo de Formación Docente, profesor Orvan Barboza; la Subdirectora 
del Área Magisterial de Dirección Docente, profesora Cristina Hernández; y la Subdirectora del Área Media 
y Técnica de la Dirección de Formación Docente, profesora Margarita Arlas. 


Aviso a los señores Diputados que hemos dado entrada a una carta enviada por la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto que les será entregada a todos, donde figura la nómina de contratos del proyecto 746 PASP, 
artículo 73, Ley _N” 17.930, que nos fuera remitida por el economista Carlos Viera. 


Sin más prolegómenos, solicitamos a nuestros distinguidos invitados que, teniendo en cuenta la metodología 
de trabajo que nos hemos dado, hagan una breve exposición en la que se refieran a los artículos de la actual 
Rendición de Cuentas que competen al organismo. Básicamente, nos referimos a tres artículos: al 3%, al 128 y 
al 129, que fueron aprobados en el Senado. Además, ANEP envió un Presupuesto, de acuerdo a lo que marca 
la Constitución. 


SEÑOR YARZÁBAL.- Agradecemos a la Comisión que nos invite a exponer nuestra visión con 
relación a la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal en el ámbito de esta Cámara. 


Organizaremos nuestra presentación de tal manera que a mi cargo quedaría una breve introducción general, 
para cederle posteriormente la palabra a la Magister Edith Moraes, Directora General del Consejo de 
Educación Primaria, a fin de que refiera a los aspectos específicos de ese nivel educativo; luego la profesora 
Lilián D'Elía analizará lo correspondiente a la Educación Media; después el profesor José Pedro Barrán 
expondrá sintéticamente la situación de la formación docente y, finalmente, la economista Beatriz Guinovart 
abordará el articulado. 


Me parece importante señalar a los señores Diputados que nuestra exposición se va a estructurar tomando 
como referencia las líneas principales de política, los objetivos y las metas plasmados en el Presupuesto 
quinquenal aprobado por el Parlamento para la ANEP. Nosotros fundamos nuestra solicitud presupuestal en 
cuatro líneas estratégicas fundamentales, que tienen que ver con la promoción de una conducción 
institucional democrática; con asegurar la pertinencia social de la educación, mejorando su calidad y 
ofreciendo igualdad de oportunidades; con impulsar una educación técnico profesional sinérgica con el nuevo 
modelo productivo nacional, y con mejorar la gestión académica y administrativa del organismo. 


En lo que se refiere a la conducción institucional, democrática y respetuosa de los derechos humanos, me 
complace señalar que el CODICEN ha instalado el diálogo en el ámbito de la Administración Nacional de 
Educación Pública. Esto comenzó a partir del año 2005 con la realización de un ejercicio de planificación 
estratégica alrededor de la estructuración de la propuesta presupuestal. Allí invitamos a participar a los 
Consejeros de los Consejos Desconcentrados, a los Directores de Formación Docente y también a los 
representantes de las ATD y de los gremios de la educación para, en conjunto, instalar Comisiones de trabajo 
que hicieron la construcción de la propuesta inicial posteriormente sintetizada por el CODICEN. También 
desde el comienzo se acordaron las garantías para el pleno ejercicio de los derechos sindicales en el ámbito 
de la ANEP y se abrió la posibilidad de participación de las ATD en el seno de los Consejos desconcentrados, 
mediante la presencia de un representante con voz, aunque sin voto. 


Por otra parte, el CODICEN, los Consejos desconcentrados, la Dirección de Formación Docente y todos los 
funcionarios de ANEP están participando de manera proactiva en este ejercicio inédito de debate educativo 
nacional, que es el mecanismo al cual apostamos para generar consensos y concertaciones que nos conduzcan 
a realizar una transformación profunda de nuestro sistema educativo. 


En relación con la pertinencia social de la educación, en el seno del CODICEN se ha creado el Área de 
Derechos Humanos con el fin de contribuir al diseño e implementación de las líneas de política en la materia; 
además, se ha puesto en marcha un conjunto de comisiones que tienen que ver con la educación sexual, la 
educación de jóvenes y adultos, la educación rural, comisiones que también tienen participación plural y 
representativa de los distintos sectores de la Administración Nacional de Educación Pública, y a las que se les 
ha encomendado la preparación de informes que permitan al CODICEN elaborar políticas en estos aspectos 
educativos. 


Paralelamente se han creado, y están funcionando, cinco comisiones bipartitas, con participación de los 
gremios de la educación, para abordar líneas de política que tienen que ver con la extensión del tiempo 
pedagógico, con la profundización de la carrera docente, y con otros aspectos fundamentales de política que 
tienen impacto sobre la situación laboral. 


En el transcurso de los meses del año 2005, que estamos analizando en esta Rendición de Cuentas, se 
disolvió la Gerencia General de Programas Especiales, y a partir de las horas liberadas y de los recursos allí 
existentes se pudieron corregir algunas tendencias negativas en el ámbito de los Consejos desconcentrados y 
la Dirección de Formación Docente. 


En la búsqueda de una Educación Técnico-Profesional sinérgica con el nuevo proyecto productivo nacional, 
en primer lugar, hemos atendido toda la demanda insatisfecha en los cursos técnicos y tecnológicos de todo el 
país. Así, en el 2006, todos los demandantes fueron incluidos en la matrícula de Educación Técnico- 
Profesional, y en este momento están integrados a los cursos. Además, se han elaborado los planes necesarios 
para poner en funcionamiento, en el transcurso del año 2006, dos nuevas carreras tecnológicas terciarias de 
orientación mecánica e informática, en colaboración y acuerdo con la Universidad de la República, las que 
van a tener su sede en Montevideo y en departamentos del interior del país. Se habilitó un nuevo local en 
Montevideo para la enseñanza de informática en el nivel medio superior. 


La mejora de la gestión académica se buscó a través de un proceso de aproximaciones sucesivas. El primer 
elemento que se consideró de particular importancia fue la necesidad de reducir el número de alumnos por 
grupo en todos los subsistemas. Apelando a los recursos liberados de la Gerencia de Programas Especiales y 
a la abolición de algunos cargos gerenciales innecesarios, se obtuvieron los recursos para crear cargos de 
maestros. Por la adjudicación de horas a Enseñanza Secundaria se pudo proceder a la creación de cargos de 
adscriptos y, por otra parte, fue posible llamar a concurso y designar inspectores en Educación Secundaria, 
objetivo que era necesario alcanzar a la brevedad para instalar el sistema de supervisión en este nivel. 


También debo decir que se avanzó significativamente en el proceso de institucionalización de los proyectos 
con financiamiento de organismos internacionales; este proceso de institucionalización determina que en el 
momento actual las designaciones en esos proyectos se efectúen progresivamente mediante llamado a 
concurso, que las políticas educativas definidas por el CODICEN y por los Consejos desconcentrados sean 
financiadas con cargo a esos proyectos, y que progresivamente se produzca la asociación de los Consejos 
correspondientes con la coordinación de ambos proyectos a efectos de diseñar los planes operativos anuales. 


En el ámbito de la gestión institucional se ha contratado a la Universidad de la República a los efectos de que 
realice un estudio del Área Administrativo Gerencial del CODICEN, y presente conclusiones y 
recomendaciones a este Consejo con el fin de proceder a la transformación de este componente de la 
institución. La Comisión de la Universidad de la República esta semana nos ha entregado el informe final y 
hemos constituido una comisión interna, que está llevando a la práctica estas recomendaciones de la 
Comisión de referencia. Por lo demás, se inició el proceso necesario para contar con un plan maestro de 
gestión informática, elemento fundamental para reorganizar la administración y la gestión institucional. 


En este proyecto de Rendición de Cuentas que presentamos a la consideración del Poder Legislativo, el 
CODICEN solicita refuerzos presupuestales para atender cuatro grandes asuntos. El primero de ellos es 
financiar proyectos educativos y de inversión que permitirían comenzar a solucionar los problemas que 
afectan la calidad y la pertinencia de la educación pública. El segundo apunta a continuar la recuperación 
salarial de los funcionarios docentes y no docentes de la ANEP, iniciada en los años 2005 y 2006, con las 
asignaciones presupuestales correspondientes. El tercer asunto que nos preocupa resolver es la absorción del 
déficit de funcionamiento que caracteriza históricamente a la ANEP desde la recuperación de la democracia y 
que es de alrededor de ciento cincuenta millones por año. El cuarto problema que nos proponemos atender si 
nuestra solicitud es aprobada, comprende la creación de un fondo para corregir las inequidades en las 
retribuciones salariales existentes en el ámbito de la ANEP. 


En las exposiciones que seguirán a continuación, se hará un resumen de aquellos proyectos de inversión 
educativa que tendrán lugar en cada uno de los Consejos desconcentrados y en la Dirección de Formación 
Docente, si esta partida fuera aprobada. 


Para cerrar mi intervención solo quiero referirme a seis proyectos de inversión educativa que discurrirán de 
manera transversal por toda la Administración Nacional de Educación Pública y que, en consecuencia, serán 
coordinados desde el CODICEN. 


El primero de ellos procura dotar a todos los centros educativos de la ANEP del equipamiento multimedia 
que apoya el proceso de enseñanza-aprendizaje. Esto implica que cada sala multimedia cuente con equipo 
informático de última generación, incluido el mobiliario necesario para su implementación y material 
audiovisual, pero por sobre todas las cosas apunta a que sean todos los centros de la ANEP los que reciban 
progresivamente estas facilidades y no queden limitadas a un grupo incluido en un proyecto individual. 


El segundo proyecto de inversión educativa planteado a la consideración de los señores Diputados tiene que 
ver con la situación deteriorada de la infraestructura edilicia de la ANEP. En el transcurso de nuestro trabajo 
hemos advertido que de los 2.700 centros educativos con que cuenta la ANEP, alrededor del 60% tiene graves 
deterioros de su planta física. Por otra parte, la Administración en vigencia, totalmente centralizada, plantea 
dificultades para la respuesta rápida ante alteraciones físicas de los locales. Este proyecto procura promover 
iniciativas que partan de las comunidades educativas y que lleguen al CODICEN, a los efectos de atenderlas 
con un fondo unitario que estimaríamos que podría estar en el orden de los $ 70.000 para cada centro. 


El tercer proyecto también tiene que ver con el mantenimiento edilicio de locales educativos, pero este sería 
asumido por los niveles centrales, atendiendo las impermeabilizaciones, reparación de techos livianos, 
instalaciones sanitarias y eléctricas que permanentemente hay que realizar en los locales educativos. Se 
sumaría al anterior para buscar una condición decorosa de los centros educativos en el futuro inmediato. 


El cuarto proyecto de inversión que coordinaríamos desde el CODICEN está destinado al fortalecimiento de 
las bibliotecas y al suministro de material bibliográfico a todos los alumnos de la ANEP. Las bibliotecas están 
carentes en lo que tiene que ver con equipamiento bibliográfico; es extraordinariamente llamativo en todos 
los subsistemas, pero particularmente en el de formación docente. En cuanto a los textos, desde hace tiempo 
no se entregan a cada uno de los estudiantes, y este proyecto procura atender estas dos debilidades, a los 
efectos de mejorar la calidad de la educación que se brinda. 


En cuanto al quinto proyecto, debo decirles que profundiza el diseño y la puesta en funcionamiento de 
carreras cortas tecnológicas en diversas áreas de actividad y en diversas cadenas productivas del país. La 
meta es llegar a instalar doce carreras cortas tecnológicas en el interior del país al final del quinquenio, y se 
están solicitando recursos para atender las necesidades que surjan en el año 2007. 


El sexto proyecto tiene como objetivo dar soporte técnico a la infraestructura informática existente -puesto 
que hay una estructura informática dispersa por todos los centros educativos, pero no hay recursos humanos 
para asegurar su mantenimiento- así como proporcionar lo necesario para extender la conexión a Internet, que 
hoy alcanza a mil centros, a la totalidad de los ámbitos educativos en el transcurso del quinquenio. 


Estos son, entonces, los proyectos de inversión que coordinaría el CODICEN y para los cuales estamos 

> y 
pidiendo recursos, y que serían complementados con aquellos que serán coordinados desde cada uno de los 
desconcentrados. 


SEÑORA MORAES.- Las estrategias de política educativa del Consejo de Educación Primaria 
llevadas a cabo durante el año 2005 estuvieron centradas en dos ejes principales. El primero fue el 
mejoramiento de la calidad de la educación expresada en los aprendizajes de los alumnos, atendiendo 
el tramo de edades extendido entre cuatro y doce años y a través de las distintas modalidades de 
escuela, particularmente organizadas y categorizadas como urbanas y rurales. 


La segunda línea de trabajo fue el redireccionamiento de las ofertas educativas para responder eficazmente a 
esta nueva realidad en la que más del 50% del alumnado hoy pertenece a contextos de pobreza. 


En este sentido y empezando por el tramo de edades, se priorizó la cobertura de cinco años, que hoy ya está 
en la categoría de obligatoria. La universalización de este tramo de edades se priorizó durante el año 2005, 
pero paralelamente se realizó el estudio de las demandas y la localización de la población de los niños de 
cuatro años, iniciándose así acciones para llevar a cabo lo que está establecido como línea de política de esta 
Administración, que es la universalización para cuatro años. 


Es necesario, entonces, ir generando la infraestructura indispensable para albergar a todos los niños de cuatro 
años. Para el año 2007 se prevé la creación de doscientos cargos mínimos, imprescindibles para atender a los 
cuatro mil niños que ingresarán de esta edad. El ingreso temprano permite que la intervención de la escuela 
se haga en los momentos clave para el desarrollo cognitivo y social de los alumnos. 


En lo que respecta a las Escuelas de Tiempo Completo, la meta es llegar a duplicar el número de alumnos que 
asistían a esta modalidad en el año 2004. La redirección del proyecto MECAFEP, la regularización mediante el 
sistema de concursos de los cargos que allí funcionan, ha llevado una buena parte del año 2005. No obstante, 
se pudieron crear seis escuelas en esta nueva modalidad, albergando alrededor de 500 alumnos, los que pasan 
a engrosar este número. Este año ya se ha normalizado el funcionamiento, pudiendo cumplirse entonces la 
meta propuesta 


De los 400.000 niños que componen la matrícula de Primaria, 200.000 pertenecen a familias que están por 
debajo de la línea de pobreza; la oferta educativa para esa población son las escuelas de tiempo completo y 
de contexto sociocultural crítico. También se prevé ampliar el número de estas últimas, las que en el 2005 
alcanzaban solo a 150. 


Entonces, para esta población de alumnos se mejoró la atención a través de una nueva figura, la del maestro 
comunitario, cuya función consiste en desarrollar una labor pedagógica basada en lo que tiene que ver con la 
enseñanza y el rol del maestro directamente con aquellos niños que ya tienen su promoción comprometida y, 
a la vez, con la familia de esos alumnos, ayudándoles a asumir la función de complementariedad que la 
familia tiene con la escuela. De los 437 maestros comunitarios que trabajaron en el 2005, el cien por cien 
estuvo financiado por el Programa Infancia y Familia del Ministerio de Desarrollo Social. Ya en el 2006 
Primaria se hace cargo presupuestalmente del 50% de esos maestros, siendo el compromiso para el 2007 
absorber el cien por cien. La acción de los maestros comunitarios es valorada como muy positiva, estando 
entre las causas de mayor peso en el descenso de la repetición en el año 2005, que promedialmente bajó al 
17%. En estas mismas escuelas se fortaleció la educación física, por considerarla de gran valor educativo en 
el desarrollo no solo físico y corporal, sino sobre todo psicosocial. En el 2005 contamos con 50 cargos de 
profesores de educación física que provienen de la Gerencia de Programas Experimentales y que, por 


resolución del CODICEN, pasan al Consejo de Educación Primaria. Este número de profesores es muy 
escaso para cubrir las necesidades que hoy tiene la población escolar. 


En lo que respecta a las escuelas rurales, 48 escuelas del medio rural que funcionaban como urbanas 
volvieron a la categoría de escuelas rurales, algo muy sentido por la comunidad de este medio y una decisión 
muy alabada. A la vez, se realizó el estudio de aquellas escuelas que estaban cerradas y se inició la reapertura 
de algunas de ellas. Se redistribuyeron los cursos de 7”, 8” y 9%, ubicándolos en aquellas localidades de 
mayores dificultades de acceso de la población. 


Por otra parte, con gran esfuerzo se atendió la situación vinculada con el transporte de escolares, sobre todo 
en el caso de alumnos con discapacidad, alumnos del medio rural y recreación y campamentos escolares. 


El mejoramiento de las condiciones básicas de funcionamiento de los locales también fue un punto central de 
las acciones del 2005. Se invirtieron $ 20:000.000 en material fungible y $ 7:000.000 en reparaciones 
menores de locales escolares, lo que permitió atender aquellas necesidades más urgentes, ya que son muchas. 


En el servicio de alimentación se atendieron 250.192 niños, es decir, más del 50% de la matrícula. Se 
regularizaron 2.050 puestos de auxiliares de servicio y, si bien es un gran volumen presupuestal y un paso 
muy importante en la regularización, aún no alcanzamos a cubrir las necesidades. 


Se potenció el sistema de colonias escolares, tanto en transporte -como ya lo he mencionado-, como en la 
posibilidad de que las escuelas de recursos más bajos puedan participar de estas oportunidades, y también 
reforzando el servicio de alimentación. 


En lo que respecta a la formación permanente y el desarrollo profesional de los maestros, se iniciaron los 
cursos para docentes de escuelas de contexto sociocultural crítico, lo que hoy cubre la totalidad de las 
escuelas, es decir, 2.000 maestros. También -y alcanza la misma cifra de 2.000 maestros- se llevaron a cabo 
los cursos de informática educativa. 


En otro orden y en el marco de acciones que fortalecen la gestión educativa, se realizó el llamado a concurso 
para los Directores de escuela, considerando que la estabilidad, cuya carencia es un problema, se regulariza y 
se mejora a través del acceso a la efectividad y por la vía de los concursos. Una acción de mejora en el 
funcionamiento y la calidad de la escuela está vinculada con maximizar el tiempo pedagógico, es decir, los 
días de año lectivo. En esa dirección se ha implementado el sistema de suplencias cortas, de manera que el 
derecho de licencia que tienen los maestros es atendido, a la vez, cubriendo todos los días de licencias 
solicitados por los docentes, lográndose que los niños no pierdan ni un solo día de clase por esta causa. 


La superpoblación de escuelas con grupos con más de cuarenta alumnos es una realidad que atenta muy 
fuerte contra la calidad de la educación. Por eso, uno de los proyectos de inversión educativa que presenta el 
Consejo de Educación Primaria se denomina "Mejoramiento de los Aprendizajes" y apunta particularmente a 
este aspecto, pretendiendo progresivamente reducir a 25 el número de alumnos por clase. 


En el 2005 se crearon 54 cargos de maestros, a partir de la supresión de las Gerencias del CODICEN; la 
creación de 54 cargos aún es muy insuficiente. 


En esta línea se continúa trabajando, ya que la relación pedagógica y la convivencia escolar son clave para 
lograr los aprendizajes que la sociedad actual exige. 


SEÑORA D'ELÍA.- Procuraremos organizar la información relativa al Consejo de Educación Técnico 
Profesional, de modo de ilustrar la coherencia entre los objetivos establecidos para esta área educativa 
y las acciones llevadas a cabo. 


Como sostuviéramos oportunamente en nuestra presentación en la Comisión respectiva de la Cámara de 
Senadores, el principal objetivo de la educación técnico profesional es brindar educación científica, técnica y 
tecnológica profesional de calidad, la que cobra mayor significación asociada a las estrategias productivas y 
sociales en el ámbito nacional y comunitario. 


En función de lo expresado, durante el 2005 se fortaleció el vínculo con las distintas áreas citadas, tanto en el 
ámbito nacional y departamental como de los propios centros educativos. Son ejemplo de ello, entre otras 


acciones, el hecho de que durante 2006 pudieran iniciarse los cursos del Ciclo Básico Tecnológico en Barros 
Blancos, departamento de Canelones, con el apoyo de la Junta Local y los comerciantes de la zona. El mismo 
ciclo se inauguró en Durazno, en convenio con el INAU y la Intendencia Municipal de dicho departamento. 
En Melo, única capital departamental que no contaba con esta posibilidad, pudo concretarse idéntica 
aspiración. 


A nivel del Instituto Tecnológico, ya se dictan en Paysandú todos los cursos terciarios y, potenciando el uso 
del equipamiento con que aquel cuenta, pudieron desarrollarse distintos bachilleratos tecnológicos. 


Con el apoyo de la Intendencia Municipal y comerciantes de la zona, en el departamento de Rocha funciona a 
partir de este año un anexo de la escuela de Castillos en la ciudad del Chuy. Se procesó el llamado a docentes 
y convocatoria a estudiantes para iniciar la carrera de tecnólogo en metal mecánica. Asimismo, se ha 
instalado la sala nacional de docentes de la carrera de ingeniero tecnológico en electricidad y electrónica con 
el fin de reestructurar la misma. Obtener un nivel de deserción cero y un mejor desenvolvimiento académico 
ha sido el fin que buscamos al favorecer la posibilidad de pasantías laborales remuneradas en organismos 
públicos y privados. Él o la estudiante deben permanecer en el sistema educativo como condición primera 
para mantener dichas pasantías. 


En mayo de 2005 se llevó a cabo el Foro de Innovación Tecnológica en el cual se intercambiaron 
experiencias con organismos públicos y privados, el PIT-CNT y las Cámaras empresariales con la finalidad 
de sostener el vínculo con el sector productivo y los procesos de innovaciones tecnológicas, sin lo cual no 
creemos que pueda sostenerse una educación técnica de calidad, como señalábamos al comienzo de nuestra 
alocución. 


Acciones resultantes de tal encuentro son, por una parte, la instalación de la Comisión de Reformulación 
Profesional de Base, con el cometido de diseñar una propuesta de formación profesional con continuidad 
educativa, dirigida a jóvenes mayores de quince años que no hayan culminado el ciclo de educación 
obligatoria. Por otra parte, está el convenio efectuado con el Hospital Pereira Rossell, para que los 
estudiantes de la carrera de ingeniero tecnológico en electrónica realicen el mantenimiento de los equipos 
médicos, desarrollando así una especialización inexistente en el país. 


En asociación con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, la Junta Nacional de Empleo, la empresa 
Botnia, el Ministerio de Industria, Energía y Minería, la Intendencia Municipal de Río Negro, la Universidad 
de la República, ANCAP, UTE, el SUNCA, la Unión Nacional de Trabajadores del Metal y Ramas Afines y 
la Cámara Metalúrgica, hemos logrado ofrecer clases para la formación de soldadores. 


A través de un convenio con la Dirección General Impositiva estamos impartiendo cursos de administración a 
los funcionarios de esa institución. 


Creemos estar cumpliendo con las pautas planteadas respecto a la ineludible relación que este ámbito 
educativo debe mantener con las áreas productivas y el mundo del trabajo. 


Además, el Consejo de Educación Técnico Profesional diagrama, imprime y consigue derechos de autor a 
efectos de difundir obras de interés, con un tiraje de mil ejemplares, tarea que cuenta con el apoyo del 
Ministerio de Relaciones Exteriores. 


Además, proyectamos el desarrollo de las siguientes iniciativas: la constitución de un centro cultural con 
cursos profesionales en la ciudad del Chuy y la apertura del curso de tecnicatura en mecatrónica en el 
departamento de Soriano. Junto con la Facultad de Ciencias capacitaremos al grupo de mineros 
emprendedores de Artigas. El CETP se encargará de dictar los cursos de extracción y martillado de piedras 
semipreciosas para formar operarios calificados; es un proyecto de gran impacto, no solo educativo sino 
también social y productivo. 


Corresponde señalar lo hecho en el área de edificación, totalmente insuficiente aún si consideramos las 
necesidades del subsistema. Se ha llevado a cabo el reciclaje de la Escuela Agraria de Salto en convenio con 
la Intendencia Municipal de ese departamento. Inauguramos los locales de las Escuelas Técnicas de 
Paysandú, Rincón de la Bolsa y Treinta y Tres y los locales en los que funciona el Ciclo Básico en Artigas. 
La Escuela Agraria de ese departamento, la Escuela Técnica de Las Piedras y la Escuela Técnica del Cerro 
han sido objeto de diversas reparaciones o ampliaciones. 


En lo que refiere al Consejo de Educación Secundaria, pasaremos a abordar lo ejecutado y, de manera similar 
a lo señalado anteriormente, presentaremos los proyectos que aspiramos llevar a cabo. 


En esta área se desarrollaron las siguientes acciones enmarcadas en el objetivo prioritario para el sistema, que 
es la universalización del ingreso y egreso del Ciclo Básico. Tal como se planificó durante el año 2005 -se 
llevó a cabo en el presente año-, se instrumentó la modalidad de Ciclo Básico extendido en dos turnos, que 
hemos dado en llamar Reformulación 2006. Todos los alumnos de primer año de Ciclo Básico urbano 
acceden a un tiempo pedagógico de treinta y nueve horas semanales de clases. El total de grupos con tiempo 
extendido eran, en 2005, 4.961, lo que representa un 67% del total, habiendo llegado este año a 5.739, es 
decir, un 76%. 


Se definieron los centros de atención prioritaria, tomando como base el observatorio de la pobreza realizado 
por la Intendencia Municipal de Montevideo y teniendo en cuenta la situación en los centros educativos 
respecto a indicadores como inscripción, asistencia real, rendimiento escolar, asistencia intermitente y 
abandono. 


Está puesta nuestra atención sobre los alumnos del Plan de Emergencia a través de una estrategia de 
seguimiento individualizado. El último informe recibido del MIDES indica que de 10.865 jóvenes 
pertenecientes a familias beneficiarias del Plan de Emergencia, un 85% ya está inscripto en Educación 
Secundaria, cursando el primer o el segundo ciclo 


Por otra parte, se ha fortalecido el trabajo con organizaciones no gubernamentales, cuya actividad se 
desarrolla particularmente en barrios carenciados. 


El segundo objetivo que nos ha orientado, ha sido el de asegurar la igualdad de oportunidades, facilitando así 
el fin mencionado anteriormente. Garantizándolo lograremos el ingreso y egreso universalizado del sistema. 


Hemos llevado a cabo las siguientes acciones con relación al mismo. Se gestionó y puso en práctica, en 
coordinación con las Intendencias Municipales y el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, el boleto 
gratuito para alumnos de hasta dieciséis años, lo que rige desde comienzos de este año. 


Bien sabemos que aquellos jóvenes pertenecientes a instituciones de contexto socioeconómico crítico 
dependen de lo que el sistema público pueda ofrecerles en áreas tan importantes como la bibliográfica. Luego 
de estudiar la situación de las bibliotecas liceales se adjudicaron 2.500 horas mensuales para la atención de 
las mismas. Se busca -como fuera señalado ya por el Director General- proveer a las bibliotecas liceales del 
material bibliográfico imprescindible para apoyar el aprendizaje de nuestros jóvenes. 


En tercer lugar, nuestra preocupación estuvo puesta en los adultos que no han podido culminar sus estudios. 
En 2005 se proyectó, y llevó a cabo este año, la modalidad de libre asistido, con el objetivo de disminuir el 
rezago y la deserción estudiantil. Con la Intendencia Municipal de Montevideo y el Ministerio del Interior ya 
existen convenios con el fin de que sus funcionarios tengan la posibilidad de terminar sus estudios. La 
población carcelaria también cuenta con esta posibilidad. A la fecha, de un total de 109 aspirantes, ya se han 
rendido exitosamente 40 exámenes. 


El cuarto objetivo al que aspiramos fue reducir el sin sentido de la coexistencia de diversos planes en el 
sistema. Así se establecieron las siguientes líneas de acción: continuar con la separación institucional del 
Bachillerato y el Ciclo Básico, extender el tiempo pedagógico, diseñar programas flexibles y 
contextualizados, contar con coordinación docente en ambos ciclos de Educación Secundaria y establecer 
estrategias compensatorias en el Ciclo Básico. 


Como ya señalamos, a partir de este año, en este mismo sentido, se uniformizó en primer año de ambos ciclos 
la Reformulación 2006. Para el próximo año se concretarán los programas para los restantes niveles. 


En nuestra anterior presentación en el Parlamento, oportunidad en que expusimos estos fundamentos ante los 
señores Senadores, formulamos nuestra aspiración de que la tolerancia y el respeto por los diferentes se 
entronizara como categoría básica de convivencia en nuestra sociedad. El sistema educativo debe 
responsabilizarse de dar vida a esta aspiración. Para ello se instrumentaron las siguientes políticas. Uniendo 
fuerzas con el Instituto del Niño y el Adolescente del Uruguay se pudo atender durante el año 2005, en el 


proyecto denominado Áreas Pedagógicas, a 169 estudiantes imposibilitados de ir a clase, residentes de los 
Hogares Yaguarón y Paso de la Arena. Durante este año estamos atendiendo a 215 estudiantes. 


La ya iniciada experiencia de jóvenes sordos se continuó, ampliando lo existente en el Liceo N* 32 al Liceo 
N* 35 de Montevideo y al Liceo N* 5 de la ciudad de Salto. 80 jóvenes no videntes o con baja visión han sido 
censados como asistentes a centros educativos y 20 profesores fueron capacitados a los efectos del dominio 
en programas informáticos. Adaptaciones reglamentarias contemplaron las posibilidades de permanencia en 
el ámbito educativo de jóvenes con afectaciones psíquicas de diverso orden. Equipos multidisciplinarios 
actuaron en ocasión de conflictos institucionales protagonizados por los alumnos del centro para evitar la 
expulsión de esos jóvenes del sistema. 


Los actores involucrados en el hecho educativo deben ser tenidos en cuenta ante cualquier propuesta 
importante de cambio como las que pretendemos impulsar. Incorporada esta concepción fundamental, se ha 
fortalecido la participación de aquellos a través de la instalación de diversas comisiones de trabajo, como las 
de planeamiento y gestión, presupuesto, reformulación del estatuto docente, reestructura organizacional, 
tramitación de expedientes y adjudicaciones, seguimiento de la experiencia de los liceos nocturnos y 
comisiones programáticas y de evaluación, teniendo en cuenta también a los estudiantes en este sentido, al 
restablecer sus derechos de participación en la vida liceal. 


Con la aprobación del nuevo estatuto del estudiante se han reconocido sus derechos, confiriéndole, además, 
la capacidad de votar un docente que actúa en su representación en el Consejo Asesor Pedagógico de cada 
centro educativo. 


Por otra parte, se hacía ineludible la formación del personal docente y no docente. En consecuencia, se 
coordinaron cursos de perfeccionamiento con la Dirección de Formación y Perfeccionamiento Docente sobre 
temáticas tales como capacidades diferentes, inclusión social y para profesores adscriptores. También 
contamos con cursos dictados por la Oficina Nacional del Servicio Civil, contemplando la formación de 
administrativos y docentes. 


La falta de personal fue identificada como uno de los problemas más graves de la educación secundaria. Por 
ello fue necesario atender, con carácter prioritario, la provisión de cargos, imprescindible para asegurar el 
funcionamiento de los centros educativos. En tal sentido, en el presente año se procedió a la provisión de 121 
cargos de adscriptos, la creación de 50 cargos de ayudante preparador de 20 horas semanales, asignación de 
1.500 horas para atención de laboratorios de ciclo básico y bachillerato diversificado, además de las ya 
mencionadas 2.500 quinientas horas para atención de bibliotecas. Asimismo, se asignaron, por la vía del 
llamado a aspiraciones, 28 cargos de inspectores de asignaturas y 12 cargos de inspectores de institutos y 
liceos. 


Uno de los distintos proyectos sobre los que se está trabajando, que esperamos se conviertan en hechos a la 
brevedad -eso depende de su aprobación por parte del Parlamento- es, entre otros, el del convenio con el 
MIDES -en el que se ultiman detalles-, referente al programa de aulas comunitarias. Dicho programa busca la 
inserción en el sistema de 2.500 adolescentes cuyas edades oscilan entre 12 y 15 años, y han visto dificultada 
su vinculación con el sistema formal; los beneficiarios serán 12 liceos de atención prioritaria. 


Asimismo, procuramos expandir el beneficio del boleto gratuito a alumnos mayores de 16 años provenientes 
de contextos socioculturales desfavorables, para eliminar así otro factor de peso en la deserción escolar. 


El incremento del acervo bibliográfico de las bibliotecas liceales es -como se dijo- una aspiración que 
estamos concretando a través del proyecto educativo correspondiente. 


Nuevos convenios con las Intendencias del interior se concretarán este año para efectivizar la posibilidad de 
que los funcionarios continúen sus estudios. 


Se ha hecho el llamado y se ha procedido a la inscripción de jóvenes en el proyecto "Jóvenes en 
Movimiento", que posibilitará fuentes laborales para aquellos alumnos provenientes de contextos críticos. 


Por último, en lo que refiere a la esfera edilicia, cabe consignar que durante el año 2005 se inauguraron los 
Liceos N* 65 de Montevideo, el de El Pinar N* 2, el de Paysandú N* 7 y el de Juan Lacaze N* 2, y en el 


transcurso del año 2006, el de Treinta y Tres N* 3, el de Salto N* 7, el de Fray Bentos N* 3 y el de Rivera 
N?S. 


SEÑOR BARRÁN.- Me voy a referir brevemente a lo realizado en el año 2005 y, en parte, pensado 
para los años 2006 y 2007 por la Dirección de Formación y Perfeccionamiento Docente, que depende 
directamente del CODICEN. 


Los objetivos generales han sido, en primer lugar, lograr que todos los niveles de docencia de ANEP sean 
atendidos por profesionales titulados, para promover el mayor logro de los educandos; y, en segundo término, 
elevar la calidad académica de esta formación terciaria a cargo de ANEP. Me gustaría resaltar que es la única 
que llega a todo el interior del país. En este sentido, se procuró impulsar la formación permanente de los 
docentes y la calidad académica mediante el establecimiento -esta es una novedad verdaderamente muy 
importante- de posgrados. 


Para alcanzar tales objetivos se han iniciado las siguientes acciones concretas. Una línea de trabajo se centró 
en la evaluación, racionalización y actualización de los planes de estudio e innovaciones en todos los niveles 
educativos. Para ello se puso en práctica el nuevo Plan de Formación Inicial de Maestros 2005, y se hicieron 
ajustes a su diseño curricular, con participación de los tres órdenes en diversas comisiones y en un encuentro 
nacional. 


Luego, se transformaron en anuales todas las asignaturas del plan semipresencial de formación de profesores, 
con creación de salas de asesores. 


Los Centros Regionales de Profesores -CERP- pasaron a la órbita de la Dirección de Formación y 
Perfeccionamiento Docente, dentro del Area Media y Técnica. Se elaboraron los programas de 2%, 3* y 4” 
año, Plan 2005, de los CERP, con modificación de la normativa en didáctica y práctica docente. 


Se reabrió la Formación de Profesores Plan 86 modalidad semilibre en las especialidades en las que no había 
semipresencial. 


Se reformuló el curso semipresencial, que alcanza a 2.800 jóvenes del interior del país, al servicio de los 
cuales se pone moderna tecnología con un costo notoriamente bajo. 


Se creó en la Dirección de Formación y Perfeccionamiento Docente un espacio físico con equipamiento 
informático para el desarrollo de las actividades de los profesores tutores de este curso. Se conformó un 
equipo de trabajo responsable de la plataforma del plan y se desarrolló el software libre para las necesidades 
de esta modalidad. 


En el proyecto de Presupuesto 2005-2009 se propuso que durante el año 2006 se conformaran ocho 
comisiones para la construcción de un Plan Nacional de Formación Docente que abarca todas sus ramas: 
profesorado, magisterio y maestros técnicos para lograr una transformación profunda en la calidad y 
extensión de la formación de los docentes. Estas comisiones han comenzado a trabajar con un total 
aproximado de noventa personas que representan a todos los actores institucionales a nivel docente - 
Dirección, directores de institutos, sindicato, ATD- y Orden Estudiantil. 


Nuestra apuesta a elevar la calidad de la formación docente debe culminar en el perfeccionamiento de los 
docentes actuales. Con respecto a este desafío, las acciones iniciadas en el año 2005 fueron, entre otras, los 
cursos de actualización en Ciencias de la Naturaleza, Matemática, Lengua y Educación Artística para 600 
docentes que atienden la formación de maestros; el Seminario sobre Didáctica para Profesores de Didáctica y 
reformulación del Curso de Didáctica para maestros y la participación en el Seminario de Formación Docente 
ANEP-MEC y en el Seminario sobre educación media ANEP-UNESCO. 


Asimismo, se realizaron cursos de actualización para docentes del Consejo de Educación Técnico Profesional 
y cursos de verano en aquellos Centros de Formación Docente del interior que los solicitaron. 


Se ha trabajado a nivel de las didácticas de nivel terciario en los temas vinculados a la inclusión en 
educación, algo que me gustaría resaltar. Con ese fin se ha atendido la alfabetización en informática, la 
capacitación pedagógico didáctica para informática así como cursos para la integración del diferente y del 


socialmente no incluido, actualización disciplinaria de la educación media para profesores adscriptos, 
contexto crítico, etcétera. 


Destaquemos la voluntad de la ANEP de dar impulso a la formación superior, con la puesta en 
funcionamiento de un centro de posgrado que se presenta como proyecto de inversión en esta instancia y que, 
de ser aprobado, permitiría la puesta en funcionamiento de un diploma de posgrado -sería el primero- como 
primera fase de una Maestría en Educación y Desarrollo. 


En cuanto a la mejora de la gestión, teniendo en cuenta que el crecimiento del alumnado de formación 
docente ha sido espectacular en los últimos años, ha sido otro objetivo nuestro avanzar en la mejora de la 
gestión de los órganos directivos, los centros, los programas educativos y las unidades administrativas 


En tal sentido, procedimos a la reorganización de la Asamblea Técnico Docente con la participación, por 
primera vez, de la totalidad de los centros de formación docente, incluyendo los CERP. 


En 2006 se incrementó el número de becas de ayuda a estudiantes de los Centros de Formación Docente del 
interior del país, y se elevó su monto a $ 1.000. 


Se adquirieron libros para todos los institutos dependientes de la Dirección de Formación y 
Perfeccionamiento Docente y se compró equipamiento para 16 salas de informática en los Centros de 
Formación Docente en el interior del país. 


Se está organizando el primer Congreso de Formación Docente a desarrollar en dos instancias: en setiembre 
de 2006 y en mayo de 2007. 


En otro orden, comenzó a compartirse tanto el uso de las residencias de los CERP con alumnos de los 
Centros de Formación del interior del país como la locomoción entre ellos cuando están ubicados cerca. 


Se está llevando a cabo un proyecto de informatización de la gestión y programas de bedelía con 
financiamiento de MEMFOD. 


Con respecto al aspecto edilicio, toda mejora de servicio se sustenta en un fortalecimiento de la 
infraestructura: aulas y espacios educativos. El objetivo de brindar la infraestructura edilicia acorde con las 
innovaciones planteadas y el incremento previsto de la matrícula para el quinquenio ha comenzado a 
atenderse con las siguientes acciones. Por un lado, la construcción de locales: Centro de Formación Docente 
de la Costa -etapa final-, Pando -con modificación del proyecto original- y Carmelo. Por otro, realizar la 
ampliación en 10 aulas del Instituto de Profesores "Artigas" y reparaciones generales en ese Instituto, estando 
previsto el inicio de las obras -cumplidas las etapas de licitación- para principios de 2007. Por último, la 
construcción de aulas y baños en los Institutos Normales de Montevideo y de dos aulas en los Institutos de 
Formación Docente de Fray Bentos, Canelones y Treinta y Tres. 


SEÑORA GUINOVART. - Voy a detallar el articulado que propone la ANEP al Parlamento. Quiero 
señalar que este articulado, como no podía ser de otra manera, está muy vinculado a los distintos 
lineamientos estratégicos establecidos por la ANEP, mencionados anteriormente por el señor Director 
Nacional de Educación Pública: gestión, pertenencia, conducción democrática y educación técnico 
profesional. 


En el artículo 1* solicitamos un incremento en el Grupo 0, Servicios Personales, de $ 158:100.000, con 
vigencia al 1 de enero de 2007. Luego, solicitamos una partida por única vez de $ 107:100.000, en el Grupo 
0, Servicios Personales, con vigencia al 1” de enero de 2006. 


Solicitamos esto porque, como se sabe, la Administración Nacional de Educación Pública ha transitado por 
situaciones de crecimiento de matrícula que no fueron acompañadas por los correspondientes recursos 
financieros, generando un déficit estructural que se viene arrastrando desde años anteriores. Cuando nosotros 
hacemos nuestras estimaciones y comparamos lo que puede ser un presupuesto tipo de la ANEP con la 
asignación presupuestal, notamos que se puede estimar un déficit de ese monto de $ 158:100.000. Esto es lo 
que pedimos a partir del 1% de enero de 2007. También estamos señalando que a partir del 1? de enero de 
2006, para poder culminar este ejercicio, requeriríamos un aumento de $ 107:100.000. Esto es así porque 


siendo el déficit de $ 158:000.000, si deducimos los fondos de inasistencias -son los que se crean cuando se 
producen inasistencias de los funcionarios- que estimamos en $ 51:000.000, nos queda la cifra de 
$ 107:000.000 que mencionamos. 


Quiero destacar también que en el caso de Presupuestos o de Rendiciones de Cuentas anteriores estas 
situaciones han sido atendidas, lo cual demuestra que no es la primera vez que ANEP debe solicitar algún 
monto para poder cumplir con sus actividades normales. 


En el artículo 2* solicitamos los montos que corresponden a los proyectos de inversión que están previstos en 
el literal b) del artículo 476 de la Ley de Presupuesto quinquenal. Estas partidas son destinadas a los 
proyectos de inversión ya mencionados por los señores Consejeros. En el artículo están detallados los 
distintos proyectos de inversión y hay dos tipos de proyectos: los transversales -esto es: horizontales a toda la 
organización- y proyectos específicos por cada uno de los Consejos desconcentrados, como por ejemplo, 
Maestros Comunitarios en Primaria, Jóvenes en Movimiento en Secundaria y Fortalecimiento Institucional 
en UTU.. 


Es importante destacar cuál fue el ejercicio que se hizo en la Administración Nacional de Educación Pública 
para construir estos proyectos. Lo quiero destacar porque creo que va en línea con lo que se detalló 
anteriormente vinculado a las mejoras de la gestión y a la planificación estratégica. 


En primer término, se elaboró una metodología para que estos proyectos fueran presentados. Dichas 
metodologías apuntaban a mostrar cuáles serían los resultados y los distintos indicadores que nos permitirían 
conocer esos resultados y esas metas. 


En segundo lugar, es importante tener en cuenta que cuando nosotros hicimos este ejercicio consideramos las 
dos fuentes de financiamiento que nos concedió la Ley de Presupuesto quinquenal, tanto a los que venían 
para proyectos de inversión -esto es: aquellos vinculados a lo previsto en el literal b) del artículo 476 de la 
Ley de Presupuesto, que son los US$ 20:000.000 para ANEP y la Universidad, de los cuales a ANEP, en 
acuerdo con la Universidad, le correspondía el 80%- como aquellos fondos que provenían del artículo 453 de 
la misma ley presupuestal, referido a proyectos educativos. Nos vimos en la necesidad de juntar esas dos 
fuentes de financiamiento para después repartir el monto siguiendo ciertos criterios de distribución, que 
también partían de lo que fueron nuestras líneas estratégicas en la presentación del Presupuesto quinquenal. 
En nuestra propuesta presupuestal teníamos formulada cierta distribución de los recursos para cada uno de 
los Consejos desconcentrados. De manera que ese fue el criterio que se siguió para hacer esta distribución 
para los proyectos de inversión más los proyectos educativos. 


El artículo 3” que proponemos establece la modificación del artículo 426 de la Ley N* 17.930 en lo referente 
a los créditos presupuestales autorizados para la continuación del Programa Mejoramiento de la Enseñanza 
Media y Formación Docente. ¿Por qué solicitamos esto? Porque durante el año 2006 una parte de los fondos 
que se tenían para ejecutar el Programa MEMFOD se requirieron para poder tener los créditos necesarios 
para iniciar ciertos proyectos que eran interés de la ANEP, como por ejemplo, Maestros Comunitarios, 
Jóvenes en Movimiento o carreras tecnológicas terciarias. Dadas estas necesidades, se hizo una trasposición 
del Proyecto MEMFOD hacia estos proyectos; no fue una trasposición de dinero, pero sí de créditos, o sea de 
autorización para gastar. 


Por otra parte, todo el proceso de institucionalización que experimentó favorablemente la ANEP en relación 
al proyecto implicó reconstruir una serie de mallas de relacionamiento, tanto con los proveedores como con 
los Consejos desconcentrados, depositando en ellos las decisiones que están vinculadas a este programa en 
ese marco de institucionalización. Durante el año 2005 tuvimos que pagar deuda generada en el año anterior 
y tuvimos que sanear el programa. En este momento estamos solicitando en esta Casa que se nos permita 
continuar utilizando esos fondos no ejecutados en los años siguientes. Esto implica que estamos en mejores 
condiciones de ejecutarlos hoy que ayer. A vía de ejemplo, en el año 2005 estábamos construyendo nuestros 
planes de obras, priorizados nuevamente por los distintos Consejos desconcentrados, pero hoy, a esta altura 
del año, tenemos un plan de obras -que sería para financiar con el Programa MEMFOD- hasta el año 2009 
para el que, de acuerdo con las necesidades de los Consejos desconcentrados, no nos alcanzan los fondos. No 
poder reprogramar estos fondos implica, a vía de ejemplo, que haya dos centros educativos de Ciclo Básico 
de ocho aulas cada uno atendiendo una matrícula de mil estudiantes; no podríamos atenderla. 


En el artículo 4”, en función del objetivo estratégico de dignificación de las condiciones laborales, 
solicitamos una partida para recuperación salarial. Esta partida también sigue los lineamientos estratégicos 
mostrados en nuestra formulación presupuestal. Cuando nosotros presentamos nuestra formulación 
presupuestal, planteamos que queríamos llegar a una recuperación del 19% del salario de los funcionarios de 
la ANEP al final del quinquenio, recuperación a la que se agregaría aquella que se consiguiese a través de los 
Consejos de Salarios. Sería una recuperación adicional dado que, como todos ustedes saben, los salarios tanto 
docentes como no docentes están lo suficientemente sumergidos como para que pueda afectar desde la 
autoestima hasta la valorización de la función docente. 


Habíamos pedido un aumento del 2%, vigente al 1* de julio de 2006, y un aumento de 3,25% a partir del 1* 
de enero de 2007, lo cual, acumulado, da un aumento del 5,3%. Frente a este 5,3% que presentamos como 
línea estratégica en nuestra formulación presupuestal: ¿cuáles son las fuentes de financiamiento que 
tenemos? Son las que prevé el artículo 453 de la Ley N* 17.930, que refiere a recuperación salarial y a 
proyectos educativos. Eso suma $ 161:957.000, y lo que nosotros necesitamos para poder llegar a ese 5,3% 
son los $ 161:957.000 que ya están aprobados por esta Casa, más $ 305:530.000. Por eso estamos solicitando 
estos $ 305:530.000. 


¿Por qué, además, pedimos una partida por única vez de $ 88:195.000? Porque este 5,3% se componía de un 
2% con vigencia al 1” de julio de 2006, pero si el resto de ese 5,3% lo tenemos al 1” de enero de 2007, se 
produce una pérdida en la oportunidad de tener el dinero y así, en vez de tenerlo el 1* de julio de 2006, lo 
vamos a tener el 1” de enero de 2007. Entonces, de alguna manera, para sanear esa situación pedimos una 
partida por única vez de $ 88:195.000. 


En el artículo 5” estamos pidiendo partidas para eliminar situaciones de inequidad, que en el caso del año 
2007 suman $ 91:000.000. En las exposiciones que me antecedieron se hicieron algunas referencias a esas 
situaciones de inequidad que, si fueran solucionadas, podrían mejorar el clima institucional de la 
Administración Nacional de Educación Pública. 


Me preguntarán por qué son $ 91:000.000. De ser otorgados, estos $ 91:000.000 van a tener que ser 
conversados en distintos ámbitos para tomar las decisiones estratégicas que corresponda. En ese sentido, lo 
que nosotros previmos fue un 1% del Rubro O de la Administración Nacional de Educación Pública. 
Entendíamos que era una manera de iniciar un proceso que diera ciertos mensajes que se consideran valiosos 
para la organización. 


En el artículo 6* solicitamos contar con una herramienta de gestión, sobre todo en contextos en los que nos 
hemos manejado con déficits estructurales. Voy a decir que la única modificación respecto a lo que está 
vigente tiene que ver con trasposiciones de crédito para reforzar las asignaciones presupuestales del Grupo 0, 
solicitando que se pueda utilizar hasta un 10% de los créditos asignados a inversiones y gastos de 
funcionamiento. ¿Qué quiere decir esto? Que se pueda trasponer al Rubro 0 un 10% de los créditos que se 
tienen en inversiones y gastos de funcionamiento en el caso de que tengamos situaciones de déficit que no 
puedan ser atendidas, implica que tengamos una herramienta de gestión para solucionarlo. 


En el mismo sentido, pretendiendo contar con otra herramienta de gestión, estamos solicitando que se puedan 
hacer contratos de arrendamiento de obra con nuestros propios docentes. Esta es una disposición que existe 
para la Universidad de la República y que nosotros planteamos aquí porque a veces se dan situaciones, como 
convenios para trabajar con el sector productivo, o funcionarios docentes que podrían desarrollar ciertas 
tareas técnicas de su especialidad y no lo pueden hacer a través de esta modalidad. 


Por último, planteamos un artículo que está vinculado a las reliquidaciones del Impuesto de Primaria. En este 
momento, tenemos dos tipos de padrones: unos reaforados a través de un convenio que hizo la Dirección 
General de Catastro con el Banco Interamericano de Desarrollo, que representan el 25%, y el restante 75% no 
está reaforado. 


Por otra parte, todos los años existe una disposición del Poder Ejecutivo que indica sobre qué se van a 
tributar distintos impuestos. 


Como ustedes pueden ver, hay dos posibilidades: se tributa sobre el mayor valor real -en el caso de los 
padrones reaforados, sobre el valor reaforado- o sobre un valor histórico actualizado. Según se observa en la 


transparencia, en los años señalados en verde, la disposición dice que se debe tributar sobre el mayor valor 
real, es el caso de 2006, y en 2004 y 2005 por el valor histórico actualizado. 


¿En qué situación estamos hoy? La ANEP ha recibido en distintos momentos la actualización de esos 
reaforos y debería reliquidar todos aquellos ejercicios en los cuales la disposición indicaba que se debía 
tributar sobre el mayor valor real. Esto puede acarrear una cierta situación de incertidumbre en los 
contribuyentes. Entonces, estamos intentando solucionar esto a través de este artículo. ¿Qué estamos 
diciendo? Planteamos que las reliquidaciones anteriores al ejercicio fiscal 2006 -las que aparecen en verde: 
2001, 2002 y 2003, que tenían que ver con el mayor valor real- correspondientes al Impuesto de Enseñanza 
Primaria, que generen créditos a favor de la Administración, originadas en la aplicación del mayor valor real 
y que aún no hayan sido abonadas, no serán exigibles. Estamos pidiendo no hacer las reliquidaciones para 
esos años anteriores. 


Por otro lado, como hay contribuyentes que abonaron los ejercicios fiscales que señalé en función del mayor 
valor real, decimos que estos tendrán, por única vez, un crédito a su favor, que será imputado en primer 
término al ejercicio fiscal 2006 y siguientes, hasta agotar el crédito. Entendemos que esta disposición puede 
dar un contexto de mayor certidumbre para los contribuyentes del Impuesto de Enseñanza Primaria. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Saludamos a la delegación y a las autoridades del CODICEN, 
y agradecemos las explicaciones brindadas hasta el momento. 


Voy a efectuar algunas preguntas. Tengo dos inquietudes, una de ellas referida a la ejecución presupuestal, 
aunque, obviamente, las presentaciones que hicieron algunos de los Consejeros nos generan múltiples 
preguntas que, en razón de la agenda que ha acordado la Comisión, no vamos a poder resolver hoy. Ya habrá 
oportunidad, en otro ámbito, para poder hablar respecto de la educación especial y de este sorprendente 
volumen del fondo de ausentismo docente, lo que confirma nuestras preocupantes advertencias en cuanto a 
que el ausentismo docente se ha transformado en un problema. Desde el punto de vista económico, esto 
podrá significar para la ANEP un creciente fondo económico, pero desde el punto de vista educativo, 
seguramente debe estar dentro de sus primeras preocupaciones. 


También quisiera referirme al tema del inglés, que nos genera preocupación, así como la formación docente, 
porque si bien hemos escuchado aquí el informe del Consejero Barrán, en el futuro nos gustaría conocer más 
detalles respecto de las relaciones de la ANEP con la Universidad de la República, en el camino de la 
obtención de un título universitario para el colectivo docente. 


De todos modos, hoy mis preocupaciones van por estos dos aspectos. Primero, si uno analiza las planillas que 
ofrece el SIIF respecto de las ejecuciones, sorprende mucho la baja ejecución que tuvieron los programas de 
inversión de la ANEP en el último año. Yo fui a buscar una explicación, estuve leyendo las versiones 
taquigráficas del Senado, y en ellas, el Consejero Barrán citó como una de las dos razones, las dificultades de 
transferencia del Ministerio de Economía y Finanzas. Es decir, dijo que el Ministerio de alguna manera fue 
parte o cómplice de esa baja ejecución, además de la reprogramación de alguno de los programas. 


El hecho de que en 2005 esta Administración tuvo solo diez meses o menos de gestión, y la forma en que el 
Ministerio de Economía y Finanzas vertió los fondos, generó al CODICEN la imposibilidad de ejecutar sus 
programas. Esta es una cuestión sobre la que yo quisiera una explicación más profunda, porque si no se logra 
ejecutar los programas, resulta muy difícil alcanzar el objetivo del 4,5% para la educación. Eso se logra en 
función de que se asignen los recursos y de que finalmente se ejecuten, porque si no hay ejecución, no hay 
cumplimiento de ese objetivo que todos compartimos. En tal sentido, insisto en que quisiera una explicación 
más a fondo de la que se dio en el Senado, que ya la leí. 


Mi segunda preocupación tiene que ver con el tema informático. Si bien el señor Presidente Yarzábal acaba 
de dar una explicación de los objetivos generales, de la recuperación de aulas de informática en los centros 
educativos y dijo que eso sería un programa horizontal que abarcaría a toda la ANEP -hecho que vemos como 
muy loable-, a nosotros nos gustaría que se nos diera un detalle un poco más preciso. ¿Cuándo vamos a tener 
informática generalizada en la ANEP? ¿Este es un programa de diez o quince años? ¿En qué tiempo real van 
a llegar las computadoras al aula y los padres podrán decir: "Bueno, finalmente nuestra educación tiene 


informática, pero en serio"? ¿Se ha establecido un tiempo? ¿Tienen un cronograma de acción previsto? 
Pregunto porque, obviamente, debe estar atado a las licitaciones, a la compra de equipamientos y al diseño de 
la propuesta a realizar. 


Consecuentemente con esto, ¿ustedes están planteando retomar un sistema similar -no quiero hacer una 
comparación directa- a lo que se planteaba cuando se puso en marcha el INFED 2000? Acá hemos tenido dos 
líneas que no han sido convergentes sino contradictorias en materia de la informática en ANEP. Una, hablaba 
de un aula informática por centro educativo que sirviera como herramienta para el aprendizaje y que, por lo 
tanto, todos los docentes utilizaran. Luego vino otra época, en la que se hablaba de que la informática debía 
ser una asignatura más, que era parte del asignaturismo y que, por tanto, debía enseñarse informática. 


¿Cuál es la línea que el CODICEN va a plantear de aquí hacia el futuro? ¿La informática es una herramienta 
al servicio del aprendizaje de la geografía, de la geometría, de la historia, o es en sí misma un aprendizaje? 


Me gustaría conocer la opinión de la ANEP sobre estas dos definiciones. 


SEÑOR YANES.- Sin coartar la libertad de ningún señor legislador ni la posibilidad de opinar de los 
invitados, sería bueno que la delegación respondiera las preguntas que tienen que ver con la Rendición 
de Cuentas. Algunos aspectos son muy válidos, pero parecen más bien programáticos, como para que 
los aborden Comisiones especializadas. Es muy interesante el planteo del señor Diputado José Carlos 
Cardoso en cuanto a las distintas concepciones sobre la informática en la educación, pero en la medida 
en que hemos pedido un esfuerzo de síntesis a los invitados, me gustaría que se respondiera todo lo que 
corresponde, pero fundamentalmente las preguntas relativas a la Rendición de Cuentas, y lo demás - 
como el propio señor Diputado Cardoso planteó que iba a estar en el borde de lo que a ella refiere- 
podría quedar para la discusión parlamentaria en otros ámbitos. 


Ese es el aporte que quería realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias, señor Diputado. De cualquier manera, creo que debemos agradecer 
la colaboración del señor Diputado José Carlos Cardoso, que en el inicio de su intervención dijo lo 
obvio, es decir, que hay temas que deben discutirse en la Comisión de Educación y Cultura. Ha 
formulado dos preguntas: la primera claramente referida a la Rendición de Cuentas, y la segunda creo 
que merece al menos una breve referencia. 


SEÑOR YARZÁBAL.- Voy a brindar una breve respuesta al señor Diputado José Carlos Cardoso con 
relación a la política de informatización e informática en la ANEP, y después solicitaré que consideren 
dar la palabra a la economista Guinovart para que responda lo que tiene que ver con la ejecución 
presupuestal. 


La política de informatización de la ANEP y de utilización de la informática como soporte del sistema 
educativo, tanto en gestión como en los aspectos específicos educativos, está en proceso. Había una situación 
muy compleja en el momento en que tomamos posesión de nuestros cargos, que hacía que en los diversos 
subsistemas -por lo menos, en los cuatro subsistemas mayores que tiene la ANEP desde el punto de vista 
educativo- y en su sistema gerencial hubiera en uso múltiples procedimientos informáticos y programas, sin 
ninguna coordinación ni compatibilización entre ellos. Además, había una unidad de informática 
desmantelada, que para atender en todo el país las necesidades de mantenimiento y de servicio contaba 
solamente con ocho técnicos. En lo que tiene que ver con la informática educativa, no tenía un grupo de 
trabajo constituido ni operativo. 


El abordaje que el CODICEN está dando a este asunto pasa por establecer un pliego de condiciones, a los 
efectos de contratar una consultoría que nos permita hacer un plan director informático que atienda los 
aspectos gerenciales de gestión y los aspectos educativos. Ese proceso está en marcha, va a culminar antes de 
la finalización del año 2006, y para el año 2007 tenemos pensado instituir ese plan director informático. Aún 
no hay una definición de política respecto de si la informática se va a utilizar como herramienta para apoyar 
la enseñanza disciplinal o por áreas, o bien si se va a desarrollar como un fin en sí misma. Eso será discutido 
una vez que dispongamos del informe de consultoría. 


SEÑORA GUINOVART. - Voy a contestar la pregunta efectuada por el señor Diputado José Carlos 
Cardoso. 


Entendemos que los fenómenos no tienen una única causa; en general, son fenómenos multicausales y puede 
haber causas que sean más potentes que otras. 


Se nos hablaba sobre la ejecución de la Administración Nacional de Educación Pública. En lo que 
corresponde al año 2005, nuestros balances de ejecución presupuestal nos permiten visualizar que en 
términos generales, cuando se consideran todos los destinos y fuentes de financiamiento, hubo un 95,25% de 
ejecución con relación a los créditos asignados. Sí tenemos que considerar que en el caso de las partidas 
destinadas a inversiones, se produjeron algunos hitos -por no decir problemas- que estuvieron vinculados con 
lo siguiente. 


Los señores Diputados sabrán que en el año 2004 hubo una política que tenía que ver con los cupos 
financieros, es decir, con los recursos financieros que era posible que la ANEP gastara y que, en general, 
estaban por debajo de los créditos máximos autorizados. Esa situación fue generando distintas modalidades 
de planificación que quizás no sean las más adecuadas, porque muchas veces esos créditos podían ser 
variables, lo que afectaba fundamentalmente a los rubros de gastos e inversión, pues los cupos son para 
gastos e inversiones. 


¿Qué pasa? Durante el año 2004 se generó una deuda con los proveedores por el tema de los cupos 
financieros y, en 2005, la Administración Nacional de Educación Pública tomó la política de sanear esa 
deuda, porque si no hay un adecuado vínculo con nuestros proveedores, mal podremos conseguir nuestros 
objetivos. En ese sentido, la ejecución menor a la deseada en el año 2005 en la parte de los proyectos de 
inversión -que es a lo que hacía referencia el señor Diputado José Carlos Cardoso- se debe fundamentalmente 
a la necesidad de sanear los distintos programas, tanto los que venían con endeudamiento externo como 
aquellos que venían con financiación de Rentas Generales, de las deudas que se habían generado en períodos 
anteriores. Esa es una parte del problema. 


La otra parte del tema está vinculada con el hecho de que cuando una nueva Administración se inicia, plantea 
determinadas líneas estratégicas, y una de las líneas estratégicas fundamentales era que todos estos 
programas con financiación de endeudamiento externo empezaran a ser gestionados desde los que 
legítimamente deben ser sus gestionadores, que son los distintos Consejos desconcentrados, y no se crearan 
líneas paralelas de políticas educativas. Entonces, el reconstruir todos estos vínculos con los distintos 
Consejos desconcentrados, que ellos mismos fueran los que estuvieran planificando y decidiendo qué se iba a 
construir -por ejemplo, en el caso de obras de infraestructura, cómo se iba a construir, etcétera-, 
evidentemente, lleva un tiempo mayor que si uno lo decide "per se" y "ante se". 


Por otro lado, todas las políticas que están vinculadas con la realización de concursos para tener transparencia 
en la gestión tampoco se hacen de un día para el otro, sino que hay que tomarse un tiempo para ello. 


Por eso decía que era un fenómeno multicausal. Se trata de un fenómeno multicausal y como conocemos esa 
multiplicidad de causas, creo que en este momento la ANEP está provista de mucho más herramientas de 
gestión para poder caminar hacia una ejecución más fluida, porque ya tenemos planes concertados con los 
distintos Consejos desconcentrados, ya tenemos llamados que han sido provistos y otros en vías de serlo, ya 
tenemos una vinculación con la comunidad docente y no docente de alguna manera más participativa y ya 
conocemos a la Administración Nacional de Educación Pública por dentro, y por lo tanto, nos sentimos con 
la capacidad suficiente para poder hacer una ejecución más fluida. 


No sé si con esto contesto la pregunta. 
SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- No. 


Acabo de leer la versión taquigráfica de la Comisión del Senado, donde el Consejero Barrán dijo que la mitad 
del problema era la dificultad de transferencia del Ministerio de Economía y Finanzas. ¿Eso es así, sí o no? 


SEÑORA GUINOVART. - ¿El señor Diputado se refiere a la ejecución del año 2005? 


SEÑOR CARDOSO (José Carlos).- Exactamente. 
SEÑORA GUINOVART. - Bien. 


Durante el año 2005 nosotros tuvimos cupos financieros que fueron superiores a los del año 2004. Esos cupos 
financieros superiores al año 2004 lo fueron en $ 80:000.000. Esos $ 80:000.000 fueron utilizados para pagar 
deudas que se tenían con proveedores. O sea que desde el punto de vista de cupos financieros, tuvimos más 
en el año 2005 que en 2004, y esa diferencia permitió sanear la situación con los proveedores, porque si no, 
después es muy difícil que cuando uno arma una licitación, se presenten si se les debe dinero. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- No comprendí la exposición realizada por la economista sobre el 
artículo 8”. 


SEÑORA GUINOVART. - A veces es complejo de comprender el artículo 8”, sobre todo en la redacción 
jurídica que se le ha dado. ¿Qué dice el artículo 8”? El primer inciso establece: "Las reliquidaciones 
anteriores al ejercicio fiscal 2006, correspondientes al Impuesto de Enseñanza Primaria, que generen 
créditos a favor de la Administración, originadas en la aplicación del mayor valor real y que aún no 
hayan sido abonadas, no serán exigibles". 


¿Qué quiere decir esto? Estamos en el Ejercicio 2006 y la Administración Nacional de Educación Pública va 
recibiendo de la Dirección General de Catastro los valores de reaforo. Esos valores de reaforo corresponden 
al 25% de los padrones. Cuando se reciben los valores de reaforo y las disposiciones nos indican que el 
Impuesto se va a tributar sobre el mayor valor real y no sobre el valor histórico, significa que recibo el 
reaforo del Padrón A, que es un padrón reaforado, que para el Ejercicio 2006 vale $ 100, y que tengo que 
fijarme sobre cuánto va a tributar del Impuesto de Enseñanza Primaria. 


¿Sobre cuánto va a tributar en el 2006? Sobre el mayor valor real. Supongamos que ese padrón que tiene 

$ 100 de valor de reaforo, tiene $ 90 de valor histórico actualizado. Por lo tanto, en el 2006 tributará sobre los 
$ 100. ¿Sobre cuánto tendría que haber tributado en el año 2003? Sobre los $ 100, porque el decreto decía 
sobre el mayor valor real; lo mismo debería haber ocurrido en los años 2002 y 2001. 


Para los años 2005 y 2004 no hay problemas porque tenían que tributar sobre el valor histórico. 


Entonces, ¿qué es lo que nosotros vimos? Que un contribuyente en el año 2006 tiene que tributar sobre los 
$ 100; pero esto no es solo para este año sino que también tiene que tributar sobre los $ 100 para los años 
2003, 2002 y 2001. Esto crea en los contribuyentes una situación de malestar o de incertidumbre. 


¿Qué es lo que estamos pidiendo en este artículo? Que esos valores exigibles para los años 2003, 2002 y 
2001, que se deberían reliquidar para que se tribute sobre el mayor valor real, no sean exigibles, y sí lo sean a 
partir del 2006. Reitero que pedimos que no sean exigibles hacia atrás porque la gente entiende que está al 
día con el Impuesto y de pronto se entera de que no es así y que debe pagar un Impuesto correspondiente a 
los años 2003, 2002 y 2001. 


Lo que estamos diciendo es eso, que no sean exigibles aquellas reliquidaciones que están fundamentadas en 
el mayor valor real de Ejercicios anteriores al 2006. Además dijimos que es posible que haya habido 
contribuyentes que pagaron sobre ese mayor valor real, y que si no ponemos ninguna disposición existirá una 
situación de desigualdad porque quienes pagaron podrán decir: "Yo pagué y no me dan ninguna 
consideración". Por eso, en la segunda parte del artículo establecemos: "Los contribuyentes que hubiesen 
abonado los ejercicios fiscales anteriores al 2006 y que fueron reliquidados, tendrán por única vez, un crédito 
a su favor, que será imputado en primer término al ejercicio fiscal 2006 y siguientes [...]". Eso mayor que 
pagaron, supongamos que fuera $ 30, se lo pone a favor de lo que tenga que pagar en el año 2006 y Ejercicios 
siguientes del Impuesto de Enseñanza Primaria. 


SEÑOR IBARRA.- Han sido muy interesantes las exposiciones escuchadas que, de alguna manera, nos 
dan un panorama general de la situación de ANEP, que catalogo con avances muy importantes en 
distintas áreas. 


Hay algunos temas que figuran en el repartido que nos hicieron llegar cuando comenzó esta sesión, referido 
al Balance de Ejecución 2005, ANEP, Ejercicio 2005. Allí hay algún asunto que todavía repica en el interior 
del país y por eso quiero saber cómo está la situación. 


Me refiero a los famosos US$ 17:000.000 -si mal no recuerdo-, que originó la playa de contenedores para que 
se destinaran a la ANEP. Nosotros aún vamos al interior del país y algunos vecinos y comisiones de fomento 
nos preguntan por el cumplimiento de esta partida; recuerdo bien que había varios proyectos al respecto y 
que hubo demoras importantes en anteriores Gobiernos; esto se resolvió por 1998 o 1999. De todas formas, 
aún persisten algunas inquietudes. 


En el Balance de Ejecución 2005 que se nos presenta se nos dice que en fondos de libre disponibilidad hay un 
crédito de $ 93:000.000 -aproximadamente- y una ejecución de $ 60:000.000 -aproximadamente-, lo cual 
origina un saldo de $ 33:000.000, equivalente a US$ 1:300.000, de aquellos US$ 17:000.000 resultantes de la 
playa de contenedores. 


Quisiera saber qué previsiones existen para cumplir con lo que se resolvió oportunamente en este Parlamento 
respecto a utilizar la totalidad de los US$ 17:0000.000 que, aparentemente, sería ese US$ 1:300.000, 
estimado a un cambio de $ 25 por dólar. Esta es una historia bastante antigua pero deberíamos darle término 
de una vez por todas. 


Fue importante la aclaración a la pregunta formulada por el señor Diputado Pérez González porque yo 
también tenía dudas respecto al artículo 8. 


En la penúltima hoja del repartido que ustedes nos hicieron llegar se habla del Impuesto de Enseñanza 
Primaria, Ejercicio 2006. Allí hay una distribución -es la primera vez que la veo y me felicito por tener la 
oportunidad de conocerla- de los ingresos previstos para el Ejercicio 2006 por dicho Impuesto. También allí 
se habla de un tema muy sensible para todos nosotros: la alimentación escolar, discriminada en dos rubros, es 
decir, tradicional y tercerizada, lo que da, aproximadamente, $ 530:000.000. Por parte de algún integrante de 
la visita se ha dicho que se atiende a 250.000 niños para su alimentación. Quisiera saber si esta cifra de 

$ 530:000.000 -aproximadamente-, correspondiente a la distribución del Impuesto de Enseñanza Primaria, 
corresponde a la totalidad de lo que se utiliza para atender la alimentación de esos 250.000 niños o si existen 
otras partidas dentro de la Institución. 


SEÑORA CAYÓN.- Con respecto a los recursos provenientes de la playa de contenedores, voy a dar 
una explicación breve que quizás no está presente porque es un tema bastante complejo. 


Se trata de fondos que se ejecutan en convenio con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Cuando 
comenzaron estas etapas se pactaron con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas tres modalidades de 
ejecución de estos fondos. Algunas obras serían por administración directa de la Dirección Nacional de 
Arquitectura, es decir, con sus propios obreros. En este caso estamos hablando de alrededor de doscientas 
obras y, a la fecha, ya están aprobados presupuestos de 136 obras por un monto de US$ 6:030.000, hablando 
en números redondos. Prácticamente se ha transferido a la Dirección Nacional de Arquitectura el 95% de 
estos fondos aprobados o presupuestos estimados y a la fecha hay algunas obras que aún están en ejecución 
por parte de dicha Dirección. 


Otra modalidad que se utilizó en el marco de este convenio fue la obra por convenio con las Comisiones de 
Fomento de cada centro educativo. En este caso estamos hablando de 224 obras, o sea de 224 convenios con 
distintas Comisiones de Fomento de escuelas, liceos y escuelas técnicas. Hasta el momento, prácticamente el 
cien por cien de esas obras está culminado. 


La tercera modalidad en este convenio atendía las obras que por razones de disponibilidad de recursos 
humanos el Ministerio determinó que se hicieran por licitación, como cualquier procedimiento en un 
organismo público, contratando a empresas constructoras. Estamos hablando de más o menos 17 obras, que 
son las más importantes tanto en monto como en metros cuadrados de construcción. El Ministerio ya licitó 
cuatro obras que prácticamente están en la etapa de culminación y en cuanto al resto pidió que fueran 
licitadas por el Consejo Directivo Central. No tengo la cifra acá pero en este momento hay muchas de estas 
obras cuya licitación se está abriendo o ya se abrió. Este es el caso de la Escuela Agraria de Guaviyú -donde 
prácticamente se están empezando las obras- y de las escuelas de Guichón, Río Branco y Dolores. Todas las 


escuelas técnicas estaban bajo este régimen y fue lo que enlenteció el proceso. En este momento, la gran 
mayoría de estas obras está en proceso de licitación. Quedan algunos otros casos en los que falta ponernos de 
acuerdo con el Ministerio sobre los presupuestos de obras por administración directa. 


También quiero recalcar que el año pasado, con los fondos que surgieron de los intereses a plazo fijo, el 
Consejo Directivo Central destinó US$ 1:000.000 -el equivalente a $ 25:000.000- para realizar tareas de 
mantenimiento urgente en locales educativos. Estas partidas fueron otorgadas el año pasado. La ejecución fue 
a través de las Comisiones Departamentales de Edificación y parte de esos recursos se ejecutó en el presente 
año. O sea que además se amplió la cantidad de obras del convenio. No recuerdo ahora la cifra pero estamos 
hablando de más de trescientas obras menores realizadas con este millón de dólares adicional de intereses que 
produjo la playa de contenedores. 


Con respecto a la discriminación que ustedes tienen del Impuesto de Primaria, efectivamente hay dos 
modalidades de brindar alimentación: la tradicional, que es a través del servicio de comedores escolares, y la 
alimentación tercerizada, que se da fundamentalmente en Montevideo y Canelones. Esto suma 
aproximadamente $ 530:000.000, pero también hay que agregar la compra de leche -figura un poco más 
abajo en el cuadro-, que corresponde a $ 64:731.000. Se trata de la provisión de leche en distintos tipos: leche 
fluida, leche en polvo y leche larga vida, que también es parte del servicio de alimentación escolar y se da a 
los comedores escolares. O sea que la cifra total es un poco mayor. 


Aclaro que dentro del Presupuesto no hay otras partidas para eso. El Impuesto de Primaria financia el cien 
por cien de los servicios de alimentación escolar. 


SEÑOR ASTI.- En alguna intervención anterior se pretendió hacer notar alguna contradicción entre lo 
dicho por el profesor Barrán y lo expresado acá por la economista Guinovart. Quiero que quede 
constancia en la versión taquigráfica que cuando fue consultado en el Senado el profesor Barrán sobre 
la baja ejecución, prácticamente en una frase dijo que se debía a los cupos que había establecido el 
Ministerio de Economía y Finanzas, pero que sobre este tema iba a dar la palabra a la economista 
Guinovart. Lo dijo en el Senado y también pasó así acá. Entonces, no hay ninguna contradicción entre 
lo que pasó en el Senado y lo que pasó acá: la economista Guinovart dio la misma explicación. 


Este país estaba acostumbrado a que los Presupuestos fueran una cosa y la ejecución otra, a través de la 
limitación de los créditos. Existían los créditos presupuestales que votábamos los parlamentarios y, después, 
la ejecución se decidía en otro lado. Recordemos que el Presupuesto para el año 2005 no era de este Gobierno 
sino que venía del año 2001. En ese sentido, la economista Guinovart ha sido muy clara al expresar por qué 
esos cupos, que sí estuvieron establecidos por dos decretos de 2005, pese a que fueron mayores que los 
créditos de 2004, tuvieron que dedicarse específicamente a los atrasos que mantenía la ANEP con sus 
proveedores, fundamentalmente en estos ítemes de ejecución presupuestal que tenían que ver con 
inversiones, porque quizás los acreedores eran los mismos que debían continuar las obras y, por lo tanto, 
primero había que ponerse al día con esos cupos financieros que no se habían otorgado oportunamente en los 
Ejercicios anteriores. 


Entonces, no intentemos buscar contradicciones donde no las hay. Cuando leamos una versión taquigráfica 
del Senado leámosla toda. Las mismas respuestas que se dieron en el Senado fueron dadas acá por quien, 
obviamente, tiene la especialización en el tema, que es la economista Guinovart, a quien el profesor Barrán 
transfirió la responsabilidad de presentar el tema. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Agradezco los esfuerzos del Diputado Asti por recordarnos 
cómo tenemos que hacer las cosas; el señor Diputado Asti es un gran "recomendador". Yo hago las 
cosas como me parece. Leo las versiones taquigráficas en forma integral; de lo contrario, no hubiera 
leído las expresiones del Consejero Barrán. Yo no traté de demostrar ninguna contradicción: solamente 
quise saber si la retracción que el Ministerio de Economía y Finanzas hace en el otorgamiento de los 
créditos es un mecanismo o es uno de los problemas que puede ir asumiendo este organismo para 
ejecutar sus programas, lo que me parece elemental, lógico y hasta de defensa propia. Es más: uno de 
los Ministerios que estuvo presente en el día de ayer habló también de cuál fue su nivel de ejecución 
respecto de los créditos habilitados, no del presupuesto global obtenido. Ayer se dijo claramente que se 
ejecutó el 98% de lo que el Ministerio le otorgó, que no fue el ciento por ciento de lo presupuestado. Y 
lo mismo ha pasado con otros organismos. Personalmente, en este aspecto el CODICEN y toda el área 


vinculada con la educación me preocupa, por lo que quisiera que todo el dinero de que se habla llegue 
efectivamente a las cajas del CODICEN y que lo pueda ejecutar. Esto es lo que todos queremos; que el 
CODICEN tenga una gestión eficaz, y cuanto más capacidad de ejecución tenga, más utilizaremos los 
recursos asignados. 


Agradezco nuevamente al señor Diputado Asti que siempre hace sugerencias de cómo los demás debemos 
trabajar; algún día le relataré las cosas que él debe hacer. 


SEÑOR CONDE.- No voy a referirme específicamente al CODICEN, pero quiero dejar una 
constancia. 


Creo que vale la pena recordar en este momento que cuando asumió esta Administración y discutimos el 
Presupuesto quinquenal y la Rendición de Cuentas del año 2004, quedó claramente establecido -así consta en 
la versión taquigráfica- que nosotros heredamos una llamada "deuda flotante", es decir, atrasos de pagos del 
Estado a sus proveedores, estimada en aquel momento, al tipo de cambio de entonces, en casi 

US$ 200:000.000. 


Esto, que es un reflejo de lo que ocurrió en el Ejercicio 2005 en la ANEP, también ha repercutido en la 
ejecución de múltiples organismos, fundamentalmente en Salud Pública donde las deudas eran cuantiosas y 
fueron estimadas en más de US$ 40:000.000. 


A esta altura, después de un año y medio de gestión de esta Administración, en los diferentes Incisos del 
Presupuesto, se puede decir que la mayor parte de esa deuda flotante heredada, es decir, atrasos en pagos de 
los Gobiernos anteriores, ha sido casi puesta al día, ya que se ha realizado un esfuerzo financiero 
extraordinario. Naturalmente, esto ha provocado algunas distorsiones, hitos -como dijo la economista 
Guinovart; por usar una palabra un poco eufemística- o dificultades en el manejo de caja de los organismos, 
que debieron ser vencidas. 


No obstante, la enorme mayoría de esa deuda, de esa parte significativa de la herencia maldita, ya está siendo 
pagada y definitivamente superada. 


SEÑORA CHARLONE.- Más allá de que existan o no contradicciones, pude entender -si no fuera así, 
me gustaría que se me ratificara si lo comprendí bien o no- que, en definitiva, los cupos financieros 
estuvieron a disposición, que en la imputación parte fue a inversiones, pero parte fue a pagar esa deuda 
flotante con los proveedores, por lo que en la registración contable no figura como inversiones. Ello 
hace que figure una ejecución menor en inversiones porque el dinero fue para pagar a proveedores. 


Por lo tanto, para que el tema quede absolutamente claro, pediría al CODICEN que ratificara este concepto o, 
en todo caso, que lo aclarara. 


SEÑORA GUINOVART. - El dinero estuvo en el sentido de que había un cupo financiero que fue 
mayor al del año 2004 en $ 80:000.000, cifra que se destinó a pagar deudas. Asimismo, debo decir que 
en esta Administración se dispuso que de acá en más los recursos financieros siguieran la cadencia de 
los créditos presupuestales. 


Esto empezó a suceder a fines de 2005 e inicios de 2006. 


SEÑOR YARZÁBAL.- Solicito a la Mesa que se autorice al Consejero Florit a que haga una 
puntualización vinculada con el artículo 2” de nuestra solicitud presupuestal, en tanto existe alguna 
diferencia de la ANEP con lo que fue aprobado en el Senado, y quisiéramos que esta Cámara la 
conociera, porque quizás pueda ser corregida. 


SEÑOR FLORIT.- El artículo 2” de la propuesta de la ANEP prevé para las salas multimedia 
$ 68:795.100, y para el modelo pedagógico alternativo $ 27:000.000. 


El proyecto aprobado en el Senado, en su artículo 129, asigna a salas multimedia $ 95:795.100 y no prevé 
recursos para el modelo pedagógico alternativo, porque recoge el Mensaje del Poder Ejecutivo que 
inicialmente replicaba la propuesta de la ANEP en una etapa inicial, pero que después fue modificado. 


Como esto remite a los proyectos de innovación y a las propuestas de mejoramiento que tiene la enseñanza, 
es sustantivo que se habilite esta reasignación de los créditos solicitados en el sentido que está planteado, así 
como un agregado que el mensaje de la ANEP recogía, que permita efectuar las trasposiciones de créditos 


que se requieran para el mejor funcionamiento de sus servicios, conforme a las normas legales que rigen en la 
materia para dicha Administración. 


Estas dos modificaciones son de fundamental importancia para asegurar el cabal cumplimiento de los 
proyectos de inversión que están siendo considerados por la Cámara. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia y los aportes realizados por el CODICEN. 


(Se retiran de Sala las autoridades del CODICEN) 


(Ingresa a Sala una delegación del Ministerio de Economía y Finanzas) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación del Ministerio de Economía y Finanzas, 
encabezada por el señor Subsecretario, economista Mario Bergara, que en esta ocasión viene acompañado 
por las asesoras del Ministerio, contadoras Susana Díaz y Marta Abilleira y por el Contador Central, José 
Pedro García, así como por el señor Director de la Dirección General Impositiva, contador Eduardo 
Zaidensztat. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Es idea de esta presentación referirnos 
a los artículos de la Rendición de Cuentas que tienen que ver directamente con el Inciso 05 y con 
algunos otros Incisos que, de alguna manera, tienen como referente al Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Voy a seguir el articulado en función del proyecto original, pero mencionando en cada caso el articulado 
correspondiente del proyecto aprobado por el Senado. 


El artículo 7* de ambos proyectos hace referencia a la asignación presupuestal para algunos programas dentro 
del Ministerio de Economía y Finanzas, en particular -es lo más importante en términos de monto- aquellos 
que habilitan créditos presupuestales que permitan la utilización de fondos del Banco Interamericano de 
Desarrollo para el fortalecimiento de la administración tributaria, en especial la Dirección General 
Impositiva, así como algunos de monto menor que refieren a las Unidades Centralizadas de Compra y al 
fortalecimiento de la capacidad de negociación en materia de comercio exterior. 


El artículo 20 del proyecto original, que es el 21 en el votado por el Senado, también refiere a asignaciones 
presupuestales. En el caso de la Unidad de Gestión de Deuda solo se introduce un cambio de fuente de 
financiamiento entre los rubros 2.1 y 1.1. Después hace referencia a montos que se asignan a las Unidades 
Centralizadas de Compra y a la creación de la Unidad de Atención al Sector Privado, que se está realizando a 
nivel del Ministerio. 


El artículo 26 del proyecto original, que es el 32 del proyecto votado por el Senado, refiere a la prórroga de 
los montos referidos a Subsidios y Subvenciones de los artículos 445 y 446 de la Ley de Presupuesto. 
Nosotros incorporamos el hecho de que la prórroga esté condicionada a la opinión favorable de los 

Incisos que correspondan en cada caso, de acuerdo con sus diversas competencias y naturaleza de las 
organizaciones que están siendo subsidiadas, que deberían remitir esa opinión favorable al Ministerio de 
Economía y Finanzas antes del final de este año. A nivel del Senado sabemos que ha habido una 
redistribución de montos en algunas organizaciones. Creemos que eso es resorte del ámbito legislativo y, en 
la medida en que esa redistribución no implica un incremento de gasto, no veríamos inconveniente. 


Este artículo también incorpora créditos presupuestales adicionales para el Programa de Desarrollo de 
Ciencias Básicas, PEDECIBA, por $ 8:000.000, y $ 200.000 adicionales al Programa de "Knock Out a las 
Drogas" que está en la órbita de Presidencia de la República. 


El artículo 27, que es el 33 del proyecto aprobado por el Senado, faculta a la Contaduría General de la Nación 
a habilitar créditos presupuestales en los casos en que haya sentencias por aspectos de redistribución de 
funcionarios públicos. Por lo tanto, es simplemente un artículo que permite regularizar situaciones donde hay 
sentencias administrativas al respecto. 


El artículo 32 del proyecto original, que es el 38 del Senado, también habilita la regularización de 
funcionarios, en particular profesionales y técnicos que están en diversos organismos -los cuales tienen 
crédito presupuestal y cumplen todos los demás requisitos funcionales y de especialización, lo que les 
permitiría pasar a cargos de carácter profesional. Antes no podían hacerlo por razones administrativas y 
presupuestales y la idea es que se habilite, bajo esas condiciones, la regularización de profesionales y 
técnicos en los Incisos 02 a 15, es decir, en la Administración Central. 


El artículo 35 del proyecto original, que es el 42 del proyecto aprobado por el Senado, modifica levemente el 
régimen del artículo 29 de la Ley de Presupuesto, relativo a retiros anticipados de la función pública, 
permitiendo que el global de las partidas que están en juego -tanto el 65% que se paga como incentivo al 
retiro como el 35% que "se ahorra", entre comillas-, puedan financiar la reformulación de estructuras 
previstas: con el 35% mientras se paga el incentivo y, a su vez, cuando se termina de pagar, ese 65% se 
restituya al Grupo 0 y no al Grupo 5, tal como estaba previsto en la Ley de Presupuesto. 


El artículo 36 del proyecto original, que es el artículo 44 del proyecto aprobado por el Senado, refiere a que 
los funcionarios que participan en el programa comúnmente denominado de FUPAA -funcionarios públicos 
que están trabajando en apoyo a las actividades de la Dirección Nacional de Aduanas- no sean alcanzados por 
el régimen que les permite incorporarse después de tres años de estar en comisión. En la medida en que se 
trata de un régimen absolutamente especial y que tiene condiciones absolutamente diferenciales de lo que son 
los regímenes de comisión en general, entendemos que no corresponde que sean alcanzados por este. 


El artículo 37 del proyecto original, que es el artículo 46 del proyecto aprobado por el Senado, introduce 
algunos cambios en los contratos a término y, en particular, en cuanto a lo referido al pago de DISSE. 


Solicito que la contadora Díaz haga una explicación más detallada del asunto. 


SEÑORA DÍAZ.- Con respecto al sistema de contratación a término que rige actualmente, la solución 
que se había buscado a la aplicación de DISSE tal como se hace en el sector privado, no había dado 
resultados porque el BPS no podía incorporarlos dentro del régimen general. Entonces, se daba la 
situación de que si bien nosotros hacíamos los aportes, el BPS nos pedía que diéramos las licencias por 
enfermedad; solo el sistema de cuota mutual estaba alcanzado por ese beneficio. Como actualmente se 
está trabajando en una fórmula de cuotas mutuales y de seguro de salud para todos los funcionarios, 
no queríamos dejar esta situación híbrida dentro de ese régimen diferencial y aplicarles el régimen 
general del seguro de salud que a la brevedad vamos a promover. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 39 del proyecto original, que 
es el artículo 48 del proyecto aprobado por el Senado, refiere a la extensión de un beneficio equivalente 
a la prima por nacimiento en casos de legitimación y adopción. 


En este caso, el Poder Ejecutivo se hace eco de una propuesta que provino de un grupo de legisladores 
encabezado por la señora Diputada Charlone. Quizás la señora Diputada quiera extenderse sobre el punto. 


SEÑORA CHARLONE.- Propusimos extender el beneficio de la prima por nacimiento que 
corresponde a los funcionarios públicos en caso de nacimiento para los casos de adopción, dado que 
había varios antecedentes de disposiciones de derecho que pretendían igualar ambas situaciones 


Más que el efecto económico, se atiende la parte sensible de quien adopta, igualando condiciones. 


Esto se debe a un artículo del Presupuesto quinquenal que también nivelaba algunos derechos entre padres 
adoptantes y naturales y a una propuesta que me hiciera un funcionario de esta Cámara que hacía tiempo 
había adoptado. El funcionario me dijo que quería que su hijo fuera igual en todo. Esto nos pareció bien, 
planteamos esta iniciativa y el Ministerio de Economía y Finanzas tuvo la sensibilidad de recogerla. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 40 del proyecto original, que 
es el artículo 50 del proyecto aprobado por el Senado, refiere a la creación de cargos de alta 
especialización, que en realidad tienen que ver con cargos de Gerentes Financieros de algunos 
Incisos de ciertos Ministerios que solicitaron la posibilidad de contar con Gerentes Financieros 
institucionalizados. Vemos esto con muy buenos ojos en la medida en que es parte de un 
reordenamiento y una profesionalización del gerenciamiento financiero a nivel de la Administración 
Central. 


Con respecto al artículo 48 del proyecto original, que es el artículo 63 del proyecto aprobado por el Senado, 
solicito que la contadora Díaz dé la explicación correspondiente. 


SEÑORA DÍAZ.- La Auditoría Interna de la Nación tiene la posibilidad de abonar una prima a los 
Directores que ocupen los grados superiores de la tabla legal de los escalafones y grados. Con este 
proceso de incentivo tras incentivo, la Auditoría Interna de la Nación quedó sin esos grados superiores 
y, por lo tanto, sin la posibilidad de dar a sus Directores esa compensación. Por consiguiente, a través 
de este artículo estamos proponiendo que sean los grados superiores de la estructura vigente para cada 
escalafón, que hoy son los grados superiores de cada escalafón. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 60 del proyecto remitido por 
el Poder Ejecutivo, que es el artículo 82 del proyecto aprobado por el Senado, hace que por vía 
interpretativa quede claro que todo el régimen de primas que tiene que ver con el trabajo individual y 
grupal en la Dirección General Impositiva también incluya al importante núcleo de profesionales que 
hace años está trabajando en el marco de contratos a término. En la medida en que esto ya debe estar 
siendo implementado, entendemos que por vía interpretativa era necesario que el Parlamento definiera 
con claridad este aspecto que hace a la visión integral que tenemos sobre un buen esquema de 
incentivos en el ámbito de la Dirección General Impositiva. 


El artículo 61 del proyecto original, que es el artículo 83 del proyecto aprobado por el Senado, implica un 
traspaso de créditos presupuestales entre Unidades Ejecutoras del Ministerio de Economía y Finanzas. En 
particular, la Contaduría General de la Nación y la Dirección General de Secretaría "sacrifican" -entre 
comillas- créditos presupuestales en favor de la Dirección General de Comercio. 


El artículo 62 del proyecto original, que es el artículo 84 del proyecto aprobado por el Senado, habilita a la 
Contaduría General de la Nación para que con los recursos de afectación especial con que cuenta, se autorice 
la contratación de becarios hasta un número determinado. 


Ingresaríamos ahora a la consideración de las Disposiciones Varias. 


El artículo 79 del proyecto original, que es el 103 del proyecto aprobado por el Senado, se plantea la 
caducidad de los usos transitorios de fondos de los Recursos con Afectación Especial. Esto complementa los 
lineamientos de reordenamiento financiero que se hicieron en la Ley de Presupuesto, y considerando la lógica 
de otorgar buenos incentivos al gasto. Aquí estamos planteando que las cancelaciones o utilizaciones 
transitorias sean consideradas aplicaciones definitivas de fondos en este esquema para los Incisos 02 al 15; es 
decir que estamos hablando de la Administración Central. 


El artículo 81 del proyecto original, que es el artículo 105 del proyecto aprobado por el Senado, también 
modifica levemente aspectos de ordenamiento financiero que estaban en la Ley de Presupuesto, y tiene que 
ver con el orden de prelación para la utilización de recursos de afectación especial a la hora del pago de la 
llamada deuda flotante. En este caso, hay un ordenamiento de la utilización de esos fondos que entendemos 
se corresponde con una mejor administración de los mismos. 


El artículo 82 del proyecto original, que es el artículo 106 del proyecto aprobado por el Senado, ha sido 
modificado en su redacción pero no en su espíritu, y tiene que ver con algo que ya ha sido explicado in 
extenso por el señor Ministro en oportunidad de su comparecencia en esta Comisión, en cuanto a permitir los 
incrementos presupuestales en algunos Incisos, es decir, en los Ministerios que se asocian, básicamente, al 
sector productivo, por la diferencia que surja del recálculo de la devolución de impuestos indirectos a las 
exportaciones. No está planteada aquí una reformulación del régimen; no están planteados aquí cambios de 
sistema, sino un cálculo que refleje que lo que está planteado como devolución de impuestos indirectos sea 


efectivamente devolución de impuestos indirectos. También está claro que no hay un afán fiscalista en el 
sentido de que no está planteado que esa diferencia pase a Rentas Generales, sino que se utilice en programas 
específicos que puedan determinarse a partir de una Comisión integrada por los Ministerios de Economía y 
Finanzas, de Ganadería, Agricultura y Pesca, de Industria, Energía y Minería, de Educación y Cultura y de 
Turismo y Deporte. Por lo tanto, con este artículo se procura especificar ese proceso que, reitero, fue 
explicado en su oportunidad por el señor Ministro. 


El artículo 83 del proyecto original, que es el artículo 107 del proyecto aprobado por el Senado, autoriza al 
Ministerio a convenir con el Banco de la República, a efectos de cancelar deudas que tiene el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca referidas al plan nacional de silos. Este es un acuerdo entre los Ministerios y 
el Banco de la República, y lo que se solicita es la autorización legislativa para esa regularización. 


Similar es el caso del artículo 84 del proyecto original, que es el artículo 108 del proyecto aprobado por el 
Senado, que habilita al Ministerio de Economía y Finanzas a convenir con el Bank Boston en función de una 
deuda de la Administración Nacional de Correos. Aquí hay sentencia judicial en contra de la Administración 
Nacional de Correos, y el Ministerio ha negociado los montos y la forma de cancelación de esa deuda. 
También aquí se solicita la autorización legislativa a efectos de concretar el resultado de esa negociación que, 
dentro de las circunstancias, es la más conveniente. 


El artículo 85 -si mal no recuerdo, fue explicado por el señor Ministro en Comisión-, también faculta al 
Ministerio de Economía y Finanzas a destinar montos a efectos de viabilizar emprendimientos en el sector de 
la infraestructura ferroviaria. Aquí está planteada la posibilidad de que haya emprendimientos que pueden 
involucrar al sector público y al privado conjuntamente, de manera de viabilizar esos emprendimientos en 
sectores que se han transformado en posibles áreas rentables, fundamentalmente a partir del derrame o del 
impacto ocurrido en el complejo industrial forestal que, por diversas razones, hace conveniente llevar 
adelante nuevas inversiones en infraestructura ferroviaria. Obviamente, parte de esas infraestructuras 
deberían ser con participación pública; por lo tanto, lo que se solicita es la posibilidad de destinar un cierto 
monto a efectos de concretar esos procesos, que pueden ser de asociación o de concesión, y donde también 
participe el financiamiento público. 


En el artículo 86 del proyecto original, que es el artículo 110 del proyecto aprobado por el Senado, también 
se solicita la autorización al Poder Ejecutivo para hacer transferencias de activos y pasivos en el marco del 
proceso de reestructura del Banco Hipotecario del Uruguay, que de alguna manera habilita -en ese marco de 
reordenamiento institucional de dicha institución con los objetivos planteados en esa reforma- a que el Banco 
Hipotecario vuelva a ser un Banco Hipotecario en el sentido de ser financiador de hipotecas en el país. Para 
satisfacer los objetivos de esa reforma, se hace necesaria una reestructuración también de carácter financiero 
y una forma específica de capitalización. Por lo tanto, lo que solicita el artículo es la autorización legislativa 
para que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Economía y Finanzas, pueda asumir activos y pasivos 
de esa institución, de manera de llegar a la estructura de activos y pasivos que le permita al Banco 
Hipotecario volver a funcionar como el país necesita. 


En cuanto a los organismos del artículo 220 de la Constitución de la República, obviamente, la Comisión ya 
ha recibido alguna de las delegaciones vinculadas, pero nosotros queremos dar la explicación de los artículos 
que fueron enviados en su oportunidad en el proyecto del Poder Ejecutivo. 


El artículo 88 del proyecto original, que es el artículo 121 del proyecto aprobado por el Senado, asigna al 
Poder Judicial partidas que son los créditos para obras y equipamiento de la sede del Poder Judicial referida 
al Palacio de Justicia. Ha habido un convenio entre el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial, y este artículo es 
parte de la concreción de ese acuerdo que implica transferencias de propiedad y de algunos recursos, de 
manera de viabilizar el hecho de que el Palacio de Justicia pase al Poder Ejecutivo y puedan completarse sus 
obras. 


Voy a hablar del artículo 89 del proyecto original porque el artículo 124 del proyecto aprobado por el Senado 
implicó una modificación muy sensible. Lo que hacía era asignar crédito presupuestal al Tribunal de Cuentas 
por un monto de alrededor de US$ 1:000.000 anuales, que tenía como norte la intención del Tribunal de 
Cuentas de adquirir un edificio sede y, por lo tanto, esta asignación presupuestal para estos Ejercicios 
permitía que esa adquisición pudiera hacerse bajo la modalidad de "leasing" o de construcción. Sabemos que 
este artículo ha sido modificado reduciendo sustancialmente el monto. 


El artículo 90 del proyecto original, que es el 125 del proyecto aprobado por el Senado, básicamente refiere a 
los controles de la Auditoría Interna, fundamentalmente de las de organizaciones no gubernamentales, 
derogándose el artículo 417 de la Ley de Presupuestos, que reducía controles; es decir que en ese sentido se 
están incrementando controles, pero a la vez autorizando al Poder Ejecutivo a exonerar del dictamen de 
Auditoría bajo ciertas circunstancias. En realidad, este es un reordenamiento para saber en qué casos es 
razonable que la Auditoría Interna efectivamente ejerza control y en qué casos es razonable exonerar de ese 
control. 


El artículo 91 del proyecto original, que es el artículo 128 del proyecto aprobado por el Senado, implica el 
incremento en el Grupo 0, "Remuneraciones", para ANEP y UDELAR, procurando el cumplimiento del 
literal A) del artículo 476 de la Ley de Presupuestos, en el que se anticipa de manera estimada un monto que 
hacía referencia a eso, porque recién podremos saber los montos definitivos cuando culmine este año, pero lo 
estamos anticipando para poder ejecutar en el año 2007 el crédito presupuestal de manera estimada en 
aumento en el Rubro 0 para estos organismos. 


Los artículos 92 y 93 del proyecto original, que se corresponden con los artículos 129 y 130 del proyecto 
aprobado por el Senado, son en aplicación del literal B) del artículo 476 del Presupuesto y refieren a la 
asignación presupuestal para proyectos educativos para la ANEP en el primer artículo, y para la Universidad 
de la República en el segundo, en función de criterios acordados con los respectivos organismos. 


El artículo 94 implica incrementos presupuestales para el INAÚ. Crecen de manera muy importante las 
partidas para inversiones y se regularizan refuerzos ya asignados en 2006 por montos importantes. El 
artículo 131 del proyecto del Senado modifica el planteado por el Poder Ejecutivo, incrementando las 
partidas asignadas a este organismo. 


El artículo 95 del proyecto original, que es el artículo 132 del proyecto del Senado, habilita la posibilidad del 
retiro incentivado en el INAU, al estilo de lo que establecía el artículo 29 de la Ley de Presupuesto que 
operaba para la Administración Central. Esto habría que relacionarlo con el artículo 43 del proyecto del 
Senado que extiende el régimen del artículo 29, prorroga las fechas y lo extiende no solo a la Administración 
Central sino a todos los organismos comprendidos en el artículo 220 de la Constitución. 


Finalmente, el artículo 96 del proyecto original, que es el artículo 133 del Senado, autoriza un régimen de 
transposiciones de rubros para INAU en los mismos términos en que lo tienen la ANEP y la Universidad de 
la República. 


Hasta aquí los artículos del proyecto original. Durante el trámite parlamentario en el Senado fue agregado 
uno más, que cuenta con el apoyo de nuestro Ministerio, que es el artículo 120 del proyecto del Senado, en el 
que se incorpora la posibilidad de multas por la no comparecencia de empresas en los casos de audiencias de 
conciliación cuando hay problemas en el área de defensa de los derechos del consumidor. Es decir que este es 
un agregado al proyecto original que tiene que ver con el Área de Defensa de los Derechos del Consumidor 
del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Esta fue la presentación de los artículos que involucran directamente al Ministerio de Economía y Finanzas, y 
quedamos a disposición para aclarar las dudas de los señores legisladores. 


SEÑOR POSADA.- En primer lugar, quiero hacer una reflexión de carácter general que tiene que ver 
con el trabajo a nivel parlamentario. Me refiero a la forma de presentar la Rendición de Cuentas, 
seguramente responsabilidad del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Creo que así como está presentada, cambiando el modelo tradicional, hace absolutamente engorroso el 
trabajo parlamentario. La presentación de los artículos distribuidos en función de los Incisos facilita 
muchísimo el análisis, en este caso de la modificación presupuestal, y, de hecho, también su comparación con 
otras leyes, particularmente, las leyes presupuestales. 


Esperamos que esta reflexión sea tenida en cuenta para futuras Rendiciones de Cuentas. La presentación que 
hacía el señor Subsecretario de Economía y Finanzas muestra una forma bastante poco práctica para el 
análisis de estos temas, ya que con el auxilio de la Secretaría uno tiene que ir identificando los artículos que 
corresponden a cada Inciso. En la medida en que el trabajo parlamentario se realiza con cada uno de los 


Incisos, con cada uno de los Ministerios, parecería más lógico que el criterio utilizado tradicionalmente fuera 
el que prevaleciera. 


En segundo término, quiero hacer algunas consultas con relación a determinadas observaciones realizadas 
por el Tribunal de Cuentas, no ya en cuanto a aspectos del Balance de Ejecución Presupuestal sino a lo que el 
propio Tribunal de Cuentas señala como violación de las disposiciones legales vigentes. En particular nos 
interesa hacer mención a dos de ellas. 


La primera, que es la que aparece en primer lugar en el informe del Tribunal de Cuentas, respecto a la 
violación de disposiciones legales, tiene que ver con la violación del literal B) del artículo 211 de la 
Constitución de la República y del artículo 75 del TOCAF. En esta constancia del Tribunal de Cuentas se 
hace mención a una serie de anticipos de Tesorería a diferentes organismos y unidades del Presupuesto 
Nacional, y hay una serie de valores -$ 1.702:000.000 y fracción, U$S 67:477.000 y fracción, 152.920 euros 
y 9:419.000 unidades indexadas y fracción- que no fueron remitidos a la intervención preventiva del Tribunal 
de Cuentas, de acuerdo con lo que establece el literal B) del artículo 211 de la Constitución de la República. 
Por lo tanto, nos interesa la opinión del Ministerio al respecto. 


Otro aspecto que se señala y al que asignamos especial importancia es que durante el año 2005 el Poder 
Ejecutivo habría superado -de acuerdo con esta constancia que establece el Tribunal de Cuentas- los topes 
previstos en materia de endeudamiento en los artículos 602 y 604 de la Ley N* 17.296 que estaban vigentes 
en ese año. Como es notorio, fueron derogados a partir de la Ley de Presupuesto; esta derogación comenzó a 
regir a partir del 1? de enero de 2006. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Por supuesto que siempre son de recibo 
las opiniones de los señores legisladores con respecto a aspectos de presentación, en particular cuando 
involucran a una Rendición de Cuentas. Uno procura ser lo más transparente posible. Si bien el 
ordenamiento del articulado no fue el tradicional, de ir Inciso por Inciso, se optó por hacer un corte 
entre inversiones, remuneraciones y funcionamiento, y dentro de cada uno de ellos ir en el orden 
correspondiente por Incisos. Por supuesto que puede haber distintas opiniones sobre este aspecto que 
puede facilitar o no el trabajo desde esa lógica. Lo que queremos reivindicar es que la exposición de 
motivos de la Rendición de Cuentas también fue no tradicional en el sentido de que por primera vez 
hay una Rendición de Cuentas transparente en términos de asociar la gestión financiera del Estado con 
la programación financiera, de explicitar Inciso por Inciso -no solamente la ejecución presupuestal, 
sino también los refuerzos de rubro que, en atención a las distintas leyes de Presupuesto, el Poder 
Ejecutivo puede ir asignando, especificando de manera fina y detallada los refuerzos de rubro para 
cada Inciso- y de separar los gastos de funcionamiento de los gastos de inversión. 


Por otra parte, a efectos de facilitar el trabajo parlamentario, incorporamos algo que también es 
absolutamente novedoso: un cuadro en el que se aplica año por año, artículo por artículo, el costo estimado 
en términos presupuestales para todo el articulado de la Rendición de Cuentas. 


Es decir que tomamos el comentario del señor Diputado Posada en cuanto a la forma de presentación de la 
Rendición de Cuentas, pero nos sentimos inclinados a hacer esta aclaración con respecto a otros aspectos de 
la presentación porque entendemos aportan a la mayor transparencia y a facilitar el trabajo parlamentario. 


Con respecto a las observaciones del Tribunal de Cuentas, entendemos que no existen violaciones de ningún 
artículo constitucional ni legal con respecto al funcionamiento, sobre todo de lo que llamamos anticipos de la 
Tesorería. El hecho de que los anticipos de la Tesorería no fueran ante la observación previa del Tribunal de 
Cuentas era una práctica común; esto no se inició en 2005. Leyendo con detenimiento el literal B) del 
artículo 211 de la Constitución y el artículo 75 del TOCAF, vemos que se plantea que esto es algo a ser 
reglamentado. 


Me gustaría que la contadora Abilleira pudiera comentar que ha habido procesos de intento de diálogo con el 
Tribunal de Cuentas en el pasado a efectos de reglamentar cuáles son los anticipos de la Tesorería o la 
utilización anticipada de fondos que deben pasar por la observación previa del Tribunal de Cuentas. Me 
gustaría que se trasmitiera esa experiencia para mostrar la voluntad de avanzar en una reglamentación en ese 
sentido y con ánimo de aclarar cuál ha sido la tónica de intercambio con respecto a este tema. 


SEÑORA ABILLEIRA.- Voy a referirme a las gestiones que hemos hecho con el Tribunal de Cuentas 
en cuanto a la intervención de todas las operaciones que realiza la Tesorería General de la Nación, de 
todos los pagos. Debemos decir que cuando iniciamos el nuevo proceso de contabilidad de la 
Contaduría General de la Nación -aproximadamente en 2004-, mantuvimos reuniones con los técnicos 
destacados en el Departamento que específicamente atiende el Gobierno Central y, en cuanto a todos 
los pagos que no estaban siendo intervenidos -entre los cuales se cuentan los anticipos de la Tesorería-, 
planteamos al Tribunal que nos dijera en qué momento y cuáles debían serlo. Hasta la fecha no hemos 
tenido una respuesta oficial. Lo único que podemos decir es que ha existido voluntad por transparentar 
la situación y por que las operaciones fueran vistas por el Tribunal de Cuentas, como establece la 
Constitución. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Reitero, entonces, la absoluta voluntad 
de avanzar en este proceso de reglamentación, en diálogo con el Tribunal de Cuentas y básicamente en 
los términos que entienda que debe reglamentarse tanto el artículo 211 de la Constitución como el 
artículo 75 del TOCAF. 


Con respecto a la aparente violación del tope de endeudamiento en 2005, este es un punto que también 
discutimos en la Comisión de Hacienda en oportunidad del análisis de la Ley de Endeudamiento aprobada el 
año pasado. Explicábamos la situación en términos de que había diferencias metodológicas a la hora del 
cómputo de la deuda entre el Tribunal de Cuentas y el área operativa del Banco Central, que es el que lleva 
todo el proceso de registración y de agente financiero del Estado en materia de deuda pública. Nosotros, 
antes de emitir deuda o de contraer obligaciones, sistemáticamente consultamos el hecho de que no se esté 
violando el tope de deuda al área de operaciones del Banco Central. Tenemos la absoluta tranquilidad de que 
siempre se ha respetado ese tope. 


Es histórica la discrepancia metodológica entre el Tribunal de Cuentas y el área de operaciones del Banco 
Central del Uruguay con respecto al cómputo de la deuda pública. 


Tenemos la absoluta tranquilidad de que los artículos 602 y 604 de la Ley de Presupuesto de 2001 no han 
sido violentados en el ejercicio financiero de 2005. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los ilustres invitados. 


Se pasa a intermedio hasta la hora 14. 
(Es la hora 12 y 11) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 14 y 13) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Suprema Corte de Justicia) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una distinguida delegación de la Suprema Corte de Justicia, 
integrada por su Presidente, doctor Hipólito Rodríguez Caorsi; los Ministros, doctor Leslie Van Rompaey y 
doctor Daniel Gutiérrez; el Director General de los Servicios Administrativos, doctor Elbio Méndez, y la 
Directora de la División de Planeamiento y Presupuesto, contadora Luz Marina Gonnet. 


El motivo de la convocatoria es para que la delegación haga una exposición sobre los artículos de la 
Rendición de Cuentas aprobados por el Senado y del proyecto enviado por el Poder Judicial en el marco de lo 
que establece la Constitución. 


SEÑOR RODRÍGUEZ CAORSI.- La Suprema Corte de Justicia agradece que nos reciban y escuchen. 


Realmente, la Rendición de Cuentas nos causa alguna preocupación, como es obvio, ya que el proyecto se ha 
rechazado en su totalidad, principalmente por parte del Ministerio de Economía y Finanzas. Entendemos que 
habría sido muy importante que algunos puntos que para nosotros son muy trascendentes se hubiesen 
aprobado o, por lo menos, se hubiese encontrado alguna solución para concretarlos. 


Nosotros nos vamos a limitar a exponer lo que consideramos imprescindible. En ese sentido, lo principal es 
la creación de un nuevo Tribunal de Apelaciones en materia laboral; esto está previsto a partir del 1% de enero 
de 2007, según lo establecido en los artículos 9* y 10 del proyecto del Poder Judicial. El costo anual de los 
artículos 9” y 10 para el año 2007 se puede reducir si se posterga la creación al 1” de julio de 2007, pasando 
en ese año de un total de $ 4:601.682 a un total de $ 2:300.841, a valores del 1” de enero de 2006. 


Es público y notorio que se está necesitando un tribunal en materia laboral. Los conflictos de trabajo han 
aumentado muchísimo y el Tribunal está atosigado y desbordado -nosotros lo vemos todos los días-, por lo 
que sufren todos sus integrantes. 


Por otro lado, tanto o más importante que esto es el recargo de trabajo que han sufrido los Juzgados que se 
encuentran en la periferia del país, como los de Pando, Las Piedras y Ciudad de la Costa, donde es 
imprescindible efectuar creaciones. Esto está previsto en los artículos 11 y 12 del proyecto de Rendición de 
Cuentas desde el 1* de enero de 2007. El costo adicional en 2007 asciende a $ 9:436.529. Si estas creaciones 
se pospusieran solo seis meses, es decir desde el 1 de julio de 2007, el costo anual adicional para el año 
2007, a valores de 1” de enero de 2006, se reduce a un total de $ 4:718.264,50. 


Todos ustedes conocen el tercer punto que vamos a tratar ahora, es decir, la creación de un nuevo Juzgado 
Letrado en la ciudad de San Carlos; creo que esta ha sido una iniciativa de la Cámara de Diputados. 


En el proyecto aprobado por la Cámara de Senadores se incorporó el artículo 122, que recoge la creación del 
cargo de Magistrado para esa ciudad. Sin embargo, un Juzgado no solo marcha con la creación de un cargo 
de Magistrado pues, a nuestro juicio, habría sido necesario contar con personal; con la designación de un 
Magistrado a través de la Rendición de Cuentas no arreglamos el tema. Es imprescindible un mínimo de 
técnicos y alguaciles para la apertura de este Juzgado, sobre el que entendemos tiene gran interés la Cámara 
de Representantes. 


La creación de este nuevo Juzgado Letrado estaba prevista en el artículo 14 del proyecto del Poder Judicial, 
con un costo anual de $ 1:927.903. El costo anual de los artículos 13 y 14, a valores del 1” de enero de 2006, 
asciende a un total de $ 2:730.913. 


Hay otros artículos de la Rendición de Cuentas que no están en el Inciso "Poder Judicial", pero que se 
refieren e inciden en su desempeño. Principalmente me refiero a uno que para nosotros es muy preocupante y 
de vital importancia, sobre el que rogamos a los señores Diputados presten atención y piensen en las 
consecuencias que puede traer para nosotros. Concretamente, me refiero al artículo 43 del texto que viene del 
Senado; ese artículo 43, que no tiene iniciativa del Poder Ejecutivo ni del Poder Judicial, establece: "Quedan 
comprendidos en el artículo 29 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, los funcionarios públicos 
de la Administración Central y organismos del artículo 220 de la Constitución de la República, que al 31 de 
diciembre de 2006, tengan cincuenta y ocho años de edad o más y que configuren causal jubilatoria antes del 
19 de enero de 2009". 


Si bien el artículo 29 de la ley que allí se menciona establece: "(...) Dicha opción tendrá carácter irrevocable 
y el organismo del cual dependa el funcionario podrá resolver la aceptación de la renuncia (...)", la Suprema 
Corte de Justicia considera inconveniente para el servicio establecer esta opción pues todos los cargos son 
imprescindibles. Además, no puede destinar parte de su presupuesto de grupo o servicios personales a 
financiar el retiro, pues ello deja al organismo sin posibilidades de financiar la ocupación de la función con 
un contrato de iguales características al del cargo cuyo funcionario opte por retirarse. Esta situación se agrava 
aún más en el caso de funcionarios que ocupan cargos de Magistrado por la función jurisdiccional, que de 
ninguna manera puede verse resentida por un incentivo de estas características. 


Para decirlo en términos claros, en el Acuerdo pasado, junto a mis estimados colegas estuvimos tratando este 
punto y llegamos a la conclusión de que probablemente varios Magistrados se acojan al beneficio de retiro y 
que nosotros no tendríamos posibilidades de nombrar a otros en su sustitución pues los cargos se eliminarían. 
Esto nos crearía un conflicto gravísimo porque, si bien es cierto que existe algún Juzgado que es prescindible 
-sobre todo rural- por el poco trabajo que tiene, la mayoría de los Juzgados por algo están. No se puede 
suprimir un Juzgado sin crear otro en su lugar. 


Por otra parte, estimamos que el número de funcionarios puede ser elevado, más de doscientos cincuenta, y 
no tenemos posibilidades de reposición. Como seguramente lo asevere en su intervención el señor Director, 


no hemos podido reponer a los funcionarios por problemas de rubros, y nos vamos a ver en una situación de 
imposibilidad de funcionar en forma normal, y ni siquiera anormalmente. La Comisión puede entender 
claramente que si nosotros cortamos ese derecho ahora, podemos tenemos un conflicto gremial. O sea que 
este artículo para nosotros es un verdadero problema, tal como lo hemos conversado con los compañeros y 
con el señor Director General. 


A título ilustrativo, cabe agregar que el Poder Judicial, en el año 1990, cuando se aplicó el incentivo 
establecido por el artículo 32 de la Ley N* 16.127, de 10 de agosto de 1990, no hizo lugar a las solicitudes 
que pudieran haberse presentado para acogerse a los sistemas de retiro establecidos en las leyes de 
Presupuesto Nacional, por iguales razones que las mencionadas respecto de la incorporación del artículo 42 
del proyecto de ley de Rendición de Cuentas de 2005 aprobado por el Senado. En este sentido, se puede ver 
el artículo 23 de la Ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, y el artículo 10 de la Ley N* 17.556, de 18 de 
setiembre de 2000. En el artículo 32 de la Ley N? 16.736, de Presupuesto Nacional, de 5 de enero de 1996, y 
en el artículo 29 de la Ley_N* 17.930, de Presupuesto Nacional, de 19 de diciembre de 2005, se establecieron 
incentivos para la Administración Central, por lo que el Poder Judicial no quedó comprendido. 


Finalmente, me quiero referir al artículo 92 del proyecto aprobado por el Senado, que establece: "El 
Ministerio de Educación y Cultura instrumentará una equiparación salarial en forma gradual y progresiva en 
el término de cuatro años, a partir del 1* de enero de 2007, de los funcionarios que cumplen tareas de 
Secretarios Letrados y Asesores en el Ministerio Público y Fiscal, con el cargo de Juez de Paz de Ciudad. La 
Contaduría General de la Nación habilitará los créditos necesarios sujeto a disponibilidad de los mismos". 


Este artículo consagra una equiparación entre funcionarios del Ministerio Público, que dependen del Poder 
Ejecutivo, del Ministerio de Educación y Cultura, con técnicos del Poder Judicial. No solo esta Suprema 
Corte de Justicia sino todas las anteriores, han sido radicalmente contrarias a la equiparación de cualquier 
otro funcionario que no fuera Juez a los cargos y a los sueldos de los Magistrados. No vemos por qué se 
pretende asimilar a un funcionario del Poder Ejecutivo con un cargo del Poder Judicial, cuando 
evidentemente sería más lógico que estos funcionarios del Ministerio Público y Fiscal tomaran como 
referencia de su sueldo otros cargos correspondientes también al Ministerio Público y Fiscal. Nos parece 
mucho más adecuado y más lógico, que no equipararlos a un cargo de Juez de Paz, que no vemos qué tiene 
que ver con eso. 


En síntesis, creo que he expresado lo que se ha tratado entre nosotros. Pienso que mis compañeros y el doctor 
Méndez van a agregar y aclarar algunos otros aspectos. Estamos a disposición de los señores legisladores 
para lo que entiendan necesario. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Voy a reforzar la argumentación del señor Presidente de la Corte en cuanto a 
la creación de cargos que se propone en el proyecto de Rendición de Cuentas elaborado por la 
Suprema Corte de Justicia. En este sentido, tengo datos estadísticos que creo que son bien reveladores. 


En el Anuario Estadístico del Poder Judicial del año 2005, que recoge la estadística de toda la carga de 
trabajo y cómo se cumple en sus dependencias, se advierte que en los Tribunales de Apelaciones en lo Civil 
ingresó un total de 2.810 asuntos a distribuir entre siete Tribunales de Apelaciones, lo cual arroja un 
promedio de 401 asuntos por Tribunal. Mientras tanto, en los Tribunales de Apelaciones del Trabajo 
ingresaron 1.770 asuntos para distribuir entre tres Tribunales, lo que arroja un promedio de 590 asuntos por 
Tribunal. A su vez, los siete Tribunales de Apelaciones en lo Civil dictaron 2.710 sentencias en el año 2005, a 
razón de 389 o 390 por Tribunal, en tanto que los tres Tribunales de Apelaciones del Trabajo dictaron 1.868 
sentencias, a razón de 622 por Tribunal. 


Esta diferencia en la magnitud del trabajo entre los Tribunales aumenta si se toma en consideración a los 
Tribunales de Apelaciones de Familia, que en el año 2005 recibieron 900 asuntos para dos Tribunales, a razón 
de 450 para cada uno y dictaron 758 sentencias, a razón de 379 cada uno. Quiere decir que es bien claro que 
la carga de trabajo de los Tribunales de Apelaciones del Trabajo de la República supera largamente la de los 
Tribunales de Apelaciones de las otras materias. 


La estadística de 2005 no hace más que reflejar una situación constante. Por ejemplo, en 2004 los números 
para los siete Tribunales de Apelaciones en lo Civil fueron de 2.655 asuntos, a razón de 379 para cada uno, en 
tanto que en materia de trabajo fueron 1.837 asuntos, a razón de 612 asuntos por Tribunal, es decir, casi el 


doble. A su vez, cada Tribunal de Apelaciones en lo Civil dictó 344 sentencias frente a 662 de los Tribunales 
de Apelaciones del Trabajo. Los números igualmente crecen si los comparamos con los Tribunales de 
Familia, que en 2004 recibieron 784 asuntos, es decir 382 por Tribunal, y dictaron 355 sentencias cada uno. 
Creemos que esta situación justifica la creación de un Tribunal de Apelaciones del Trabajo. 


En cuanto a la creación de los Juzgados en el interior de la República, al adelantamiento de la instalación de 
los Juzgados ya creados en la Ley de Presupuesto, también se justifica en el incremento del volumen de 
trabajo, sobre todo en materia de violencia doméstica, en los Juzgados que tienen esa competencia. Fíjense, 
señores Diputados, que el total de asuntos iniciados en materia de violencia doméstica en el interior de la 
República en el año 2004 fue de 3.179, en tanto que en 2005 fue de 3.356, aumentando tanto las denuncias 
policiales como las denuncias presentadas en los Juzgados. Esto es especialmente relevante -como decía el 
señor Presidente- en los alrededores de Montevideo, sobre todo en Canelones, donde se ha incrementado de 
manera notoria y significativa el volumen de asuntos en esta materia que, además, es de una particular 
exigencia para los Jueces por la necesidad de la comparecencia, de la presencia inmediata en la audiencia, de 
la dirección inmediata de la audiencia y la adopción de medidas, normalmente en forma urgente. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Como decía bien nuestro Presidente, la creación del Juzgado Letrado de la 
ciudad de San Carlos surgió de un planteamiento de los cinco Diputados del departamento, de los tres 
Partidos, en conjunción con un movimiento importante de todas las fuerzas vivas de la ciudad, que 
estaban representadas en gran número en sucesivas audiencias que tuvimos en la Suprema Corte de 
Justicia. Allí accedimos a esa solicitud que, por supuesto, refleja el incremento notorio del volumen de 
trabajo judicial en San Carlos, que es concomitante al aumento de población de la ciudad. Pero 
también allí hubo un acuerdo, diría que un pacto de caballeros, en el sentido de que nosotros 
promoveríamos la creación del Juzgado Letrado de San Carlos, pero se nos proveería de los recursos 
suficientes no solo en lo funcional sino también en lo relativo a la infraestructura material. De hecho, 
ya se cedió un edificio del Banco de Previsión Social y las fuerzas vivas ya están efectuando las 
reformas y adaptaciones necesarias para el funcionamiento de un Juzgado Letrado en San Carlos. Sin 
embargo, creo que también se había incluido en ese acuerdo la creación de otros cargos técnicos 
necesarios para que el Juzgado funcionara adecuadamente, y además una defensoría de oficio en San 
Carlos. 


Esta solicitud no fue recogida en el Senado, lo que plantea graves dificultades para la puesta en práctica de 
este Juzgado Letrado. Es decir, se dio una valiosa conjunción de esfuerzos de las fuerzas vivas de la ciudad 
de San Carlos con el Poder Judicial, que estaba dispuesto a satisfacer estos legítimos reclamos, en la medida 
en que se proporcionaran los recursos adecuados para poner en funcionamiento este Juzgado. 


Por último, quiero agregar que el Poder Judicial aportaría un número importante de funcionarios, que en este 
momento prestan funciones en la ciudad de Maldonado, pero como son oriundos de San Carlos podrían ser 
trasladados para atender el Juzgado Letrado que se crearía. 


SEÑOR PÉREZ.- La pregunta que iba a hacer prácticamente fue contestada, porque el señor Ministro 
Gutiérrez habló del Juzgado Letrado de San Carlos, que era lo que me interesaba. 


Sin embargo, no me quedó claro si al Poder Judicial le faltaban recursos para proveer los cargos no técnicos. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- No. Los cargos no técnicos serían cubiertos con funcionarios que prestan 
funciones en Maldonado. Falta la creación de los cargos de actuarios, de alguacil y de un defensor de 
oficio. 


SEÑOR PÉREZ.- No me había quedado claro a qué funcionarios se refería, y si eso era parte del 
compromiso que asumió la Suprema Corte de Justicia con la Red Social de San Carlos. Es decir, quiero 
saber en qué medida el Senado había comprometido la aprobación de estos recursos, si fue en el 
Presupuesto Quinquenal o ahora, en la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Ese acuerdo del que habla el señor Diputado efectivamente existió y estaba 
referido a la oportunidad de la Rendición de Cuentas. 


Naturalmente, en ese acuerdo estaba involucrada la creación de los cargos técnicos, el apoyo técnico 
imprescindible para que un Juzgado funcione; nuestro Presidente decía que es imposible que un Juzgado 
funcione solo con un Juez. Se creó el cargo de Juez pero se desestimó lo que la Suprema Corte proyectó que 
fue, además del cargo de Juez, el equipo técnico auxiliar que necesariamente debe acompañarlo, es decir, 
actuario, actuario adjunto -no recuerdo exactamente el número-, alguacil y, básicamente, la creación de una 
defensoría de oficio que se instale en la ciudad de San Carlos, porque si sus habitantes tienen dificultades 
para trasladarse a la capital departamental por falta de recursos, es obvio que lo mismo ocurriría si tuvieran 
que recurrir a los servicios de la defensoría de oficio. 


Por lo tanto, ese acuerdo existió y, a nuestro juicio, comprendía no solo la creación del cargo de Juez sino 
también de todos los cargos técnicos necesarios para el efectivo funcionamiento de ese Juzgado. 


Repito que la Suprema Corte de Justicia no requiere gastos superiores para la instalación o para que otros 
funcionarios presten servicios, porque ya hay funcionarios que son de San Carlos, que los trasladaríamos 
desde Maldonado. 


Lo que estaba previsto en el artículo 14 del proyecto de la Suprema Corte de Justicia era la creación de un 
cargo de actuario, uno de actuario adjunto, un defensor público y un alguacil. Este artículo 14 no fue 
aprobado en el Senado, lo cual -reitero- nos crea verdaderas dificultades para el funcionamiento efectivo del 
Juzgado Letrado de San Carlos. 


SEÑOR PÉREZ.- Hay un aspecto que no logro discernir claramente. Entiendo que hubo un acuerdo 
en el momento en que se aprobó el Presupuesto, y en el Senado ¿se asumió el compromiso de que se 
votarían los recursos en esta Rendición de Cuentas para la creación, además del cargo de juez, de un 
cargo de actuario, de actuario adjunto, de defensor público y un alguacil? Es decir, además del juez, 
todo el equipo asesor. ¿Es así? 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Me refiero a la creación de cargos de actuarios, titular y adjunto, de 
alguacil y de defensor de oficio. Estos cargos forman parte de un equipo que necesariamente debe 
actuar para que el Juzgado preste servicios en forma adecuada. 


El acuerdo que existió fue para presentar el proyecto de creación de este juzgado en la Rendición de Cuentas. 
No estamos hablando del Presupuesto, sino de la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR PÉREZ.- ¿Ese fue un compromiso del Senado? 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- No hablé del compromiso del Senado sino del que alcanzamos en las 
reuniones que mantuvimos con los Diputados del departamento, que representan a los tres partidos 
políticos, y con las fuerzas vivas de San Carlos, que realmente fue una expresión muy importante del 
proyecto que anima a los habitantes de esa ciudad. 


SEÑOR POSADA.- Queremos hacer alguna referencia a la preocupación que manifestaran los señores 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia, especialmente su Presidente, con relación al artículo 43, 
que, como bien se dijo, se incorporó en el Senado de la República y, por lo tanto, es claramente 
inconstitucional. 


De acuerdo con lo que establece el inciso segundo del artículo 86 de la Constitución de la República, 
iniciativas de esta naturaleza solo pueden ser presentadas por el Poder Ejecutivo, la que en este caso no 
existió. 


Además, si uno analiza el artículo ve que contiene otra grosera inconstitucionalidad, porque se establece una 
remisión al artículo 29 de la Ley de Presupuesto. Y este artículo 29, en su inciso tercero, establece que "La 
aceptación de las renuncias que se presenten en el marco de este régimen, requerirá de la evaluación previa 
por parte de la Oficina Nacional del Servicio Civil y del Ministerio de Economía y Finanzas", con lo cual se 
estaría configurando notoriamente una intromisión del Poder Ejecutivo en la gestión del Poder Judicial. 


Me parece que vale la pena llamar la atención de los integrantes de la Comisión de Presupuestos integrada 
con la de Hacienda sobre este aspecto, a efectos de que en el momento en que se analice este artículo se tenga 
especialmente presente la Constitución de la República y el antecedente de este artículo 29 de la Ley de 
Presupuesto. 


SEÑOR RODRÍGUEZ CAORSI.- A fin de reforzar lo que ha expresado el señor Diputado, quiero 
decir que, a mi entender, de sancionarse un artículo de esta naturaleza, el Poder Judicial quedaría en 
dificultades de funcionamiento de una gravedad tal que creo que percibe todo el mundo, en cuanto a 
qué pasaría si se retiraran 250 o 300 funcionarios que el Cuerpo no pudiera reponer. Además, en el 
caso de negarnos a conceder esos retiros, nos meteríamos en un conflicto gremial que uno no sabría 
qué es peor, si el remedio o la enfermedad. Nos preocupa muchísimo este artículo en cuanto a que 
pueda ser aplicable al Poder Judicial. 


SEÑOR MACHADO.- Compartimos los conceptos vertidos por el señor Diputado Posada respecto a la 
inconstitucionalidad del artículo 43, pero queríamos preguntar al señor Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia si lo ha evaluado, porque los efectos del artículo 29 de la Ley de Presupuesto 
prácticamente han sido insignificantes en el resto de la Administración Pública. La gente no se ha 
acogido a los incentivos para retiro. 


SEÑOR RODRÍGUEZ CAORSI.- El Poder Judicial es un órgano que tiene alrededor de seis mil 
integrantes y hemos analizado muy bien las edades, el escalafón y demás. En el acuerdo pasado se 
habló mucho de este artículo con el Director General presente y lo único que podemos hacer es una 
evaluación primaria. Pero esa evaluación primaria no es simplemente una mera posibilidad. 
Entendemos que es una probabilidad, es muy factible que se produzca. No podemos afirmar ciento por 
ciento que nos va a pasar esto, pero podemos decir que existe la mera probabilidad de que esto pueda 
suceder, que es bastante factible, y nos somete a un riesgo que crearía un daño y un problema que 
merece la pena ser tratado cuidadosamente, no solo por nosotros sino por los estimados señores 
Diputados. 


SEÑOR MACHADO.- La segunda parte de mi pregunta está referida a los defensores de oficio. Quería 
escuchar por parte de la Suprema Corte de Justicia una explicación de la situación de verdadero 
rezago que han tenido en cuanto a sus retribuciones personales y al tema de la recuperación salarial. 


SEÑOR RODRÍGUEZ CAORSI.- A la sesión de la Cámara de Senadores fuimos el doctor Méndez y 
yo, quienes explicamos los motivos por los cuales la situación presupuestal de los señores defensores de 
oficio es la que resulta de nuestro presupuesto. Yo ya expuse mis argumentos ante la Cámara de 
Senadores, por lo que me gustaría que mis colegas aquí presentes manifestaran lo que piensan al 
respecto. 


SEÑOR VAN ROMPAE Y.- Este es un tema que ha sido preocupación constante en los últimos tiempos 
para la Suprema Corte de Justicia, y a veces ha causado sorpresa porque, por un lado, cuando se hacen 
los planteamientos internos desde la gremial de defensores de oficio se nos dice que no existe un 
propósito de equiparación o asimilación de cargo de defensores de oficio con los de los Jueces y, por 
otro lado, en declaraciones públicas y gestiones que se hacen ante los órganos parlamentarios subyace 
la idea de que debe llegarse, como finalidad gremial, a una equiparación o asimilación de las 
retribuciones y de la situación institucional y presupuestal de los Magistrados con los defensores de 
oficio. Nosotros entendemos que esa es una idea errónea, que no compartimos y que basta considerar 
la posición institucional, la jerarquía de las funciones que desempeña cada uno de estos funcionarios, 
para darse cuenta de que no es posible. Es obvio que es el Juez el que tiene el poder de decisión. La 
posición es supraordinada con respecto al defensor de oficio. El Juez tiene facultades disciplinarias que 
puede ejercer en el recurso de la litis. Si bien reconocemos la trascendencia que tiene la función del 
defensor de oficio en la defensa de los intereses y derechos, normalmente de los más carenciados, en 
nada puede asimilarse a la responsabilidad que recae sobre el Juez de tomar la decisión del caso 
concreto. De manera que una asimilación de ese tipo nos parece un franco despropósito. 


En lo concreto, pareció deslizarse en alguna intervención que la Suprema Corte de Justicia no cumplía con la 
obligación legal de retribuir a los defensores de oficio con los mismos sueldos que los Jueces, y eso no es así. 
La equiparación del artículo 311 de la Ley N* 16.226 tiene que ver con el sueldo base y no con retribuciones 
complementarias que se han aplicado exclusivamente para los Jueces. La equiparación de los defensores de 
oficio no es por todo concepto, dado que los Magistrados perciben retribuciones complementarias o partidas 
específicas que en la norma que las regula se establece expresamente que no integran la base de cálculo de 
otros sueldos equiparados o que no integran la dotación ni retribución del cargo de Magistrado a los efectos 
de las equiparaciones o remuneraciones que se fijan en función de otras. 


La retribución máxima nominal al cargo que percibe un Juez Letrado de la capital, a valores de enero de 
2006, asciende a $ 49.900 y la de un defensor de oficio de la capital en régimen de dedicación total asciende 
a $ 34.609, es decir, el 70% de lo que percibe un Magistrado, lo que significa una adecuada retribución. 
Repito que nos parece un franco despropósito que se pretenda asimilar en materia presupuestal y retributiva 
la función del Juez con la del defensor de oficio, cuya presencia en el proceso ni siquiera es necesaria. 


Ese es un tema que se viene planteando y desarrollando desde años atrás y es necesario destacar que los 
defensores de oficio, en anteriores instancias presupuestales -con otros Gobiernos-, han obtenido beneficios 
específicos y se han aprobado normas que les concedieron ciertos privilegios que eran claramente 
inconstitucionales, porque no tenían iniciativa del Poder Judicial ni del Poder Ejecutivo. Hubo procesos de 
inconstitucionalidad. Inclusive, la Suprema Corte de Justicia saneó situaciones de ilegalidad e 
inconstitucionalidad en las retribuciones de los defensores de oficio incorporando proyectos sucesivos en 
Presupuestos o Rendiciones de Cuentas, y ahora nos encontramos ante esa situación, que yo no entiendo que 
sea de postergación sino de estricta justicia. 


SEÑOR RODRÍGUEZ CAORSI.- Quiero precisar lo que acaba de expresar el doctor Van Rompaey, 
en el sentido de que tradicionalmente los defensores de oficio tuvieron retribuciones acordes a lo que 
esta Suprema Corte de Justicia ha establecido en el último Presupuesto y a lo acordado al respecto. 
Simplemente, existió un período, luego del Gobierno de facto -si no me equivoco, fue después de 1985-, 
en el que los defensores pegaron un gran salto en sus retribuciones, porque políticamente se entendió 
por parte de los partidos gobernantes del momento que su situación debía ser equiparada a la de los 
Jueces y así se hizo. Quiero decir que la idea de que la retribución de los defensores de oficio sea 
equiparada, similar o paralela a la de los Jueces es un proceso reciente, que apareció bastante después 
de terminado el Gobierno de facto. Entonces, parecería que el que adquiere un beneficio, aunque el 
beneficio no se compadezca con la ley, quiere mantenerlo a toda costa. Me parece que eso es lo que 
avala las pretensiones de los defensores, porque, como claramente lo establece la Constitución, el 
presupuesto del Poder Judicial debe ser elaborado por la Suprema Corte de Justicia. 


Tradicionalmente, la Suprema Corte de Justicia de Administraciones anteriores elaboraban presupuestos 
estableciendo el presupuesto tradicional para los defensores de oficio, que no era el que efectivamente 
cobraban porque luego obtenían beneficios que fueron declarados inconstitucionales -como lo expresó el 
compañero-, y ahora esta Corte, por el respeto de los legisladores actuales a la Constitución en lo que se 
refiere al presupuesto del Poder Judicial y su elaboración solamente por parte de la Suprema Corte de 
Justicia, ha retomado la situación presupuestal de los señores defensores como siempre sucedió. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Machado) 
SEÑOR GUTIÉRREZ.- Voy a hacer una muy breve acotación. 


En la cúspide del escalafón de la Defensa Pública, un defensor público de la capital con dedicación total 
percibe un sueldo final -con todas las compensaciones agregadas- de $ 34.609. Ese sueldo final es superior al 
del funcionario, también abogado, integrante del sector jurisdiccional de nuestros servicios, Secretario del 
Tribunal de Apelaciones, que es la culminación de la carrera técnica de colaboración con los Jueces, que 
percibe $ 32.080 por todas sus retribuciones. Es decir que, en todo caso, lo que hay, a partir del presupuesto 
del año pasado y de la reestructura que se aprobó este año, es un acercamiento en materia retributiva del 
escalafón jurisdiccional al escalafón de los defensores, pero no se ha superado. Inclusive, en la actualidad, 
ganan más. 


SEÑOR GAMOU.- Me quiero referir a este tema porque estando, por motivos casuales, en el Senado 
de la República cuando concurrió la delegación de la Suprema Corte de Justicia, planteé el tema de los 
defensores de oficio y se me generó una duda porque en aquel momento se me dijo que el artículo 311, 
relativo a la equiparación, era claramente inconstitucional. Ahora se vuelve a repetir y yo tengo en mi 
poder una sentencia, del 6 de octubre de 2003, que falla declarando inconstitucional los artículos de la 
Ley_N” 16.226, de 29 de octubre de 1991, impugnados en el accionamiento, con excepción de los 
artículos 269 y 311. Como la Suprema Corte de Justicia, ante un requerimiento de inconstitucionalidad 
se pronuncia diciendo que el artículo 311 no es inconstitucional, eso me genera una duda y, de ser 
posible, quisiera recibir una respuesta. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Por razones obvias, no voy a entrar a considerar el aspecto que el señor Diputado 
Gamou señala con relación a la sentencia que tiene en su poder, en primer lugar porque en este 
momento no la tengo presente y, en segundo término, porque mi función dentro del Poder Judicial no 
es jurisdiccional sino la de jerarca administrativo. 


A los efectos de clarificar la discusión, quiero señalar que a instancias de la propia Suprema Corte de Justicia, 
cuando se sanciona la Ley N* 17.707, es este Órgano el que revive y sanea esa norma de equiparación, 
constitucional o no; no entro en este momento a definirla. En mi opinión personal -ni siquiera representando 
al Poder Judicial-, es inconstitucional en tanto no tuviera iniciativa de los Poderes que en materia 
constitucional la tienen para estos temas. No quiero entrar en ese terreno porque la propia Suprema Corte de 
Justicia, tomando en consideración una realidad que venía desde hace tiempo, es decir, un nivel de 
retribuciones que se venía percibiendo por los defensores y que no se quería afectar, con la ley N* 17.707 
sanea la inconstitucionalidad que ella misma había promovido, en este caso sí con iniciativa de los órganos 
competentes, y mantiene el nivel de retribución de los defensores de oficio; no lo modifica en nada. O sea 
que el nivel de retribuciones de los defensores de oficio desde la norma que le da origen hasta hoy, es el 
mismo. Sí hay otras razones que hacen que en el sueldo final, donde dice total a pagar, no perciban lo mismo, 
pero eso es por los conceptos que los señores Ministros explicaron. 


En el origen, la ley, inconstitucional o no, se sanea con la Ley N* 17.707 y nunca varió el régimen de 
retribución de los defensores de oficio. 


SEÑOR GAMOU.- Acepto lo que plantea el doctor Méndez, pero se vuelve a insistir sobre la 
inconstitucionalidad. Acabo de solicitar que se le acerque la sentencia de la Suprema Corte de Justicia 
en la que se dice que no es inconstitucional. Digo esto porque cuando tengamos que decidir sobre este 
tema con mis colegas Diputados, no está en nuestro afán aprobar algo que sea inconstitucional. En esa 
sentencia -que voy a pedir que se incorpore a la versión taquigráfica de esta sesión-, se dice claramente 
que no es inconstitucional en cuanto lo votado no excede la cifra que propuso el Poder Judicial. Es un 
recurso de inconstitucionalidad que presenta en el año 1991 el Poder Ejecutivo al Poder Judicial y cuyo 
fallo se dio en octubre de 2003. 


(Texto de la sentencia:) 


EA] 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Entendemos que es bastante estéril esta discusión porque el artículo 311 de 
la Ley_N” 16.226, que fue declarado vigente por el artículo 26 de la Ley_N” 17.707 y las modificaciones 
establecidas por el artículo 396 de la Ley _N” 17.930, está siendo efectivamente aplicado por la 
corporación al liquidar los sueldos de los defensores de oficio. No es un tema de constitucionalidad o 
inconstitucionalidad. No tiene relevancia porque esta norma está siendo cumplida por la Suprema 
Corte de Justicia cuando liquida las retribuciones de los defensores de oficio. Lo que sucede es que hay 
partidas complementarias que perciben los Magistrados y no los defensores de oficio porque dichas 
partidas fueron específicamente asignadas a adicionar la retribución de los Magistrados, excluyendo 
cualquier equiparación o "enganche", como se dice en la jerga forense. No me parece que el tema deba 
tener la importancia que se le está dando porque, reitero, el artículo 311 de la Ley N” 16.226 es aplicado 
constitucional y legalmente por la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR GAMOU-- Para no extender la discusión, quiero decir que como se estableció en más de una 
oportunidad por parte de la Suprema Corte de Justicia que era inconstitucional, traje la sentencia que 
va a ser adjuntada a la versión taquigráfica para que se vea que en su momento no fue declarado 
inconstitucional; pero es una decisión que tomaremos los Representantes Nacionales. 


SEÑOR ASTLI.- Voy a realizar algunas consultas simplemente para hacer una composición de lugar y, 
luego, cuando nos corresponda evaluar la posibilidad de modificar o no el texto aprobado por el 
Senado, poder actuar con mayor conocimiento. 


En primer lugar, supongo que la creación de un Juzgado en San Carlos -tan requerida por las fuerzas vivas 
del lugar- descongestiona el trabajo de los Juzgados radicados en la capital del departamento de Maldonado. 
Por tanto, quisiera saber si hay posibilidades -teniendo en cuenta la descongestión que ocurrirá al localizar 
algunos asuntos, por razones geográficas, en el Juzgado de San Carlos-, con la cobertura de los cargos 
técnicos que existen en los Juzgados de Maldonado, poder subsanar las deficiencias que manifestaban los 
señores Ministros con respecto a los cargos técnicos del Juzgado de San Carlos. 


En segundo término, en el Presupuesto Nacional, hace un año -a través de palabras de quienes representaban 
en ese momento a la Suprema Corte de Justicia; algunos están presentes- se reconocía que luego de mucho 
tiempo se había obtenido del Poder Ejecutivo la posibilidad de una importante creación de cargos, que eran 
los que coincidían en el proyecto presentado por la Suprema Corte de Justicia con el enviado por el Poder 
Ejecutivo. Esto constituyó una modificación muy importante. Entendíamos que, de alguna manera, se había 
cubierto las necesidades que exigía la Suprema Corte de Justicia para las distintas creaciones de cargos, 
incluyendo no solo la de 2006 sino la de 2007 y Ejercicios siguientes. Por tanto, consulto, ¿cuál ha sido el 
motivo de desequilibrio entre los casos y las sentencias que tenían los distintos Tribunales de Apelaciones en 
materia civil, de familia y laboral como para que un año después haya que rever esas solicitudes de creación 
de cargos para un nuevo Tribunal en materia laboral? 


Por último, con respecto al artículo 43 aprobado por el Senado, comparto algunas expresiones vertidas en 
Sala acerca del hecho de haber incluido en el artículo 29 de la Ley N* 17.930 a los funcionarios 
comprendidos en los organismos del artículo 220 y, por lo tanto, al Poder Judicial. Me refiero a que el 

inciso que se refiere a la cesación de renuncias y que se presenta por este régimen requerirá la evaluación 
previa de la Oficina Nacional del Servicio Civil y del Ministerio de Economía y Finanzas; estaba pensado 
exclusivamente para los funcionarios de la Administración Central. Si la Cámara de Representantes 
solucionara este tema -para que quede constancia en la versión taquigráfica quiero aclarar que no estoy 
tomando posición personal ni sectorial y mucho menos partidaria, sino simplemente tratando de ayudarnos a 
pensar- dando facultades a la Suprema Corte de Justicia en relación con la evaluación y aceptación de la 
renuncia que presenten sus funcionarios, podríamos subsanar el problema. Repito: esta no es la solución que 
propongo; simplemente creo que podemos tenerla en cuenta cuando discutamos el tema. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- En cuanto a la posibilidad de cubrir cargos técnicos en el Juzgado de San 
Carlos con los funcionarios técnicos de los Juzgados Letrados radicados en Maldonado, la respuesta 
tiene que ser muy honesta: no sabemos qué carga de trabajo tendrá el Juzgado de San Carlos y los 
Juzgados de Maldonado están al borde de la exigencia del servicio; están con los márgenes máximos de 
prestación de servicio. Seguramente bajarán, pero no sabemos en qué medida. 


Con respecto a por qué se reclama o se solicita ahora la creación del Tribunal de Trabajo y el adelantamiento 
de la creación de cinco sedes letradas en el interior de la República para el año 2007, previstas en el 
Presupuesto para el año 2008, la respuesta es que ha habido un incremento general de la demanda de 
servicios del orden del 5% global. Además, porque en la instancia presupuestal las solicitudes de creación se 
habían hecho sobre una base mínima en función de la negociación que en aquella oportunidad tuvimos con el 
equipo económico y que luego se trasladó al Senado de la República acordándose postergar y reducir al 
máximo posible las creaciones de cargos en beneficio de las retribuciones. 


En cuanto a la situación que se plantearía a través del artículo 43 y sin ingresar al tema de la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad para no prejuzgar siquiera, creemos que si la sugerencia que hace el 
señor Diputado fuera recogida el problema de constitución estaría saneado, pero quedaría pendiente el tema 


de la conveniencia, fundamentalmente pensando en los cargos de Magistrados, que son de imprescindible 
existencia. 


SEÑOR ASTI.- No solo planteé subsanar la inconstitucionalidad, sino que a través de la respuesta de 
los servicios técnicos de la Suprema Corte de Justicia también se definiera el tema de la conveniencia; 
es decir que la renuncia se pudiera aceptar o no en función de la conveniencia del servicio. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Comparto el planteamiento. Sin duda, se podría generar alguna situación 
conflictiva entre quienes reclamen acogerse al régimen del incentivo y aquellos que se lo nieguen. 


SEÑOR POSADA.- Advierto que en la hipótesis que planteaba el señor Diputado Asti se salvaría uno 
de los aspectos de la inconstitucionalidad, pero quedaría presente el que refiere a la inexistencia de 
iniciativa por parte del Poder Ejecutivo, lo cual es claramente violatorio de lo que establece el segundo 
inciso del artículo 86, que requiere la iniciativa privativa del Poder Ejecutivo al establecer algún tipo 
de compensación de esta naturaleza. 


SEÑOR IBARRA.- Voy a formular una serie de preguntas, lo que no significa adoptar posición, ya que 
inevitablemente tendremos que reunirnos en la bancada y hacer las consultas del caso. 


Se han tratado diferentes temas y se ha puesto énfasis en algunos de ellos; inclusive, más allá de lo que dice 
el mensaje del organismo, sobre algunos artículos no se ha hablado ni en el Senado ni en la Cámara de 
Representantes. Inclusive, en la Cámara de Representantes, aquellos artículos que no tendrían costo 
simplemente se enumeraron, no se hablaron. Creo que es bueno tener la información en esta Comisión para 
poder decidir posteriormente. 


Se ha puesto énfasis en lo relativo a defensores de oficio, que es un tema recurrente en el Parlamento desde 
hace muchos años. También se ha puesto énfasis en el artículo 43, que fue elaborado por los compañeros 
Senadores y al respecto se plantean dudas de carácter constitucional, sobre las que habrá que encontrar una 
solución. 


Se ha hablado de la propuesta que hace la Suprema Corte de Justicia sobre la creación, transformaciones y 
supresiones de cargos. Estuve sacando una cuenta aproximada de cuánto significaba eso -con esto no me 
estoy expidiendo sobre el tema-, y equivale casi a $ 18:000.000, que serían aproximadamente US$ 700.000 o 
US$ 800.000 anuales. 


Se ha hecho referencia al artículo 14, que tiene que ver con el Juzgado de San Carlos. Como se dijo acá, es 
un tema que también se trató en el Presupuesto Quinquenal. Cuando se crea un cargo de Juez Letrado de 
Primera Instancia para ese Juzgado y cuando se asigna por parte de los Senadores una partida de $ 180.000 
con destino a la contratación de arrendamiento para un local para ese Juzgado -que además estaba incluido en 
el Mensaje del Poder Judicial; creo que era el artículo 20-, habrá que ver si es posible o no trasladar personal 
de otras localidades como Maldonado y resolver todos esos signos de interrogación que se plantean. 


Concretamente, pediría -porque está dentro de las potestades de los parlamentarios al tratarse de un 
organismo del artículo 220 de la Constitución de la República- que se mencione y se argumente sobre los 
artículos que no tienen costo. Según la versión taquigráfica, lo que dijo en el Senado el señor Director 
General, doctor Elbio Méndez, fue que los artículos serían el 8%, el 16, el 19, el 24, el 25 y el 27. A mí me 
gustaría tener la opinión de ustedes y escuchar los argumentos. 


Para evaluar lo resuelto por el Senado me interesaría saber qué opina la Suprema Corte de Justicia -creo que 
no se hizo o quizás me distraje un momento y no escuché- sobre el contenido del artículo 121 votado en el 
Senado, que contiene varios ítems de una partida de la tasa creada por ley, del tema de la deuda con el Banco 
de la República y una erogación. 


SEÑOR MÉNDEZ..- Efectivamente, tal como señalaba el señor Diputado, los artículos que mencioné en 
la Cámara de Senadores son los que no tienen costo. De todas maneras, y aprovechando la 
oportunidad, para no distorsionar demasiado la intervención del Poder Judicial, quiero señalar en 
especial dos artículos, si los señores Diputados me permiten esta digresión frente a la pregunta. Uno es 


el artículo 1”, que sí tiene un costo pero que nos encargamos en el Senado de señalarlo y también lo 
hicimos en la instancia en que se trató el Presupuesto Quinquenal. Es aquel que proveería de los fondos 
para la cobertura de la cuota mutual de los funcionarios del Poder Judicial una vez que los recursos 
extrapresupuestales complementan lo recaudado por la tasa. Cuando se crea el beneficio, también se 
crea la tasa con la cual se financia una parte de la cuota mutual. Cuando estos recursos 
extrapresupuestales se extingan -porque de acuerdo a la evolución así va a ocurrir-, quedaremos sin 
recursos para por lo menos financiar parte de la cuota mutual de los funcionarios. Digo parte porque 
hay una tasa que está recaudando y lo está haciendo en los niveles que era de esperar. Así como dijimos 
en el Senado en la etapa de Presupuesto, ahora lo reiteramos en la Comisión de la Cámara de 
Diputados: no estamos recaudando el 100% de lo necesario. 


Pido disculpas por lo que acabo de explicar porque no es lo que preguntaba el señor Diputado, pero era algo 
que quería mencionar. 


Ahora voy a comenzar con aquellos artículos que no tienen costo. Como dijimos en el Senado, 
efectivamente, el artículo 8 para nosotros es muy importante a efectos del correcto funcionamiento del Poder 
Judicial y allí solicitamos la autorización para la presupuestación de los funcionarios contratados en el 
Escalafón R), que es el que se ocupa de los temas informáticos del Poder Judicial, con tres años de 
antigúedad ininterrumpida al 31 de mayo de 2006, según el proyecto de la Suprema Corte, y en la medida en 
que ello no implique un incremento de los créditos presupuestales, según reglamentación dictada por la 
Suprema Corte. Para que no quedaran dudas se estableció expresamente que esto no podía implicar un gasto 
a través de la frase "en la medida que no implica incremento". No tiene por qué implicarlo, pero de todas 
maneras está hecha la salvedad. ¿Por qué digo que es importante a los efectos de nuestro funcionamiento? 
Porque eso equipara la situación de estos funcionarios con la de otros funcionarios del organismo, ya que les 
da certeza, que la tienen porque es un contrato de función pública del que nunca se ha pensado en prescindir. 
Pero en la medida que no tiene costo y que es una señal de estabilidad a los funcionarios -más allá, reitero, de 
que el contrato que usufructúan hoy es estable-, entendemos que es una herramienta importante para ir 
equiparando la situación de los funcionarios, tomando además iguales situaciones que fueron atendidas en la 
instancia presupuestal, por ejemplo, para funcionarios administrativos. 


El artículo 16 establece lo que para el Poder Judicial requiere solucionarse en el corto plazo. En su momento, 
cuando se crea el cargo de Director Nacional de la Defensa Pública queda pendiente la creación del cargo de 
Subdirector Nacional de la Defensa Pública, que estaba ligado a que quedara vacante el cargo de coordinador 
que desempeña actualmente un funcionario técnico del Poder Judicial, que en los hechos está cumpliendo la 
función de Subdirector. Naturalmente, no sabemos cuándo se va a producir esa vacante porque dependerá de 
la voluntad del funcionario para retirarse o de que llegue el momento de su retiro por causal jubilatoria. En 
cualquier caso estimamos que no va a ser una solución ni siquiera a mediano plazo; es un hombre joven que 
deseamos que esté muchos años más en el Poder Judicial. En consecuencia, lo que procura este artículo es 
que, creándose el cargo de Subdirector, se dé la posibilidad de que se llame a concurso y se lo provea. 
Obviamente, concursos son concursos, y así lo decía yo en el Senado, y de resultar ganador de ese concurso 
el actual titular del cargo de coordinador, quedará vacante y se suprimirá. De allí vendrá el no costo de esta 
creación. El costo no existe en función de cuál sea el resultado del concurso. Si no fuese ese funcionario 
quien accediera al cargo, obviamente seguirá desempeñando su cargo técnico y otro será el Subdirector. Pero 
lo que está planteando aquí el Poder Judicial es la necesidad de corregir una situación que hoy nos está 
dificultando el correcto funcionamiento de un cargo de confianza que se crea, que depende directamente de la 
Suprema Corte de Justicia y que ordena y establece junto con la Suprema Corte lo que es la política de la 
Institución con relación a la defensa pública. 


En cuanto al artículo 19, lo que pretende desde hace tiempo el Poder Judicial es lo siguiente. La norma 
expresa: "Los créditos presupuestales correspondientes a recursos con afectación especial (Fondos Propios de 
Libre Disponibilidad) del Poder Judicial serán reajustados al 1* de enero y 1* de julio de cada año hasta 
alcanzar igual monto que la recaudación registrada en el semestre anterior a esas fechas". ¿Por qué? Porque 
más allá de la recaudación que tengamos, a nosotros se nos habilita un crédito inferior. En consecuencia, si 
recaudamos cien pero tenemos habilitado cincuenta, solo podemos gastar cincuenta. Aquí pedimos que se nos 
actualice ese crédito a lo efectivamente recaudado, es decir, que si recaudamos cien podamos utilizar cien. En 
un presupuesto exiguo como el del Poder Judicial es obvio que la utilización de fondos de libre 
disponibilidad nos permite algún pequeño oxígeno, aunque nunca es el suficiente. 


¿Por qué decimos que no implica costo? Porque el Poder Judicial lo está recaudando y ese dinero está, pero 
no lo podemos usar. Obviamente que nadie va a pedir que se nos habilite lo que no recaudamos. 


Pido excusas a los Ministros de la Corte, pero preferiría casi no ahondar en el artículo 24, y debo decir que no 
implica costo. Digo que preferiría no ahondar porque ha generado rispideces cada vez que lo hemos tratado 
con las Comisiones de las dos Cámaras. El Poder Judicial no pretende invadir la esfera de competencia de 
nadie, pero quiere ser escuchado y consultado cuando se adoptan por vía legal medidas que van a impactar 
directamente sobre nuestro funcionamiento en todos los ámbitos: desde el estrictamente técnico jurisdiccional 
y en el que a mí me compete, que es el de los recursos. Si se establecen nuevas obligaciones a cargo del 
Poder Judicial sin los recursos presupuestales correspondientes o sin las habilitaciones de créditos 
correspondientes, complica nuestro funcionamiento. Lo que se pretende con esta norma es una instancia de 
consulta. 


Es cierto que la Suprema Corte de Justicia puede hacerse escuchar y puede pedir ser recibida, y lo ha hecho 
más de una vez; lo único que se pretende es establecer un mecanismo que no dañe la independencia de 
ninguno de los Poderes y que haga norma la consulta cuando los temas tienen directamente que ver con el 
Poder Judicial. Esto es para que la Suprema Corte de Justicia -serán los Ministros o en lo referente a los 
recursos seremos nosotros-, desde el punto de vista técnico jurisdiccional pueda decir qué necesita en 
paralelo con la norma que se sanciona para poder cumplir a satisfacción lo que quiere el legislador. En el 
fondo, la voluntad del legislador puede ser una, pero si no tenemos los recursos tal vez en la práctica no se 
pueda cumplir a cabalidad lo que quiso el legislador al sancionar la norma. 


El artículo 25 pretende solucionar una dificultad de funcionamiento que tenemos en el interior. Allí, los 
Actuarios tienen que subrogar -otra función parecida a la del Registro de Estado Civil- al Registro Público de 
Comercio, dependencia del Ministerio de Educación y Cultura. Cuando en algunas dependencias del interior 
los funcionarios del Ministerio son también escasos o hay alguna dificultad por licencia, por enfermedad, 
etcétera, es el Actuario quien debe subrogarlos y hacerse cargo de esa función. Obviamente, nuestros 
funcionarios están recargados con las tareas propias; si siguen cumpliendo tareas ajenas al Poder Judicial, 
más recargados estarán. Con esta norma se pretende que el Actuario no tenga más la responsabilidad de 
asumir ese contralor que es del notariado, del Registro y, por lo tanto, de los Registros que dependen del 
Ministerio de Educación y Cultura. 


El artículo 27 dice que no podrán efectuarse traslados en comisión o designaciones en cargos de particular 
confianza que recaigan en funcionarios del Poder Judicial salvo que se habiliten previamente créditos 
suficientes para efectuar nuevas contrataciones. El señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia y creo 
que los demás Ministros ya mencionaron cuáles son las dificultades al hablar de la necesidad de los 
funcionarios administrativos. No hablo de los funcionarios técnicos porque hay normas que impiden su salida 
en comisión. Con esto se pretende colaborar con otros organismos que requieran nuestros funcionarios, pero 
queremos tener como contrapartida la posibilidad de contratar un funcionario de igual jerarquía, cargo y 
función en lugar de aquel que se va en comisión. Lejos de no colaborar, lo que pretende el Poder Judicial es 
poder hacerlo sin detrimento de su servicio. Decía en el Senado que hasta ahora tenemos alrededor de treinta 
funcionarios en comisión y en cargos de particular confianza, y que hasta el momento se ha podido 
sobrellevar; pero si seguimos aumentando el número va a ser imposible. El Poder Judicial trata de colaborar 
en la medida de sus posibilidades sin afectar el servicio y hasta donde puede. Entonces, dice que cuando 
empiece a afectarse el servicio deja ir al funcionario y a cambio solicita que se le habilite un crédito que le 
permita reponerlo con uno de igual categoría. 


Quiero mencionar un último artículo que tiene que ver con la habilitación del crédito. El artículo 23 dice: 
"Autorízase la habilitación del crédito presupuestal de inversiones, financiación 1.2 'Recursos con Afectación 
Especial' del Poder Judicial, correspondiente a la venta del inmueble padrón N* 4.793, por un monto total de 
$ 7:424.788.- (pesos uruguayos siete millones cuatrocientos veinticuatro mil setecientos ochenta y ocho).- La 
vigencia de esta norma será a partir de la promulgación de la presente ley". 


Esta es una situación que estamos conversando con el Ministerio de Economía y Finanzas. Por lo tanto esta 
instancia es muy válida hasta para poner una salvaguarda a este artículo en el caso de que la Cámara 
decidiera incorporarlo. 


¿Qué pretende este artículo? Salvar una observación de Jurídica, de Contaduría -no vamos a decir si lo 
compartimos o no desde el punto de vista legal- relativa a una resolución del Directorio del Banco de la 


República que autorizó que el producido de la venta de ese inmueble no se destinara a la cancelación del 
préstamo que en su momento se había otorgado para la construcción del Palacio de Justicia y que por 
excepción se destinara a invertirlo en obra edilicia del Poder Judicial. Jurídica observa que el Banco no pudo 
haber dado esa autorización porque la ley establece que el Poder Judicial, con el producido de todos sus 
activos, deberá ir amortizando el préstamo. De aprobarse este artículo se sanea la observación de Jurídica 
porque el legislador estaría diciendo que por este caso puntual y especial el Poder Judicial podrá utilizar ese 
dinero. Parte del dinero está depositado. Digo parte porque por otra discusión que hay con la Intendencia 
Municipal de Montevideo en cuanto a si somos sujetos pasivos de determinada tasa o impuesto, el comprador 
hizo una retención hasta que se dilucide con la Intendencia si eso se debe pagar o no; me refiero al Impuesto 
a las Trasmisiones Inmobiliarias. Lo que el comprador abonó está depositado y el Poder Judicial otra vez no 
puede utilizarlo. Hubo una negativa de parte de la Contaduría y no podemos usar esos recursos. 


Queremos aprovechar esta instancia para dejar de manifiesto que estamos en vías de poder lograr un acuerdo 
con el Ministerio de Economía y Finanzas -había una sugerencia planteada por el doctor Gutiérrez- para 
incorporar un agregado que dijera "sin perjuicio de los eventuales adelantos que el Ministerio de Economía y 
Finanzas pudiere efectuar". Si nosotros pedimos esta habilitación y en el medio el Ministerio nos habilita un 
millón, dos millones o tres millones, estaríamos recibiendo más de lo que debemos. Lo que debemos recibir 
es esto y no más. En consecuencia, de recogerse esa iniciativa debería decir "con descuento de los eventuales 
adelantos que el Ministerio de Economía y Finanzas pudiere efectuar". 


El artículo 121 dice: "Asígnase al Inciso 16 Poder Judicial una partida anual de $ 42:262.500 (pesos 
uruguayos cuarenta y dos millones doscientos sesenta y dos mil quinientos) por el período 2007-2009, 
Financiación 1.1 'Rentas Generales', con destino a obras edilicias y equipamiento de los inmuebles sede del 
Organismo.- La tasa creada por el artículo 358 de la Ley N” 16.320, de 1” de noviembre de 1992, pasará a 
denominarse 'Timbre Infraestructura Judicial' y su producido se verterá a Rentas Generales, dejando de 
percibirse el 31 de diciembre de 2010.- Autorízase al Ministerio de Economía y Finanzas a convenir con el 
Banco de la República Oriental del Uruguay la cancelación de la deuda que mantiene el Poder Judicial por 
concepto del préstamo destinado a la construcción del Palacio de Justicia.- Deróganse el inciso segundo del 
artículo 359, los artículos 362, 363, 365 de la Ley_N* 16.320, de 1” de noviembre de 1992 y el artículo 478 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996". 


Esto se enmarca en una propuesta que realiza el Poder Ejecutivo a la Suprema Corte de Justicia. Luego de 
analizarla, desemboca en la firma de un convenio mediante el cual el edificio denominado Palacio de Justicia, 
que iba a ser sede de dependencias judiciales, pasa a la órbita del Poder Ejecutivo. A cambio, se establece que 
el Poder Judicial recibirá esta suma de dinero expresada en este artículo para invertirla en obras edilicias y en 
equipamiento. 


¿Qué se pretende con eso? Se pretende ir centralizando -en centros de justicia especializados por materia en 
la medida de lo posible- dependencias que hoy están dispersas en la ciudad de Montevideo. 


¿Por qué se dice que la tasa creada por el artículo 358 pasa a denominarse Timbre de Infraestructura Judicial? 
Porque el Palacio de Justicia deja de ser tal y, en consecuencia, el Timbre que se había creado para amortizar 
el préstamo del Banco deja de recaudar, y por eso se habilita al Ministerio de Economía y Finanzas a la 
cancelación de la deuda que el Poder Judicial mantiene con el Banco por concepto de préstamo. El doctor 
Rodríguez Caorsi me acota que el destino del Timbre nunca fue para el Poder Judicial; iba al Banco de la 
República para cancelar el préstamo que se había invertido en la obra del edificio Plaza Independencia. 
Obviamente, no se trata de un dinero que el Poder Judicial manejara para su funcionamiento, porque iba para 
la amortización del préstamo. 


Estábamos considerando el tema de la cancelación y el cambio de nominación. ¿Por qué cambia la 
nominación? Porque el Poder Ejecutivo habilita un crédito al Poder Judicial por esta cifra que espera 
recaudar con el Timbre de Infraestructura Judicial. El destino de este timbre el Poder Judicial lo deberá volcar 
necesariamente a este mejoramiento edilicio en Montevideo, que implicará la culminación de las obras del 
edificio ex DGI, ubicado en Rondeau y Valparaíso, donde hoy funcionan los Juzgados de Familia 
especializados en Violencia Doméstica. Hoy ese edificio está cerrado; hay que reacondicionarlo y allí se 
trasladarán dependencias que la Suprema Corte de Justicia oportunamente determinará, pero suponemos que 
serán las que tienen que ver con toda la temática de la familia. Sabemos que todas no podrán ser albergadas 
allí por una razón de espacio, pero en zonas muy cercanas estarían la Defensoría que tiene que ver con la 


materia y los Juzgados de Familia no especializados y especializados. Pasaría algo similar con la Justicia 
Penal, que quedaría en un cuasi centro entre dos sedes. Me refiero a la manzana delimitada por Buenos Aires, 
Bartolomé Mitre, Reconquista y Juan Carlos Gómez, donde hoy funciona parte de la Justicia Penal. El resto, 
que está en la calle Misiones, más los Tribunales Penales se alojarían allí, manteniendo la calle Misiones y 
esa manzana como sede de Justicia Penal. Luego habría algunos otros movimientos que la Corte debe 
terminar de analizar. No sabemos si es la Corte la que va a definir qué dependencias se trasladan o cambian 
de sede para conformar un Centro de Justicia Civil en el ex edificio ONDA. Allí funcionarían los Tribunales, 
los Juzgados Letrados de la. Instancia en lo Civil. Estoy explicando a dónde desembocaría la centralización 
de las distintas sedes por materia. 


De esta manera, todo quedaría mucho más organizado y lograríamos economías a escala. Si bien el doctor 
Rodríguez Caorsi me acota que el edificio ONDA no entra en esta negociación -es cierto; no se deben 
confundir los recursos que tienen que ver con una obra y con otra, porque el de ONDA está financiado en su 
totalidad por los recursos presupuestales-, sí tiene que ver en cuanto a lo que el acuerdo implica, que es 
infraestructura u obras edilicias del Poder Judicial. Estamos procurando que Montevideo tenga Centros de 
Justicia por familia. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Gamou) 


SEÑOR IBARRA.- Creo que la información que se nos ha brindado ha sido muy completa, sobre todo 
con relación al artículo 221. A veces se hacen negociaciones o hay acuerdos y conversaciones fuera de 
versiones taquigráficas, por lo que nos cuesta mucho obtener las motivaciones por las cuales se 
redactan determinados artículos. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Quiero aclarar que esta no fue una negociación en la etapa del tratamiento 
parlamentario; fue una negociación previa a la instancia del ingreso de la Rendición de Cuentas al 
Senado entre el Poder Ejecutivo y los Ministerios de Transporte y Obras Públicas y de Economía y 
Finanzas, que fueron los que promovieron la iniciativa que llegó a la Corte. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- El artículo 43 hace referencia a los funcionarios que se acogieran al 
retiro incentivado y a que se eliminan las vacantes. En el artículo 17 del Presupuesto Nacional 
encontramos una disposición que establece ese criterio y 17 excepciones a esa norma. No sé si la 
aspiración de la Suprema Corte de Justicia es que se la excepcionara en este caso. 


Me acotan que en el artículo 43 no hay establecido ningún elemento que indique que se eliminan las vacantes 
y, además, no se hace mención al artículo del Presupuesto; solo hace referencia a lo comprendido en la ley. 
Quisiera que se nos aclarara esto, para tenerlo como un elemento a considerar para una posible solución al 
problema. 


SEÑOR MÉNDEZ.- La aclaración que voy a hacer es pertinente, porque el cargo no se suprime. 
Ocurre que cuando el funcionario quiere acogerse al beneficio -de ser este aceptado por el organismo 
de que se trate; en este caso, estamos hablando por el Poder Judicial, pero le va a pasar a todos-, el 
artículo 42 establece: "Sustitúyese el inciso sexto del artículo 29 de la Ley _N” 17.930, [...] por el 
siguiente: 'Del total de las retribuciones nominales sujetas a montepío de quienes hayan optado por 
acogerse al presente régimen, el 65% [...] se destinará al pago del incentivo de retiro, el 35% [...] se 
habilitará en el Objeto del Gasto 092 'Partida Global", a efectos de financiar la reformulación de las 
estructuras previstas en el artículo 6” de la presente ley.- Finalizado el período de pago o acaecida 
algunas de las causales de cese del beneficio previstas en el inciso cuarto'" -es el caso en que se 
cumpliere 70 años, etcétera- "'la partida correspondiente será restituida al Grupo 0 'Servicios 
Personales", Objeto del Gasto 092 "Partida Global'". 


¿Qué sucede? Mientras el funcionario que hasta por cinco años puede ser beneficiario de esta disposición se 
lleva el 65% del sueldo, por cada uno que se va nos quedamos con un tercio de funcionarios a contratar. Eso, 
partiendo de la base de que este 35% -esto no está muy claro acá- nos queda en una partida global con 
posibilidad de que hagamos contratos de función pública. Tengo algunas dudas que se deberán aclarar, pero 
en el mejor de los casos, suponiendo que podamos disponer de algo, podremos disponer de un 35%; quiere 
decir que quedaría un tercio de funcionarios. Si se van 200, hay que dividir entre 3, y será muy claro con 


cuántos funcionarios nos vamos a quedar. El doctor Gutiérrez me acota que para los Jueces es imposible, 
porque si se va un Juez tiene que entrar otro. Ha sido clamor popular que haya Juzgados aquí y allá, pero si 
incentivamos a los funcionarios para que se vayan, lo que estaremos haciendo será suprimir Juzgados, porque 
de cada tres Jueces podremos quedarnos con uno. Por eso digo que desde el punto de vista de los Magistrados 
es algo insostenible y desde el punto de vista de los cargos técnicos también, porque de un Actuario nos 
quedaríamos con un tercio; los funcionarios administrativos, que son más, nos dificultarán enormemente el 
funcionamiento. 


Vamos en una especie de descenso en el nivel de gravedad: primero Magistrados, segundo funcionarios 
técnicos, y tercero funcionarios administrativos. Siempre estaríamos quedando con 35% para contratar. Por 
eso decimos que no se suprime. 


Luego el organismo recuperará, cuando se produzca la jubilación del funcionario porque ha llegado a los 
setenta años de edad o porque transcurrieron los años que prevé la norma, y nos vuelve íntegro el recurso 
presupuestal, pero no sabemos si esto podrá suceder dentro de dos, tres o cinco años. ¿Qué pasará en el 
ínterin? 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Si no entendí mal, necesitarían que se reintegrase el dinero 
correspondiente a las personas que se acogieran al incentivo. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Habría dos opciones. Una podría ser que el Poder Judicial incluido -lo planteo 
como hipótesis; es muy difícil porque sería una diferencia irritante-, no pierda recursos presupuestales. 
La otra posibilidad es exceptuar al Poder Judicial -me parece que es la más fácil- y no incluirlo en este 
régimen de incentivos. Creo que esto sería mucho más sano y objetivo que establecer una excepción a 
favor del Poder Judicial. Esto lo digo de atrevido, porque es una decisión de los señores legisladores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que nos ha quedado claro a todos que cuando se referían a que se 
"suprime la vacante", técnicamente se suprime la vacante por la imposibilidad de cubrirla con el 35% 
del sueldo. 


Agradecemos la presencia de la delegación de la Suprema Corte de Justicia. 
(Se retira de Sala la delegación de la Suprema Corte de Justicia) 


(Ingresan a Sala el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y asesores) 


La Comisión da la bienvenida al Ministro de Trabajo y Seguridad Social, señor Eduardo Bonomi; al 
Director General, señor Gabriel Castellá; a la Adscripta a la Dirección, doctora Elena Tejera, y a las señoras 
asesoras técnicas en administración Teresa Belvedere y Verónica Tassino. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Es muy poco lo que en esta Rendición 
de Cuentas se refiere a nuestro Ministerio. Tenemos tres o cuatro artículos particulares y estamos 
comprendidos en los artículos 3” y 50, que hacen referencia a la renovación de flota y a los cargos de 
alta especialización, que inicialmente afectaban exclusivamente a nuestro Ministerio pero luego se 
extendieron en forma general. 


Los artículos particulares son muy sencillos. Uno es el artículo 76, que se refiere a la Dirección Nacional de 
Empleo y a la Dirección Nacional de Coordinación en el Interior. Hasta ahora se deben elegir los Directores 
dentro del personal del Ministerio y aquí se plantea que estos cargos sean de particular confianza en la 
medida en que estamos priorizando esas dos tareas y entendemos conveniente que se pueda designar a quien 
se considere necesario sin la mencionada limitación. Esto no significa que vaya a haber cambios con la 
aprobación de este artículo; no los vamos a hacer, pero pensamos que en el futuro quien esté al frente del 
Ministerio debería poder designar dichos cargos en esas condiciones. 


El artículo 94 tiene que ver con los vales de alimentación, que desde 1985 en adelante se han financiado de 
distintas maneras y entendemos que deben regularizarse. 


El artículo 95 establece la salarización de los proventos, lo que a nuestro juicio es conveniente. Se lleva el 
provento a un nivel salarial de $ 8.850. 


SEÑORA TEJERA.- Los principales artículos que nos afectan serían los artículos 94 y 95. 


Mediante el artículo 94 queremos ordenar financieramente la partida que estaba destinada al pago de tique de 
alimentación, porque no hay una norma jurídica que una las dos partidas que se están dando en el Ministerio. 


Con respecto al artículo 95, debo decir que se logró un acuerdo con los gremios del Ministerio en el sentido 
de derogar las normas que establecían el Fondo de Participación y de salarizar una partida fija. De ese modo 
se evitarían inconvenientes en el futuro, sobre todo con los ingresos -por ejemplo en la regularización por 
aplicación del artículo 7” de la Ley N* 17.930 en lo relativo a los pasantes-, porque en ese caso el Fondo de 
Participación se dividiría entre más funcionarios, generando una disminución en lo que percibían los 
anteriores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recordamos a los señores Diputados que el motivo de esta convocatoria es 


para referirse a la Rendición de Cuentas y al Balance de Ejecución Presupuestal. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Por supuesto, atendiendo el señalamiento del señor Presidente, que es 
absolutamente de orden y de carácter reglamentario, vamos a ceñirnos al análisis del proyecto que la 
Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda, está considerando, tanto en sus contenidos 
como -eso no es estar fuera de tema- en sus omisiones, sus faltantes. 


Queremos consultar al señor Ministro porque tenemos pendiente su comparecencia a la Comisión de 
Legislación del Trabajo donde, por supuesto, con mayor amplitud podremos hablar de distintas aristas 
relacionadas con su Cartera. 


Quisiera enfocarme en el análisis de la situación de la Inspección General del Trabajo. El señor Ministro 
concurrirá próximamente a la Comisión de Legislación del Trabajo por una serie de denuncias formuladas 
por el sindicato vinculadas con distintos aspectos, que van desde situaciones de eventual persecución sindical 
que se estarían viviendo en este organismo, hasta cuestiones presupuestales, que es a las que en este 
momento me referiré en forma muy concreta. La Asociación de Inspectores de Trabajo viene reclamando 
algunos aspectos que el propio Gobierno comparte -nos consta-, referidos a objetivos a alcanzar, que son de 
carácter presupuestal y administrativo. 


El señor Ministro se ha expresado en la Comisión de Legislación del Trabajo, este año y el año pasado, en 
cuanto a la situación que vive esta dependencia, que en estos momentos se caracteriza por una falta de 
recursos humanos, materiales y económicos importante, por una insuficiencia salarial -por lo menos, esa fue 
la expresión que utilizaron los trabajadores cuando comparecieron a la Comisión- y una eventual promesa o 
expectativa que había generado la actual Administración de iniciar un proceso de recuperación salarial. 
Asimismo, en estos momentos, esta situación de la Inspección General del Trabajo se caracteriza por una 
ausencia de programas de capacitación y de profesionalización de los Inspectores; reitero, esto es lo que 
sostiene el sindicato de los Inspectores, y así consta en la versión taquigráfica de una reciente reunión de la 
Comisión de Legislación del Trabajo. 


Con relación a todos estos aspectos, como a lo que se vincula con la estabilidad laboral de los Inspectores, 
respecto de lo cual el país vendría incumpliendo los convenios internacionales de la OIT -no ahora sino desde 
hace muchos años-, el Gobierno ha dicho que estaría dispuesto a solucionar o regularizar la situación de 
muchos Inspectores. Todo ello describe una situación que hemos compartido con el señor Ministro -me 
consta que al señor Ministro le preocupa, no de ahora sino desde el año pasado-, que había generado en 
nosotros y en nuestra bancada parlamentaria la expectativa de que se pudiera contemplar en esta instancia de 
la Rendición de Cuentas ya que no había ocurrido en la Ley de Presupuesto Nacional aprobada el año pasado; 
evidentemente, no ha ocurrido. 


Por la intervención del señor Ministro y por la sola lectura del proyecto que está analizando la Comisión es 
claro que en los pocos artículos vinculados con el Inciso "Ministerio de Trabajo y Seguridad Social" la 


Inspección General del Trabajo ha sido la gran olvidada en esta instancia presupuestal. Esto no quiere decir 
que no exista una oportunidad en el futuro. 


Quiero saber cuál es la idea del señor Ministro, del Poder Ejecutivo, con relación a estos temas que están 
pendientes de definición y que motivaron, como le consta al señor Ministro, planteamientos muy duros de la 
casi totalidad de los Inspectores en cuanto, reitero, a la relación laboral en general, pero específicamente a la 
situación presupuestal. No me refiero solo al punto de vista salarial, sino también a los medios para trabajar, a 
los vehículos para concretar las inspecciones y a los insuficientes programas de profesionalización y 
capacitación. 


Mi pregunta se centra, por un lado, en la constancia de lo que era nuestra expectativa de que se empezara a 
trabajar en esta Rendición de Cuentas, lo que no se cumplió, y, por otro, cuándo y en qué momento el Poder 
Ejecutivo piensa o tiene previsto empezar a recuperar la situación de un organismo que, a nuestro juicio, es 
vital -como me consta lo comparte el señor Ministro- desde el punto de vista de la vigencia de los derechos 
laborales, de la fiscalización de las condiciones de trabajo, de las condiciones de seguridad e higiene laboral, 
etcétera. 


Me parece que se trata de un tema de enorme envergadura, y por eso lo queríamos plantear en la Comisión, 
aprovechando la presencia del señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Quiero hacer dos aclaraciones. 


En primer lugar, se me convocó a la Comisión de Legislación del Trabajo para una fecha; quedé en ir en esa 
fecha y quienes me convocaron me dijeron que no fuera, que me convocarían para otra fecha. Todavía no me 
han convocado y por eso no he ido. 


En segundo término, quienes hablan de persecución sindical son los trabajadores de la Inspección que están 
sindicalizados. Creo que esto es un error enorme; no hay persecución sindical. Cometen una injusticia 
enorme porque no acusan al Ministerio de cometer persecución sindical, sino a la Inspectora General. 


En el Ministerio existe la licencia gremial y quien la firma es el Director General; continuamente está 
firmando licencias gremiales. Los Inspectores han manejado que plantearían como objetivo y como 
reivindicación que se discutiera de acuerdo con la Ley de Fueros, pero no lo han planteado. Estoy esperando 
que lo hagan porque en el acuerdo que se está alcanzando respecto de la reglamentación de la Ley de Fueros 
en el Consejo de Salarios se establece media hora de licencia por cada trabajador. Si así se reglamenta, 
probablemente haya muchas menos horas de licencia que ahora. Entonces, como entiendo que la actividad 
sindical no tiene que servir para no cumplir con los contratos de trabajo ni con las obligaciones de la función 
pública, me parece mucho mejor reglamentarla. 


En cuanto a la acusación a la Inspectora General -lo he dicho en la prensa y en todos lados-, me parece una 
infamia. La Inspectora General fue la Presidenta del sindicato, al que renunció en 2004, cuando en medio de 
un conflicto con la Administración anterior no se inspeccionaban las obras en construcción ni en el puerto. La 
señora Inspectora entendía que esos eran los lugares donde existían mayores problemas y riesgos laborales, 
mayores riesgos de vida, y si las obras seguían adelante sin la inspección de los andamios, aumentarían esos 
riesgos. 


Renunció al sindicato, pero siguió siendo la Presidenta de la Asociación Iberoamericana de Inspectores de 
Trabajo, cargo al que renunció cuando fue nombrada Subinspectora General porque entendía que era un 
cargo político incompatible con una responsabilidad gremial. 


Me consta que no ejerce ninguna persecución sindical. Quiero dejar claro por lo menos mi opinión; podrá 
haber otras: discutámoslas. No Creo que los mismos que dicen eso están convencidos de que no hay ninguna 
persecución sindical. Me sentía obligado a hacer esa aclaración. 


Respecto a la Inspección, el artículo 3” de la Rendición de Cuentas plantea en forma general la renovación de 
flota y abarca al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Nuestra intención respecto a la renovación de flota 
consiste en adquirir camionetas cuatro por cuatro porque se nos dificulta el acceso a las estancias, a la 


forestación y a las minas de amatistas en Artigas; se puede llegar, pero con dificultades. Esas camionetas las 
necesitamos y están contempladas en la Rendición de Cuentas. 


En el Presupuesto habíamos introducido la necesidad de contar con 33 Inspectores más y 7 funcionarios 
técnicos y eso no está previsto en la Rendición de Cuentas porque está en marcha el concurso para llenar los 
cargos sin necesidad de incluirlos en este proyecto. Probablemente, los concursos se hagan la semana 
próxima o la otra en el Cilindro Municipal, porque se han inscrito más de 1.400 aspirantes a ejercer esos 
cargos. Quienes se anotaron para cargos técnicos están altamente especializados y también cuentan con muy 
buena capacitación quienes se anotaron para los otros cargos. 


En el Presupuesto se aprobó la exclusividad de los Inspectores de Trabajo y quedó pendiente su 
instrumentación. En este momento está abierto un intercambio con los trabajadores y contamos con el 
asesoramiento de quienes participaron en la reestructura de la DGI. No es un tema sencillo; hay funcionarios 
que entienden que no les sirve la exclusividad por lo que este tema todavía se está discutiendo, así como el 
sueldo que haga posible esa exclusividad. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Yo le había hablado al señor Ministro de los programas de 
capacitación y de la regularización de los Inspectores que no están en condiciones del todo regular, es 
decir que no están presupuestados en el organismo. No sé si eso está previsto en la instancia que 
maneja el señor Ministro del llamado público que se está efectuando. Ahí estriba uno de los reproches 
que la OIT ha formulado al país desde el punto de vista del incumplimiento de dos convenios 
internacionales, como le consta al señor Ministro. También me interesaba saber cuáles son las 
previsiones que el Ministerio tiene en esa materia. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No estamos previendo la integración 
total y formal al Ministerio porque se concretó con el Presupuesto. Se ha regularizado la integración de 
todos los funcionarios del Ministerio en el Presupuesto. 


Respecto a la capacitación, tuvimos dos visitas el mes pasado: la de una asesora de la OIT y la de un 
funcionario altamente especializado del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la República 
Argentina -también consultor de la OIT- para organizar los cursos de capacitación. En el día de ayer 
solicitamos cooperación y capacitación a la OIT para esos cursos, y algo más que capacitación a España, con 
la que tenemos un convenio de cooperación; hace algún tiempo estuvimos hablando con la señora 
Subsecretaria de Trabajo y Asuntos Sociales, que es la especialista en Inspecciones de Trabajo y hace uno o 
dos meses nos volvimos a encontrar y acordamos esta cooperación, que ayer terminamos de definir. Esto se 
va a hacer cuando tengamos los 33 nuevos Inspectores que resulten del concurso. Esto no está en la 
Rendición de Cuentas porque lo estamos resolviendo con lo que se aprobó en el Presupuesto. 


SEÑORA TEJERA.- Quería agregar que hay diez Inspectores que fueron incorporados de PLUNA al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que tienen contrato de función pública. En 2001 tuvieron la 
posibilidad de ser presupuestados, pero no lo fueron porque implicaba una disminución en sus salarios. 
Quizá lo hagan ahora con la aprobación de esta ley de Rendición de Cuentas porque hay un artículo 
con carácter general que permite presupuestar a los contratados sin disminución salarial. Son los 
únicos Inspectores que quedaron sin presupuestar. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Creo que ha sido muy ilustrativa y valiosa la información del señor 
Ministro y de la delegación que lo acompaña. 


Quiero dejar una constancia con relación a un tema en el cual el señor Ministro se internó y que yo 
simplemente mencioné a modo de introducción ya que vamos a seguir analizándolo en el ámbito de la 
Comisión especializada, y que tiene que ver con las denuncias de persecución sindical, que han sido muy 
concretas. Desde la oposición no debemos subestimarlas, en la medida en que entendemos que están 
formuladas por una organización representativa, porque la Asociación de Inspectores de Trabajo, que agrupa 
a alrededor de 79 Inspectores, representa a más del 90% de los Inspectores. Lo mencionamos al pasar, pero 
ya que el señor Ministro desestimó esas denuncias y respaldó explícitamente a la Inspectora General -está en 
su derecho-, queremos dejar constancia de que seguiremos discutiendo este tema con el señor Ministro en la 
instancia que corresponda. 


Es cierto que él estuvo convocado a la Comisión de Legislación del Trabajo y que esa reunión se suspendió. 
También es cierto que hace más de dos meses que el señor Ministro manifestó su propósito de comparecer 
con regularidad a la Comisión de Legislación del Trabajo y desde esa oportunidad no concurre, con la 
salvedad que acaba de formular. 


(Diálogos) 


—— Quisiera hacer una consulta adicional que tiene que ver con el aspecto salarial. El señor Ministro hace 
referencia a la reglamentación de la exclusividad que se aprobó en la Ley de Presupuesto. Sin embargo, 
cuando los Inspectores comparecieron a la Comisión de Legislación del Trabajo expresaron su insatisfacción 
con las respuestas que el Ministerio ha venido proporcionando con relación a este aspecto de la recuperación 
salarial. No sé si para el Ministerio la exclusividad termina de satisfacer o resolver el tema de la recuperación 
salarial de los Inspectores o si, en todo caso, los Inspectores, frente a esa circunstancia, no se dan por 
satisfechos ya que estuvieron en la Comisión el 1” de agosto y la Ley de Presupuesto está vigente desde 
mucho antes. En todo caso, hay una diferencia en los términos de la reglamentación. Me parece importante 
conocer eso y es la duda adicional que quería dejar formulada. 


SEÑOR BENTANCOR.- Quiero hacer una pequeña aclaración 


Si bien el colega señala que el señor Ministro había planteado su intención de visitar periódicamente a la 
Comisión y expresa que, de alguna forma, eso no se pudo concretar, creo que debemos decir todo. Esto es: el 
Ministro estaba convocado con día y hora concretas, y a pedido del señor Presidente de la Comisión, que lo 
entrevistó junto con otros compañeros -no sé sí, inclusive, habrá participado el señor Diputado Pablo Abdala- 
para formularle prácticamente las mismas interrogantes, se suspendió la comparecencia a la Comisión debido 
a los festejos para homenajear a Aparicio Saravia que se iban hacer a la semana siguiente. Entonces, el tema 
que nos acuciaba, como podía ser el de las denuncias y para el cual ya estaba anunciado que iba a venir el 
señor Ministro, probablemente acompañado de la Inspectora General de Trabajo, ha quedado pendiente pero 
por una cuestión nuestra, no del señor Ministro. Fue por una definición de la Comisión en función de que, 
estando fijados el día y la hora, el señor Presidente de la Comisión nos planteó que se cambiara la invitación. 


Debemos dejar esto claro en honor al registro correcto de los hechos concretos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado clarísimo. 


Como Presidente, voy a proceder de la siguiente manera: en lugar de borrar de la versión taquigráfica todas 
las referencias que no tienen nada que ver con la Rendición de Cuentas, voy a enviar una copia de la versión 
taquigráfica a la Comisión de Legislación del Trabajo. 


Volviendo al tema que nos convoca, cedemos la palabra al señor Diputado Ibarra para que, posteriormente, el 
señor Ministro pueda contestar las preguntas referidas a la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR IBARRA.- El señor Ministro y la señora Tejera explicaron el contenido del artículo 95 en 
general en cuanto a la partida anual con cargo a Rentas Generales y la compensación mensual de 
$ 8.850 que se otorgará a los funcionarios del Ministerio. 


Quiero destacar efectivamente este tema porque, en oportunidad de concurrir el equipo económico, hicimos 
algunas preguntas, sobre todo en lo relacionado con la Oficina Nacional del Servicio Civil, en cuanto a la 
reforma de los recursos humanos, a la reforma del Estado en lo que tiene que ver con el tema escalafonario, 
salarial y personal. 


Decíamos -así se manifestó por parte de varios integrantes de la Comisión- que desde el punto de vista de la 
administración del Estado estábamos ante una situación bastante caótica en todos los Ministerios sin 
excepción, y también en algunos Organismos del Artículo 220, Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados. En ese sentido, en aquel momento decíamos que en determinada oportunidad se nos había 
informado que existían cerca de cuatrocientas partidas complementarias al sueldo. La prueba está en que 
cuando tomamos un recibo de un funcionario público, vemos que hay una lista bastante extensa de partidas 
complementarias. 


Creo que a través de este artículo 95 estamos comenzando a innovar, a producir los cambios que 
correspondan, ya que salarizar esta partida referida al fondo es algo sumamente importante porque asegura al 
trabajador, al funcionario, una cantidad mensual concreta y estable, y a la Administración Pública le da 
determinadas seguridades en cuanto a las erogaciones que debe hacer mensualmente. 


Estoy seguro de que el Gobierno, los distintos Ministerios y las distintas organizaciones del Estado harán el 
máximo esfuerzo para tratar de continuar por este camino que, de alguna manera, inicia el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Al menos, hasta el momento eso no lo he visto en otro Ministerio. 


Con respecto a la Rendición de Cuentas de 2005, hemos seguido con mucha atención un organismo que 
dentro del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tiene un valor impresionante desde el punto de vista de la 
función que cumple y debe cumplir. Concretamente, me refiero a la DINAE y a la Junta Nacional de Empleo, 
que desde hace muchos años han tenido una serie de insuficiencias en los recursos y que, en este momento en 
que el Estado está abocado a capacitar a los ciudadanos para que tengan mayores posibilidades de lograr 
fuentes de trabajo, puede cumplir un papel importante y, sin duda, va a desarrollar su función con gran 
eficiencia. 


Me gustaría que el señor Ministro y sus asesores se refirieran al tema, es decir, cuál es la situación actual, qué 
cambios se han producido y cuál es la perspectiva inmediata en cuanto al funcionamiento de la DINAE y de 
la Junta Nacional de Empleo. 


El último punto, también referido a la Rendición de Cuentas e, inclusive, al Presupuesto quinquenal -si mal 
no recuerdo, creo que es su artículo 7*-, tiene que ver con una resolución que se adoptó por parte de este 
Poder Legislativo, a propuesta de los organismos del Poder Ejecutivo, relacionada con la regularización de 
los becarios y pasantes en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Sabemos que había un número 
importante e interesante de becarios y pasantes en ese Ministerio. Entonces, quisiera saber cuál es la situación 
actual. 


Sin duda, deben estar funcionando o, quizás, ya terminaron de funcionar las Comisiones bipartitas. Quisiera 
saber si se ha logrado la regularización de ese personal que estaba en carácter de becario y pasante, y si las 
Comisiones bipartitas han culminado su función o bien siguen trabajando sobre el tema. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En primer lugar, me voy a referir a 
los salarios de los Inspectores. 


Hay que recordar que nuestro Estado tiene ciento setenta años de formación. Se ha formado y deformado 
durante ciento setenta años, y en los últimos veinte hemos tenido gente que ha venido al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social proveniente de distintos organismos como, por ejemplo, ANSE, AFE, PLUNA e 
INA, y cada cual vino con su salario; no vino a percibir el salario del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social sino el suyo. Esto ha llevado a que en distintas reparticiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, pero particularmente en la Inspección, haya trabajadores que cumplen la misma función y tienen 
distintos salarios. Esto pasa en todo el Estado. Como dije, es producto de años de formación de este Estado. 


En nuestro caso, los Inspectores, cumpliendo una misma tarea, tienen distintos salarios. Entonces, se trata de 
dos discusiones: una es la de cómo llegamos a igual función, igual remuneración, y la otra, cuál es el salario 
que permite la exclusividad. En el caso de los Inspectores es probable que lleguemos a una unificación, 
porque cuando se pida la exclusividad se tiene que unificar el salario; tal vez el proceso sea más rápido que 
en el resto, porque al resolver cuál es el salario de la exclusividad, quienes cumplan la misma función tendrán 
el mismo salario 


Entonces, la primera discusión, que es sobre la diferencia salarial, también va a quedar de lado, pero se trata 
de cuestiones distintas. Esto no es algo que podamos resolver enseguida, ya que la génesis de esto no fue de 
un año y medio, sino de muchos años. 


Por otra parte, como los problemas del Estado no se agotan en esta Rendición de Cuentas ni en el 
Presupuesto aprobado anteriormente, se ha planteado una reforma del Estado, global, democrática, etcétera. 
Y se trata, precisamente, de tener el mismo salario si se cumple la misma función, sin apuntar a la 


exclusividad de ningún sector. Esto forma parte de la discusión de la reforma del Estado, no de la Rendición 
de Cuentas, porque no tenemos los instrumentos para resolverlo. 


Por último, creo que dije que lo que está en discusión con los propios funcionarios es saber cuál es el salario 
que permite la exclusividad; no hay nada acordado, ni rechazado, ni establecido. Entonces, la discrepancia no 
puede ser con el salario planteado, sino con el ritmo de la discusión, y el ritmo que estamos planteando es 
este. Pensamos que es bastante rápido, fundamentalmente en función de cómo estaba la situación cuando 
iniciamos la gestión. 


SEÑOR MACHADO.- Con respecto al diagnóstico de la situación de caos que menciona el señor 
Diputado Ibarra, quisiera saber qué pasos ha dado el Ministerio en función de corregirla. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Precisamente iba a responder una 
pregunta relacionada con la gente que no estaba regularizada. En el Presupuesto entraron ochenta y 
seis pasantes, cuarenta y cinco becarios que regularizaron la situación, lo cual ayuda de alguna manera 
a establecer un criterio más homogéneo. También quedaron regularizados cuatro arrendamientos de 
obra 


Por otra parte, creo que ello está respondido en la reflexión anterior. Se trata de resolver que a igual función 
haya igual remuneración, pero nosotros no podemos hacer eso de un día para otro. Acabo de decir que ese es 
uno de los puntos que está incluido en la discusión acerca de la reforma del Estado. Además, la situación a 
que refiere el señor Diputado Ibarra es generalizada, no exclusiva del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. Entonces, resolver eso requiere de una discusión general, que está planteada como la reforma 
democrática del Estado. 


En cuanto a la Dirección Nacional de Empleo y a la Junta Nacional de Empleo, el año pasado, cuando 
concurrimos a este ámbito para reflexionar sobre la Ley de Presupuesto, hablamos de las modificaciones que 
queríamos establecer en la DINAE, planteándonos tres rumbos, que son: los servicios públicos de empleo, la 
capacitación profesional y el trabajo con empresas. Decíamos que con respecto a los dos primeros puntos, la 
DINAE estaba en condiciones de trabajar, ya que tenía una experiencia anterior bastante rica al respecto, si 
bien entendíamos que había que cambiar la orientación de los cursos tratando de orientarlos hacia aquellos 
oficios y empleos que tuvieran posibilidades reales de desarrollo, a través de la protección del mercado de 
trabajo, del observatorio del mercado de trabajo y la coordinación de los distintos observatorios, mediante el 
que se establezca en la Dirección Nacional de Empleo. Se trata de orientar los cursos hacia lo que surja de 
ahí. Es decir que se trata de cambiar la orientación, teniendo en cuenta que hay condiciones para establecer 
con claridad esa función en la DINAE. 


También notábamos posibilidades de concretar los servicios públicos de empleo, la coordinación, la 
intermediación entre la oferta y la demanda, utilizando todos los sistemas que en este momento estamos 
tratando de desarrollar entre las cámaras empresariales, los sindicatos y nosotros, a través de algunas 
experiencias que se están llevando adelante en el interior del país vinculadas con las Intendencias. También 
están los servicios públicos de empleo. Todo esto hace a lo que es la intermediación entre la oferta y la 
demanda de mano de obra. 


Sin embargo, con el tercer rumbo teníamos mayores dificultades, porque la DINAE no tenía mucha 
experiencia en el trabajo con la formación y asesoramiento de empresas. Si bien durante el Gobierno anterior, 
en el tramo final, se firmó un convenio con Italia Lavoro y con la OIT y, además, se estableció el Programa 
REDEL, este no fue operativo hasta marzo de 2005 aproximadamente. El Programa REDEL prevé 
experiencias piloto de asesoramiento de empresas, lo cual sería un comienzo, pero muy pequeño. En este 
momento, se está haciendo en Paysandú, en Treinta y Tres y en la zona oeste de Montevideo, y como está 
dando resultados, hay otros Intendentes que piden que se haga una experiencia parecida. Pero solo como 
DINAE teníamos limitaciones, y lo que hemos hecho ahora es contratar a un funcionario que se encarga de la 
reorganización de ese nuevo servicio de asistencia a empresas, y estamos en un proceso que ha avanzado más 
en las cosas concretas que ha hecho hacia afuera que en lo que logró reorganizar hacia adentro, hasta ahora. 
Creo que todavía hay bastante más por hacer. Esto no quiere decir que no se haya hecho, pero creemos que se 
debe profundizar. 


En esta experiencia de la reforma del Estado hemos hecho otra experiencia piloto que llevó adelante la OPP y 
la Oficina Nacional de Servicio Civil con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, estudiando su 
funcionamiento. Estamos en proceso, pero de ahí van a surgir nuevos elementos que hacen a la pregunta, que 
no puedo adelantar ahora porque entendemos que hay propuestas y elementos nuevos a introducir. Reitero 
que estamos en proceso. Creo que el trabajo ha mejorado. 


La otra parte de la pregunta tiene que ver con la JUNAE, que creo tiene dificultades estructurales para 
funcionar. Tenía un capital que era producto del aporte de trabajadores y empresarios, y había una deuda del 
Estado, que creo ha disminuido pero no se ha solventado por completo; tiene problemas porque tiene una 
estructura que depende del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. No puede resolver si no es por 
unanimidad, pero como ha habido enfoques distintos, a veces va más lento de lo que debería. En el marco del 
desarrollo de la negociación colectiva, que ha mejorado, también ha mejorado el relacionamiento dentro de la 
JUNAE. Sin embargo, creo que uno no debe darse por satisfecho ni mucho menos, sino que debe seguir 
profundizando y mejorando. 


SEÑOR GANDINL.- He escuchado varias referencias al inciso tercero del artículo 95 y a la salarización 
de los proventos. Al mismo tiempo, he escuchado varias referencias a la reforma del Estado. Creo que 
de la lógica surge que una partida de este volumen económico en este momento no parece ser lo más 
oportuno. A mi juicio sería una herramienta muy interesante para la reforma del Estado. En primer 
lugar, porque este es un tema que abarca a toda la Administración. Me refiero a que en toda la 
Administración hay funcionarios que complementan sus remuneraciones salariales con proventos, y no 
solamente en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En segundo término, porque esta partida 
puede ayudar a encontrar soluciones y caminos que equiparen iguales tareas. Sé que la idea de hoy no 
es esa sino incorporar lo que ya están percibiendo por un concepto, y hacerlo de manera regular. Pero 
parece bastante lógico que esta decisión se tomara en el marco de una reforma global, general, en la 
que operen otras consideraciones. Me gustaría saber si no han pensado en dejarlo para ese momento, 
cuando se haga la reforma democrática del Estado. No sé muy bien a qué se refiere ese calificativo de 
"democrática"; debe de haber reformas antidemocráticas. Sería bueno saber si el Ministerio considera 
que esto puede ser un elemento interesante de manejar en ese momento. 


La segunda pregunta está referida al artículo 41, que es de carácter general. Aquí también alguno de los 
asesores del señor Ministro hizo alguna referencia y aprovecho para preguntar. El artículo 41 refiere a que los 
funcionarios que desempeñen funciones contratadas de carácter permanente en varios Incisos, pasarán a 
ocupar cargos presupuestados del grado de ingreso del respectivo escalafón. ¿No es de buena técnica y 
evitaría problemas especificar que pasarán a ocupar cargos presupuestados del grado y serie de ingreso del 
respectivo escalafón, tal como lo establece el resto de la legislación? Lo digo porque hay distintas series, y en 
el ingreso sería bueno establecer con claridad que esos funcionarios van a pasar a incorporarse a cargos 
presupuestados del último grado del escalafón, como aquí se establece, pero también de esa serie. Si fuera de 
diferente serie y no lo especificáramos, podríamos estar generando algunos problemas. Quizás esta sea una 
pregunta para formular a la Oficina Nacional del Servicio Civil cuando comparezca ante esta Comisión, pero 
como se hizo alguna referencia y este Ministerio estuvo incluido en esta disposición, aproveché la ocasión 
para hacerla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa que adelantamos la concurrencia de las autoridades de la 
Corte Electoral para no terminar tan tarde. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En cuanto a la primera pregunta, 
cuando trabajamos en el Presupuesto varios Ministerios tratamos de recorrer el camino de solucionar 
aquello de a igual función, igual remuneración. Finalmente quedamos en que eso lo dejábamos para 
más adelante por el mismo razonamiento que hace el señor Diputado Gandini en el sentido de que este 
tema debía tener una solución general. En cada Ministerio los proventos tienen distinto monto, es 
distinto lo que se recauda y lo que se reparte: 55% para remuneraciones y 45% para gastos. Esto 
también va en función de que la recaudación va, en su totalidad, a Rentas Generales. Establecemos la 
regularización salarial del provento. En este caso no es igual en todos los organismos del Estado; son 
distintos los proventos, es distinto lo que se recauda, es distinto lo que se cobra, y no solo como 
provento, por lo que es más difícil dar una solución general. 


Nosotros teníamos funcionarios que cobraban $ 2.500. Entonces, la salarización del provento es muy 
importante para el trabajador. Aunque el monto sea el mismo o similar, no es lo mismo cobrarlo como 
provento que como salario, tanto por el aguinaldo como por los créditos que saca con el recibo de sueldo. Es 
distinto. 


Entonces, en combinación con la OPP y con la Oficina Nacional del Servicio Civil no utilizamos el mismo 
criterio de ir hacia igual función, igual remuneración, por la vía general, sino que en el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social hicimos una especie de experiencia piloto, como estamos haciendo en cuanto a la 
discusión de la reforma del Estado. Esa ha sido la razón. Entiendo que se podría haber resuelto de otra 
manera; esta fue una opción. 


SEÑORA TEJERA.- El artículo 41 es de carácter general y creo que la Oficina Nacional del Servicio 
Civil podrá detallarlo mejor que nosotros; este no fue un artículo redactado por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro y de su equipo de asesores. 
(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Corte Electoral) 


Es un honor para esta Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda recibir a tan distinguida 
delegación de la Corte Electoral integrada por su Presidente suplente, doctor Matías Rodríguez, por el 
Vicepresidente, doctor Renán Rodríguez, por los Ministros, doctor Alberto Maschwitz, señor José Mario 
Orlando, señor Edgardo Martínez Zimarioff, doctores Jorge Salvo y Wilfredo Penco, la Directora de 
Contaduría, contadora Beatriz Barbato, el Subdirector, contador Marcelo Rubio y el Técnico 1, señor Daniel 
Pereyra. 


De acuerdo a nuestra metodología de trabajo, solicitamos que efectúen una breve exposición, y se refieran 
concretamente a los artículos aprobados en la Cámara de Senadores relativos a la Corte Electoral y, por 
supuesto, también a los artículos de Rendición de Cuentas enviados por ese organismo en el marco de las 
facultades que le concede la Constitución de la República. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Si nos refiriéramos solamente a los artículos aprobados por la Cámara de 
Senadores, creo que entraríamos y nos iríamos, en la medida en que solamente fue aprobado un 
artículo. Se trata de una norma interpretativa sobre la que algunos integrantes de la Corte Electoral y 
algún legislador podían tener dudas de si se refería o no a la Corte Electoral, pero que, en definitiva, 
permitía despejar todo tipo de dudas. Estoy hablando del artículo 13 que refiere a certificados 
relacionados con el estado civil de las personas, que expide la Corte Electoral y sobre el que había una 
disposición en la Ley de Presupuestos que establecía que solo podían ser expedidos por la Dirección del 
Registro del Estado Civil, siendo que la Corte Electoral -simplemente para insistir en la defensa de este 
artículo- dispone de una serie de datos filiatorios de las personas de los que no dispone la Dirección del 
Registro del Estado Civil y a la que, precisamente, presta auxilio la Corte Electoral en muchos casos en 
que dicha Dirección le pide información. Entonces, en la medida en que podía ser afectado el que la 
Corte Electoral expidiera ese tipo de certificaciones, se aclara, con carácter interpretativo, que la Corte 
Electoral no se encuentra comprendida o alcanzada en el artículo 261 de la_Ley de Presupuestos 
N” 17.930. 


Esa fue la única norma aprobada en la Cámara de Senadores con respecto a los artículos proyectados por la 
Corte Electoral en la Rendición de Cuentas. 


La Corte Electoral había proyectado unos doce artículos más para ser incluidos en la Rendición de Cuentas, 
que son los que considerábamos imprescindibles a los efectos del mejor funcionamiento de la Corte y para 
regularizar algunas situaciones que entendíamos debían ser solucionadas. Por ejemplo, en el artículo 1* se 
creaban algunos cargos que no hacían más que reconocer la situación de funcionarios que están contratados 
en forma permanente en la Corte Electoral desde hace muchos años. A través de este artículo se les permitía 
alcanzar la calidad de funcionarios presupuestados. Por supuesto, esto no tiene ningún costo en la medida en 


que se trata de funcionarios que hoy están contratados y pasarían a tener retribuciones similares a las que hoy 
están recibiendo. 


El artículo 2” -que está relacionado con el 3* y el 4* y por esa razón los deberíamos analizar en bloque- se 
refería a unos ajustes en lo que hace a la tabla de sueldos de los funcionarios de la Corte. Voy a referirme al 
costo total de estos tres artículos relacionados, que es de $ 49:675.000. Se establece una nueva estructura 
escalafonaria y se determinan los grados que compondrán los distintos escalafones y las tareas que deben 
desarrollar los funcionarios electorales, en la medida en que se considera que tienen un grado alto de 
especialización en lo que hace a la generalidad de la Administración pública. 


En el artículo 5” se destinaba una partida a los efectos de cubrir la cuota mutual de los funcionarios. Hay 
reparticiones de la Administración pública cuyos funcionarios ya tienen este beneficio. Este artículo tiene un 
costo de $ 13:185.000. 


Por su parte, el artículo 6” no tiene costo. Se prevé que los recursos extrapresupuestales, de los cuales hoy la 
Corte tiene libre disponibilidad, puedan ser destinados en su totalidad tanto para gastos e inversiones y hasta 
un 50% para el pago de un incentivo que alcanzará a los funcionarios presupuestados y contratados que 
presten servicios efectivamente en el organismo. Se fijaba un límite: dicho incentivo no podrá superar, por 
funcionario, el 25% de sus retribuciones sujetas a Montepío, excluida la prima por antigiijedad. Insisto: la 
Corte tiene la libre disponibilidad de estos recursos extrapresupuestales y, por supuesto, hoy no los puede 
destinar a mejorar la retribución de sus funcionarios. Entonces, lo que se estaba permitiendo con este artículo 
era destinar una parte de ello a retribuciones de los funcionarios, con un límite que se había fijado en la 
propia disposición. 


El artículo 7” proyectado por la Corte preveía un incremento en el fondo con el que se atiende la prima por 
asiduidad, lo que tenía un costo de $ 7:310.000. Con el transcurso del tiempo la prima por asiduidad ha 
perdido su función de estímulo y ha quedado muy rezagada; era una forma de estimular la asistencia de los 
funcionarios para que las inasistencias no provocaran distorsiones en el funcionamiento del organismo. 
Entendimos que si bien con esto se iba a retribuir a los funcionarios por su mayor asiduidad, también es 
necesidad para el funcionamiento del organismo contar con una asiduidad continua de sus propios 
funcionarios. 


Me acota el señor Ministro Maschwitz que quedaba un aumento de $ 1.000 por trimestre para cada 
funcionario. 


En el artículo 8* se preveía algo que no tiene costo -que también fue previsto en todos los Presupuestos y 
Rendiciones de Cuentas-, es decir, la facultad para la Corte Electoral de racionalizar la estructura orgánica de 
sus oficinas. Esta norma no lesiona ninguno de los derechos de los funcionarios y para la Corte Electoral 
sería de enorme utilidad, en la medida en que sus Oficinas Centrales y las Oficinas Electorales 
Departamentales constituyen unidades independientes. Tanto es así que la Oficina Electoral Departamental de 
Montevideo es una unidad independiente. Esto ha sido de enorme importancia porque en el interior del país, 
ya sea por retiro de funcionarios, por renuncias o por jubilaciones, nos hemos encontrado con Oficinas 
Electorales que quedaban desmanteladas. Por lo tanto, reestructurar los servicios ha sido la mejor solución 
que hemos encontrado, inclusive sin tener que proveer vacantes, pero sí trasladando cargos de unidades 
independientes de la Corte hacia otras unidades. De esta forma se pudo reforzar determinados departamentos 
que quedaban con personal muy exiguo, que hacía imposible organizar las elecciones. 


Insistimos en que este artículo 8* no tiene ningún costo y es para la Corte Electoral una herramienta 
fundamental. 


El artículo 9” es muy importante para nosotros, pues trata de poner fin a una práctica que hasta ahora existe. 
En cada oportunidad en que la Corte Electoral debe atender un acto de adhesión a un referéndum, un 
referéndum, un plebiscito o cualquier otro acto, debe solicitar fondos que son acordados a través de una ley o 
por vía administrativa. Lo mismo ocurre con las tareas de inscripción cívica. La Corte pretendía dar cierta 
permanencia a esta asistencia que da el Tesoro Nacional -ya sea directamente por vía administrativa o a 
través de una ley- previendo un monto de forma tal que pudiera nutrir la realización de estos actos y, al 
mismo tiempo, disponer la extensión horaria de sus oficinas sin que los funcionarios pierdan algunos de los 
beneficios que perciben normalmente. 


A nuestro juicio, este artículo es de suma importancia. En el pasado ha ocurrido que la Corte inicia sus tareas 
para organizar los actos electorales y los fondos le son entregados con mucho retraso. Esto siempre crea 
incertidumbre entre los funcionarios porque se les pide un esfuerzo extraordinario y una extensión horaria 
con fondos que la Corte no tiene; en principio se les dice que eso se hace con horas a compensar. Los 
funcionarios comienzan a trabajar y a veces lo hacen durante dos o tres meses simplemente por la posibilidad 
de que sea retribuido con horas a compensar, sin que podamos pagar es mayor carga horaria. Pero llega un 
momento en que ellos resienten sus posibilidades de permanecer más tiempo trabajando de esa forma, porque 
les ocasiona otros gastos que la Corte no puede retribuir, en la medida en que los fondos no han sido votados 
en forma genérica. Esto tiene un costo que, en definitiva, es lo que el Estado tendría que estar dando a la 
Corte cada vez que se realiza este conjunto de actos; el costo sería de $ 71:380.705. 


SEÑOR MASCHWITZ.- A vía de ejemplo, puedo decir que con la última elección realizada en el 
Banco de Previsión Social, el decreto a través del cual se otorgaban fondos a la Corte Electoral para 
atender este acto y la autorización para realizar extensión horaria fue aprobada en los primeros días 
de marzo, a veinte días de la elección. Durante dos o tres meses los funcionarios trabajaron -como 
decía el Vicepresidente-, esperando el decreto y la autorización para realizar horas extras, con la 
promesa de que si la ley y el decreto se aprobaban, percibirían lo que correspondería a ese trabajo 
extra que realizaron, reitero, durante dos o tres meses, con jornadas de doce horas diarias, inclusive 
sábados y domingos. 


Por lo tanto, es fundamental que se otorgue esta facultad genérica a la Corte para realizar esta extensión 
horaria en todos los actos electorales. 


La segunda parte de este artículo prevé la posibilidad -es una aspiración del gremio de la Corte Electoral, que 
hemos hablado y negociado durante mucho tiempo- de que se aumente la permanencia a la orden en forma 
igualitaria para todos. Se trataría de una suma de $ 4.000 por mes; con este aumento de permanencia a la 
orden, que la Corte reglamentaría, se podría realizar extensión horaria sin tener que pagarla adicionalmente. 
Reitero que se pagarían $ 4.000 por mes y después no cabría la posibilidad de pagar horas extras. En 
definitiva, hay una doble posibilidad: seguir con el régimen de horas extras o incrementar la permanencia a la 
orden. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Con respecto al artículo 10” quiero decir que en estos momentos la Corte 
Electoral no tiene personal que ocupe cargos de Auxiliar II -o es muy escaso- y es indispensable que 
cuente con él. A través del artículo se crean diez cargos de Auxiliar II y el costo es de $ 1:600.000 
aproximadamente. 


En el artículo 11 la Corte preveía el incremento del crédito para las inversiones que se habían establecido en 
el Presupuesto Nacional; se trata de inversiones que la Corte entendió que eran medidas, pero que fueron 
recortadas en la Ley de Presupuesto. Esto tiene un costo de $ 19:212.000. 


El artículo 12 se complementa con la disposición a la que hicimos referencia, y es para solventar los gastos 
de las elecciones previstas en el calendario constitucional o legal. Allí se prevén las partidas que son 
necesarias para la elección universitaria, para la elección de ANEP, para las elecciones internas de los 
partidos políticos, para la elección nacional, para la segunda elección, y nuevamente para la elección 
universitaria. Esto abarcaría desde el 2007 hasta el 2009, y tiene un costo de $ 173:800.000. En definitiva, 
esto es lo que se vota para la Corte Electoral para realizar estos actos. 


Como ya he manifestado, el artículo 13 fue el único aprobado en el Senado. 


Aprovecho la ocasión para hacer referencia a dos cuestiones. La Comisión tiene a estudio un proyecto de ley 
enviado por el Poder Ejecutivo que tiene fecha 28 de agosto de 2006 y para la Corte Electoral es urgente su 
aprobación. En los últimos años, la Corte Electoral ha visto reducido su personal y, al mismo tiempo, más 
allá de que tenía la posibilidad de llenar vacantes, no lo ha hecho, sino que ha realizado un esfuerzo por 
tecnificar el organismo a través de la informatización de todos sus servicios. Eso le ha permitido funcionar 
con menos personal. Entre esas tareas la Corte se propuso informatizar todo lo que hace al archivo y fichero 
donde se archiva -valga la redundancia- la información relacionada con las solicitudes de carta de ciudadanía. 
En estos momentos es información muy utilizada, fundamentalmente por aquellos que realizan trámites para 


saber si sus ascendientes en algún momento tramitaron la ciudadanía legal uruguaya, a efectos de poder optar 
por la ciudadanía o la nacionalidad de otros países. Quienes requieren esa información no son solo 
particulares sino también las oficinas consulares que están en el país. 


Estos ficheros a lo largo del tiempo se han confeccionado con fichas móviles. Este trabajo anteriormente era 
realizado por el entonces Ministerio de Instrucción Pública, el Poder Judicial y el Ministerio del Interior, y 
allá por el año 1928 hubo una ley que se lo encomendó a la Corte Electoral. En la medida en que estos 
ficheros están compuestos por fichas móviles y no constituyen un universo cerrado, son muy riesgosos en 
cuanto a la información que uno da, porque si falta una ficha sinceramente no se denota, por lo cual uno 
puede informar que no existen antecedentes y no sería algo fidedigno. 


La Corte tiene planteado informatizar esto y ha comenzado a trabajar con sus funcionarios en ese sentido, 
porque es muy poco serio para todo el Estado en general estar dando una información que trasciende 
fronteras y que puede no ser exacta, no por mala voluntad de los funcionarios sino, por ejemplo porque en 
algún momento una ficha se colocó fuera de su lugar. Todo esto implica informatizar un trabajo que llevó a 
cabo en el transcurso de más de cien años. Hay que volcar todo esto en un banco de datos informático para de 
ahí en más desarrollarlo informáticamente. Esto supone realizar un trabajo más allá del habitual de la Sección 
Ciudadanía, para lo que es necesario contar con más personal. Ese mayor personal sería de la propia Corte, 
que se dedicaría en horas extraordinarias a realizar este trabajo. Se trata de un personal que la Corte ha 
seleccionado después de haber realizado pruebas de suficiencia; es decir: ha elegido a los mejores, a aquellos 
que hacían el trabajo de mejor calidad y en menos tiempo. Aquí no ha intervenido ningún factor que no sean 
estos dos que he mencionado. 


El Poder Ejecutivo ha entendido que la realización de este trabajo estaba bien fundamentada y, por eso, 
tienen a consideración un proyecto de ley, que solicitamos sea aprobado a la brevedad en la medida en que 
los funcionarios ya han comenzado esta tarea y por ahora la están haciendo con horas a compensar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este proyecto de ley está en la Comisión de Presupuesto, que también 
presido. El problema es que toda esta semana hemos estado con reuniones integradas con la Comisión 
de Hacienda, pero dada la particular situación que el Presidente de la Corte Electoral ha manifestado y 
que es de recibo, he hablado con los miembros de la Comisión y no tenga dudas de que en el correr de 
la semana próxima haremos una sesión especial para aprobar dicho proyecto. Inmediatamente lo 
estaríamos aprobando en la Cámara y lo enviaríamos al Senado. Como esto está siendo registrado por 
la versión taquigráfica, confíen en que será así. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- La Corte y sus funcionarios estarán muy contentos con esta noticia. 


Quiero plantear una inquietud que no incluimos en el proyecto de Rendición de Cuentas, pero se refiere a 
algo con lo que contábamos. Estoy hablando a título personal porque debido a que se adelantó nuestra 
comparecencia aquí no pude consultar a mis compañeros de la Corte. 


De acuerdo con la Ley N* 17.296, de Presupuesto, la Corte tenía la posibilidad de distribuir entre los 
funcionarios las economías que tuviera por vacantes a determinada altura del año, después de que se 
comprobara que no fueron llenadas -ese era un poco el objetivo que teníamos; es decir: seguir funcionando 
con menos personal pero tecnificando el organismo-, de forma de estimularlos, precisamente porque estamos 
trabajando con menos personal. En forma sorpresiva y sin previo aviso, la Ley N* 17.556, de Rendición de 
Cuentas, nos congeló al año 2001 ese crédito y la suma que podemos redistribuir entre los funcionarios ya no 
era la totalidad de las economías generadas por vacantes que, reitero, teníamos mucho cuidado en no llenar 
para no afectar los ingresos de los funcionarios. 


Esto no estaba previsto en la Rendición de Cuentas, pero si se derogara el inciso segundo del artículo 18 de la 
Ley N* 17.556, la Corte estaría en condiciones de redistribuir entre sus funcionarios todas las economías por 
vacantes. En este momento serían unos $ 3:000.000 más al año, que se podrían distribuir entre 900 o 950 
funcionarios. No les tocaría una partida exagerada pero constituiría un estímulo. Insisto: ha sido política de la 
Corte tratar de no llenar vacantes sino de tecnificar el organismo. Esto ayudaría, entonces, a que los 
funcionarios también se compenetraran con este objetivo que se ha fijado la Corte, recibiendo ese estímulo 
que en algún momento, sin que nos enteráramos previamente, fue congelado. Un artículo que deroga es fácil 
de redactar y me ofrezco a hacerlo si fuera necesario. 


SEÑOR SALVO.- Quiero aportar un dato de la realidad que no surge de los antecedentes manejados 
en el seno de la Comisión. De los trece artículos proyectados por la Corte Electoral solamente tres 
contaron con la unanimidad de la Corte y uno de los tres tiene dudosa naturaleza presupuestal. Ocho 
de esos artículos no contaron con el voto del Ministro Penco ni de quien habla, y dos fueron apoyados 
por mí, pero no por el Ministro Penco. 


Por último, con respecto a la urgencia expresada por el señor Ministro Renán Rodríguez en relación con el 
proyecto a estudio de vuestra Comisión, queremos decir que suscribimos totalmente las palabras por él 
pronunciadas, es decir, que apoyamos y deseamos la aprobación, lo antes posible, del proyecto. 


SEÑOR IBARRA.- Se ha opinado sobre cada artículo. Constatamos que el artículo 6” no implica costo 
y, de alguna manera, habilitaría al organismo a utilizar el 50% para pagar un incentivo, etcétera, a los 
funcionarios. Mi duda con respecto a este artículo es si se pagaría a todos los funcionarios o 
únicamente a quienes desempeñen determinadas funciones. 


Por otra parte, quiero analizar el artículo 9” y el 12. Si bien el artículo 9 refiere "a los efectos de la 
organización y realización de los actos electorales y de los de plebiscito y referéndum cometida por la 
Constitución", el artículo 12 dice: "A efectos de solventar los gastos que demanden las Elecciones 
Nacionales; la eventual Segunda Elección prevista en el Artículo 151 de la Constitución de la República; las 
Elecciones Internas [...]". Este artículo 12 tendría un costo de $ 173:000.000, y el artículo 9% 
aproximadamente $ 71:000.000. Este en particular habilitaría una especie de partida individual de 
determinadas sumas. 


Por supuesto, somos conscientes y sabemos perfectamente bien que siempre tenemos que estar corriendo 
para aprobar algunas autorizaciones a la Corte Electoral para realizar determinados actos eleccionarios. El 
planteamiento de los señores Ministros de la propuesta que viene del Poder Ejecutivo en cuanto a facultar a la 
Corte Electoral "a retribuir la mayor carga horaria cumplida por sus funcionarios durante 


el año 2006 con motivo de la informatización de la Sección Ciudadanía Legal del Departamento de 
Secretaría", es una demostración. 


De cualquier manera, no sé si se habrá manejado o no la posibilidad, más allá de los conceptos de cada uno 
de los artículos -me refiero al 9” y al 12-, pero me da la sensación de que estos artículos se podrían haber 
unificado, porque si bien uno se plantea para la organización y realización de los actos electorales, el otro es 
por los gastos que demandan determinados eventos 


Entonces, quisiera conocer la explicación; sin duda, debe existir algún fundamento, pero no lo conozco. 


En cuanto al artículo 13, nos parece acertado habilitar a que la Corte Electoral esté exonerada, y que expida 
los documentos o certificados que se solicitan, que según se dice son alrededor de cuatrocientos por mes. 


SEÑOR RODRÍGUEZ..- Con respecto a los artículos 9” y 12, puede parecer que en algunos casos existe 
una duplicidad, y tal vez la haya. Lo que se prevé en el artículo 9”, habría que detraerlo de las 
actividades que estén comprendidas en el artículo 12 y que, a su vez, estén costeadas. 


El artículo 9” tiene algo que es fundamental. En su inciso primero se faculta a la Corte Electoral a realizar 
horario extraordinario para todas estas tareas, sin perjuicio de que los funcionarios sigan percibiendo su 
salario habitual. El inciso segundo corresponde a una aspiración del sindicato de la Corte Electoral, para que 
esto se distribuyera en forma mensual e igualitaria a todo el personal, sin recurrir a las horas extra. 


Diría que parte de lo que se establece en el artículo 9%, en la medida en que sean actividades coincidentes con 
las previstas en el artículo 12, deberían poder detraerse una de la otra. Es decir, esto se podría unificar con un 
menor costo, siempre y cuando se aprobaran los artículos; el problema es que si se aprueba uno, el otro queda 
incompleto. 


Me gustaría que otro integrante de la Corte contestara la pregunta del señor Diputado Ibarra vinculada con 
los certificados, porque no estaba muy atento. 


SEÑOR IBARRA.- Estoy de acuerdo por los fundamentos que se dieron en esta Sala, y además por lo 
que establece el mensaje de la Corte Electoral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con el compromiso de aprobar la semana entrante el proyecto que envió la 
Corte Electoral y, por supuesto, de analizar lo que se acaba de manifestar con respecto a los artículos, 
agradecemos vuestra visita. 


Ahora nos toca trabajar a nosotros. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 43) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


